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Derechos de la naturaleza en el ordenamiento constitucional vigente 
 
La sociedad ecuatoriana y el continente americano, sin lugar a dudas, recibió con agrado la 
publicación y vigencia desde el 20 de Octubre del 2008, que Ecuador tuviera una Constitución 
ambientalista y conservacionista, dando muestra al mundo entero que no solo en las grandes 
cumbres mundiales se pueden tomar decisiones altamente beneficiosas para la salud y existencia 
de la vida en el planeta. La intención del legislador ecuatoriano reunido en la Constituyente de 
Montecristi en Octubre de 2008, fue la de otorgarle derechos legales y constitucionales a la 
naturaleza, tendientes a cuidar la vigencia de sus ciclos vitales. Con el presente trabajo he 
podido detectar que no se han respetado en su totalidad los derechos de la naturaleza 
consagrados en la misma, por falta de una normativa secundaria eficiente y actual. Esta 
institución de derechos constitucionales a favor de la naturaleza, está bien concebida, sin 
embargo el legislador olvidó que este tipo de normativas son primarias y que a la par de la 
vigencia de esta Constitución debían derogarse normas secundarias caducas y obsoletas, y en su 
lugar,  incrementarse otras normas secundarias, como las que propongo, con el proyecto de 
reforma, a la Ley de Gestión Ambiental, para conseguir mayor articulación, tanto de 
procedimientos, como de objetivos, que conlleve a una aplicación más eficaz de la vigente 
Constitución.  
 















Rights of Nature in the existing constitutional order 
 
The Ecuadorian society and the americas, not doubt, welcome the publication and effectiveness, 
from october 20, 2008, that Ecuador had and enviromentalist and conservationist Constitution, 
proving to the worl that not only in the big world forums they can make highly beneficial 
decisions in favor the health and existence of life on the planet. The intention of the Ecuadorian 
legislator gathered in the Constituent of Montecristi in October 2008, was to give legal and 
constitutional rights to Nature, designed to care for the duration of its vital cycles.  
 
With this work I have been able to detect that they have not fully respected the rights of Nature 
embodied therein, for lack of and eficcient and high current regulation. This institution of 
constitutional rights for Nature is well designed; however, the legislator forgot that such 
regulations are primary and, on par with the force Constitution, outdated and obsolete secondary 
rules should be repealed, and instead, increase other secondary standards such as I propose, 
whith the draft amendment to the Environmental Management Act, for greated articulation of 
















Con la vigencia de la actual Constitución de la República del Ecuador(Asamblea Constituyente, 
2008), publicada en el Registro Oficial No. 449, del 20 de Octubre del 2008, la naturaleza que 
antes de esa fecha tenía reconocimientos legales, adquirió derechos constitucionales, tal como lo 
explica taxativamente el Título II, Capítulo 7, Artículos 71, 72, 73 y 74 de la referida Carta 
Magna. 
En lo medular, esta institución jurídica de orden constitucional se refiere al derecho que tiene la 
naturaleza a que se respeten sus ciclos vitales, estructura, funciones y procesos evolutivos; a que 
se reconozcan sus derechos a ser restaurada en caso de afectación; y la obligación de 
indemnizársela por los daños recibidos; a que se implementen medidas de precaución para evitar 
la alteración de sus ecosistemas y que se respeten derechos de las comunidades, pueblos y 
nacionalidades al ambiente y al buen vivir.  
Desde aquélla época se abrió un gran debate nacional propuesto por la Universidad ecuatoriana, 
grupos de ecologistas, ambientalistas, proteccionistas, técnicos y científicos interesados en el 
tema, en donde se ha venido debatiendo ampliamente sobre el respeto a la forma integral de su 
existencia y el mantenimiento y regeneración de sus ciclos vitales, estructura, funciones y 
procesos evolutivos. 
 
Desde ese entonces se ha podido detectar, algunas falencias provenientes de la normativa 
secundaria existente, desde hace varios años atrás, cuyas normas ya se encuentran caducas y 
obsoletas, razón por lo que no se ha logrado articular con el nuevo marco constitucional que 
garantiza la vigencia de los derechos de la naturaleza. 
 
Con estos antecedentes nos proponemos, con el presente análisis jurídico sobre la vigencia de los 
derechos de la naturaleza al tenor de la Constitución vigente en el Ecuador, detectar algunos 
puntos débiles, en términos jurídicos, que nos permitan la plena realización y vigencia de estos 
mismos derechos para tratar de establecer algunas soluciones que bien podrían ser acogidas por 







1.1 Planteamiento del problema 
 
Las grandes cumbres mundiales sobre cambio climático y medio ambiente, como la de Río de 
Janeiro, Brasil (1992), Protocolo de Kioto, Japón (1997), Johannesburgo, Sudáfrica (2002), 
Cancún, México (2010), y Río+20, Brasil (2012), por citar las más recientes, han dejado al 
descubierto que los países del primer mundo industrial son, paradójicamente, los menos 
decididos a disminuir las emisiones de gases tóxicos como CO
2
, de efectos invernaderos, lesivos 
para la atmósfera terrestre ya que se niegan a disminuir la producción de su gran máquina 
industrial. 
 
Los expertos en el tema, consideran que el problema del calentamiento global que produce el 
cambio climático puede tener sus soluciones a mediano plazo con la implementación de políticas 
públicas tendientes a controlar y disminuir la utilización de combustibles fósiles que emiten 
gases como el CO
2
 con sus consecuencias fatales. 
 
En este sentido, el Derecho Ambiental Internacional, sistemáticamente ha ido evolucionando 
para crear una conciencia en el mundo globalizado tendiente a difundir la idea que el problema 
del cambio climático es un asunto que le atañe a toda la población mundial y que debemos hacer 
conciencia para evitar más trastornos de los ciclos vitales que le corresponden a la naturaleza, en 
aras de cuidar su inminente degradación y destrucción de los ecosistemas en donde se anida la 
vida.  
 
Es por esto que el Ecuador es el primer país en el continente americano en insertar en su 
Constitución, instituciones jurídicas de derecho ambiental que pretenden cuidar y respetar los 
ciclos vitales de la naturaleza en atención al gran requerimiento mundial de las naciones y para 
precautelar la existencia de sus envidiables ecosistemas de flora y fauna que en muchos casos son 
únicos en el planeta. 
 
El contexto mundial de las naciones, ha visto con buenos ojos esta decidida intención del Estado 
ecuatoriano por aportar esta normativa constitucional y dar muestra y ejemplo a las naciones 
hermanas que cuando hay decisión política de un Estado soberano, bien se puede emprender en 
el cuidado real y objetivo de la vida y existencia de nuestra Pachamama. 
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Sin embargo consideramos que, por falta de articulación entre esta normativa primaria y la 
normativa positiva secundaria los efectos obtenidos hasta la presente fecha (6 años desde la 
Constitución de Montecristi del 2008), no son los esperados por la sociedad ecuatoriana, lo que 
nos conlleva a investigar sobre la existencia o no del respeto a los derechos de la naturaleza en 
nuestro país, para emprender en senda sugerencia destinada a una mejor articulación y resultado 
en la aplicación plena y cabal de esta institución jurídica de Derecho Constitucional. 
 
En definitiva, de lo expuesto debemos considerar como problema de la investigación, el 
encontrar las falencias que podrían estar ocasionando la falta de respeto a los derechos que 
adquirió la naturaleza en virtud de la Constitución de Octubre del 2008, a través de reformas, 




1.2. FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 
 
Los derechos de la naturaleza no han sido respetados por falta de una normativa secundaria 




1.2.1. Preguntas Directrices 
 
¿Falta normativa secundaria que articule con las reglas constitucionales referente al respeto de 
los derechos de la naturaleza? 
 
¿De qué manera  afecta la falta de reglamentación supletoria para la plena vigencia del respeto a 
los derechos de la naturaleza? 
 
¿Es factible la creación de nuevas normas para la aplicación de los derechos anteriormente 
mencionados? 
 
¿De qué manera beneficiaría la implementación de actual normativa supletoria para el respeto de 




¿Es viable la aplicación de la normativa a establecerse para garantizar el cumplimiento de los 
derechos en mención? 
 
 
1.3. OBJETIVOS DE LA INVESTIGACIÓN 
 
1.3.1. Objetivo General 
 
Determinar la necesidad de legislar una nueva normativa jurídica que esté en armonía con el 
respeto a los derechos de la naturaleza consagrados en la Constitución actual. 
 
 
1.3.2. Objetivos Específicos 
 
 Estudiar el marco constitucional existente, referente al respeto de los derechos de la 
naturaleza. 
 
 Analizar la normativa secundaria existente relacionada con el respeto a los derechos de la 
naturaleza. 
 
 Crear una nueva normativa que guarde relación plena con los derechos de la naturaleza. 
 
 Sugerir cambios en la legislación ambiental existente, relacionados con los derechos de 
la naturaleza. 
 
 Justificar la necesidad de crear normas complementarias que permitan el pleno ejercicio 






1.4. PREGUNTA DE LA INVESTIGACIÓN 
 
¿Es necesaria la implementación  de nueva normativa secundaria para lograr el respeto a los 
derechos de la naturaleza? 
 
1.5. CARACTERIZACIÓN DE LAS VARIABLES 
 
1.5.1. Variable Dependiente 
 
Respeto a  los derechos de la naturaleza consagrados en la Constitución de la República  del 
Ecuador Vigente. 
 
1.5.2. Variable Independiente 
 
Implementación de la reforma a la normativa secundaria vigente 
 
1.6 ANTECEDENTES DE LOS DERECHOS DE LA NATURALEZA 
 
El eje central de desarrollo de este trabajo de Tesis de Grado, es la vigencia de los derechos de 
la naturaleza, y el proceder de las personas, quienes son los únicos en aprovecharse de los 
recursos naturales y que paradójicamente son los causantes de la sobreexplotación de éstos y el 
deterioro de la calidad ambiental; y por ende, de la calidad de vida del ser humano. 
 
Es así que el estudio respecto a la defensa y protección de la naturaleza y del medio ambiente, 
ha llamado la atención en los últimos tiempos a ciertos grupos conservacionistas, que fueron 
considerados por el legislador, ya en la Constitución de 1998; y con mayor énfasis en la 
Constitución del 2008, que concede expresamente derechos a la naturaleza, propendiendo a la 
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consecución del Sumak Kawsay, en beneficio no solo de los ecuatorianos sino del mundo 
entero.  
 
Por esto es que se hace necesario que las personas respetemos estos derechos consagrados en la 
Constitución vigente, así como en Convenios, Tratados y Protocolos Internacionales; en 
Cumbres y Convenciones, de los cuales se desprende el compromiso de los países suscriptores a 
la protección y cuidado del medio ambiente. 
 
Dentro de este panorama, ante la preocupación mundial por el deterioro de la calidad ambiental, 
se han realizado grandes encuentros mundiales sobre Cambio Climático y Medio Ambiente, 
como la de Río de Janeiro, Brasil (1992); Protocolo de Kioto, Japón (1997); Johannesburgo, 
Sudáfrica (2002); Cancún, México (2010); y Río+20, Brasil (2012); principalmente, que han 
dejado al descubierto que los países del primer mundo industrial son, paradójicamente, los menos 
decididos a disminuir las emisiones de gases tóxicos como CO
2
, de efecto invernaderos, lesivos 
para la atmósfera terrestre, ya que se niegan a disminuir la producción de su gran máquina 
industrial.  
 
Como una burla inconfesable, estos países del primer mundo, han firmado y suscrito estos 
tratados, demostrando con ello que más les importa las ganancias del capital, antes el futuro de la 
Tierra y sus diversas formas de vida. 
 
Como antecedente cercano, en nuestro país, tenemos: 
 
 La Constitución de 1978, (Constitución Política del Ecuador, 1978) en el Art. 22 numeral 
2, establecía: “El derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación. Es deber del 
Estado velar para que este derecho no sea afectado y tutelar la preservación de la naturaleza. 
La Ley establecerá las restricciones al ejercicio de determinados derechos o libertades, para 
proteger al medio ambiente”. 
 
 La Constitución de 1998, (Constitución Política del Ecudor, 1998) en los Artículos del 
86 al 91, en lo principal manifiesta que: “El Estado protegerá el derecho de la población a 
vivir en un medio ambiente sano y ecológicamente equilibrado, que garantice un desarrollo 
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sustentable. Velará para que este derecho no sea afectado y garantizará la preservación de 
la naturaleza”. 
 
 Finalmente, (Constituyente, 2008), en el Artículo 14 dice que “Se reconoce el derecho 
de la población a vivir en un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, que garantice la 
sostenibilidad y el buen vivir, sumak kawsay. Se declara de interés público la preservación 
del ambiente, la conservación de los ecosistemas, la biodiversidad y la integridad del 
patrimonio genético del país, la prevención del daño ambiental y la recuperación de los 
espacios naturales degradados.”  
 
Fundamentalmente, para efectos del desarrollo del presente trabajo, hemos tomado como 
fundamento y soporte jurídico, especialmente lo establecido en los artículos desde el 71 al 







(CABANELLAS, 1981, p. 99) define:  
 
 La palabra Derecho proviene del latín directus, directo, de dirigere, enderezar o alinear. 
Desde este prefacio etimológico, en que la voz española y las más o menos emparentadas de las 
otras lenguas vivas de mayor difusión como el francés (Droit), el italiano (Diritto), el inglés 
(Right), el catalán (Dret), el alemán (Recht), el portugués (Direito), se aparta por completo de la 
equivalente latina que es “Jus” (v.), el Derecho expresa rectitud, el proceder honrado, el anhelo 
de justicia y la regulación equitativa en las relaciones humanas. (Cabanellas, 1981) 
 
 
Según BRITANNICA (2006, p. 792) el derecho es la disciplina y profesión que se ocupa de las 
costumbres, prácticas y normas de conducta que la comunidad reconoce como vinculantes. La 
aplicación de este conjunto de normas corresponde a una autoridad dominante, como un grupo 




(ENCICLOPEDIA, 2003, p. 10) hace mención que:  
 
Conjunto de normas que una sociedad establece con el fin de regular el comportamiento de sus 
miembros. En este sentido el derecho se diferencia de la moral dado que presenta un aspecto 
práctico y normativo; no constituye una ideología,  puesto que se configura de forma objetiva y 
autónoma respecto de las distintas creencias políticas; finalmente, tampoco presenta ninguna 
connotación de tipo religioso, ya que prescinde de todo planteamiento teológico y regula la vida 
humana en su aspecto terrenal. (Enciclopedia Conocimiento Derecho-Economía, 2003) 
 
1.7.2 Concepto de Naturaleza 
 
(La Enciclopedia, p. 10780), menciona que: 
 
Naturaleza es el  “Conjunto, orden, y disposición de todas las entidades que componen el 
universo”; Esencia y propiedad característica de cada ser; Conjunto, orden y disposición de todo 




1.8 DEFINICIONES DE NATURALEZA 
 
Wikipedia escribe que: 
 
La palabra “naturaleza” proviene de la palabra germánica naturist, que significa “el curso de los 
animales, carácter natural”. Natura es la traducción latina de la palabra griega physis, que en su 
significado original hacía referencia a la forma innata en  la que crecen espontáneamente plantas 
y animales. El concepto de naturaleza como un todo –el universo físico- es un concepto más 
reciente que adquirió un uso cada vez más amplio con el desarrollo del método científico 
moderno en los últimos siglos. (Wikipedia) 
 
 
El conocido jurista Efraín Pérez (PÉREZ, 2008, p. 81) en su obra “Derecho Ambiental”, 
expresa que:  
 
El Derecho Ambiental se concibe como el conjunto de doctrinas, normas, instituciones y 
principios jurídicos que ordenan los procedimientos y las actividades del Estado y los 
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particulares en el control de la contaminación, la conservación, y aprovechamiento sustentable 
de la biodiversidad, así como la implementación del desarrollo sustentable. (Pérez, 2008) 
 
 
Raúl Brañez citado por (Echeverría & Suarez, 2011) nos da a conocer que:  
 
“Es el conjunto de normas jurídicas que regulan las conductas humanas que pueden influir de 
una manera relevante en los procesos de interacción, que tienen lugar entre los sistemas de los 
organismos vivos, y sus sistemas de ambiente, mediante la generación de efectos de los que se 
espera una modificación significativa de las condiciones de existencia de dichos organismos”. En 
consecuencia, el derecho ambiental se encarga de regular las actividades humanas que influyen y 
tienen impactos sobre la naturaleza. Por esta razón es necesario establecer prohibiciones y 
limitaciones a las actividades con el fin de que no se afecte a la naturaleza, principalmente por 
procesos de contaminación o de aprovechamiento desmesurado de los recursos naturales. 
(Echeverría & Suarez, 2011) 
 
 
Es así que el Artículo 71 de la Constitución de la República del Ecuador (Asamblea 
Constituyente, 2008), vigente, indica que: “La naturaleza o Pachamama donde se reproduce y 
realiza la vida, tiene derecho a que se respete integralmente su existencia y el mantenimiento y 
regeneración de sus ciclos vitales, estructura, funciones y procesos evolutivos”.  
 
 
Toda persona, comunidad, pueblo o nacionalidad podrá exigir a la autoridad pública el 
cumplimiento de los derechos de la naturaleza. Para aplicar e interpretar estos derechos se 
observarán los principios establecidos en la Constitución, en lo que proceda. 
 
 
El Estado incentivará a las personas naturales y jurídicas, y a los colectivos, para que protejan la 
naturaleza, y promoverá el respeto a todos los elementos que forman un ecosistema. 
 
 




Reconocer que la Naturaleza tiene derechos constituye el surgimiento de una nueva concepción en el 
desarrollo histórico de los derechos que se aparta de la corriente del pensamiento, según la cual sólo 
los seres humanos somos sujetos de derechos. 
 
El esfuerzo político por reconocer a la Naturaleza como sujeto de derechos, se plasmó en la 
Constitución del Ecuador de 2008 y por primera vez en una carta magna de un país, existen normas 
constitucionales que hacen lo posible para la exigencia de respeto integral a la misma.  
Los derechos de la naturaleza constituyen una hecatombe para la tradición jurídica francesa 
romanista (…) Para la abolición de la esclavitud, se requería que se reconozca “el derecho de tener 
derechos” y se requería también un esfuerzo político para cambiar a las leyes que negaban esos 
derechos. Para liberar a la Naturaleza de esta condición de sujetos sin derechos o de simple objeto de 
propiedad, es necesario un esfuerzo político que reconozca que la naturaleza es sujeto de derechos 
(Trujillo, 2010, págs. 121-123) 
 
Dotarle de derechos a la Naturaleza significa, entonces, alentar políticamente su paso de objeto 
a sujeto, como parte de un proceso centenario de ampliación de los sujetos del derecho. 
 
En Ecuador, la Naturaleza o Pachamama, es sujeto de derechos y por tanto, se debe respetar en 
forma integral su existencia; así como el mantenimiento y regeneración de sus ciclos vitales. 
 
Es responsabilidad del Estado Ecuatoriano, incentivar que las personas naturales o jurídicas y/o 
los colectivos, protejan a los derechos de la Naturaleza; así como el promover el respeto de 
todos los elementos que forman un ecosistema. 
 
La Académica e investigadora doctora Diana Milena Murcia Riaño  anota lo siguiente:  
 
Los derechos de la naturaleza aparecen en el escenario actual impulsados por lo menos por dos 
factores: el primero, la lucha social andina que nunca ha desistido en su reivindicación sobre el 
territorio y que tuvo un especial auge en la década de los noventa en la que los pueblos y 
nacionalidades indígenas y los grupos ecologistas y ambientalistas, entre otros, empezaron a 
consolidar una movilización que concluyó en Ecuador en 2008 y en Bolivia en 2009 con la 
reforma de sus constituciones, logrando el  reconocimiento de la plurinacionalidad y del sumak 
kawsay como horizonte alternativo al desarrollo. (…) Vistas las culturas indígenas desde una 
perspectiva ambiental, representan un ejemplo de -por parafrasear el lenguaje de derechos 
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humanos-, "buenas prácticas" en la conducción de la relación entre la humanidad y la naturaleza. 
(Murcia, 2012, págs. 85-86) 
 
Maya citado por (Murcia, 2012) afirma que: 
 
Durante cerca de treinta mil años la especie humana se fue adaptando a las diferentes 
condiciones climáticas desde las alturas andinas hasta las planicies del bosque tropical. Este 
lento ritmo de adaptación cultural que desde la óptica de la civilización se mira como atraso, no 
era más que el camino lento de la evolución, en la búsqueda de equilibrios simbióticos con el 
medio natural. Incluso miradas dentro de la óptica tradicional, y a pesar de las diferencias entre 
ellas, estas culturas se pueden considerar como exitosas en su forma de adaptación al medio, 




El segundo factor es el agotamiento del modelo de desarrollo demostrativo de una verdadera 




Que ya está conmoviendo el conjunto de la vida social, es una crisis de la calidad misma de la 
vida civilizada, una crisis que no solo es económica y política, no es solo una crisis de los 
Estados nacionales y sus soberanías sino que está afectando y que lleva afectando mucho tiempo 
a los usos y costumbres de todos los órdenes: sexuales, culinarios, habitacionales, 
cohabitacionales; que afecta la definición misma de lo que es la política, de lo que es la familia, 
de lo que es la educación, de la relación entre la ciudad y el campo. Todos estos elementos están 
en crisis al mismo tiempo que aparecen estas crisis económicas y financieras. Se trata de una 
crisis civilizatoria (...) (p. 5). 
 
 
Según (Murcia, 2012) en el reconocimiento de la Pachamama o la Madre tierra como sujeto 
titular de derechos han confluido el agotamiento de un modelo y el resurgir de un pensamiento. 
En tal sentido, esta generación nuestra no sólo atraviesa un momento histórico sino que es 
testigo y protagonista de un verdadero acontecimiento: la consagración expresa de sus actos a 
una vida en armonía con la naturaleza (págs. 85-86).  
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1.9.  GENERALIDADES 
 
Tal como nos da a conocer el distinguido jurista, experto en Derecho Ambiental, doctor Efraín 
Pérez (Pérez, pág. 6) “El término más común para referirse al medio ambiente del ser humano 
es de naturaleza. La finalidad que persigue el ecologismo, y el ambientalismo es la conservación 
de la naturaleza.” 
 
 
Según (EDLE S.A., 2013) la naturaleza va más allá que los seres vivientes: 
 
En algunos casos representa el medio físico en que se desarrolla la vida. La ecología 
misma se define como una relación entre la vida y su medio físico: “Las dos funciones 
abióticas básicas que hacen operacional al ecosistema; a saber: Flujo de energía y ciclos 
de materia. De la gran cantidad de compuestos y elementos inorgánicos simples 
presentes en la superficie del planeta o cerca de ella, algunos pocos son esenciales para 
la vida” (p. 6).  
 
 
Y más adelante sigue (EDLE S.A., 2013) que: 
 
El tema de fondo sobre la "naturaleza" es: lo que "son" las cosas;  el "cómo" son esas cosas; y, la 
naturaleza de las cosas. En su extenso análisis fenomenológico, "Ser y Tiempo", considerada su 
obra maestra de la primera época, HEIDDEGER realmente centra su análisis en el "ser humano" 
antes que en el abstracto "ser": el ser humano como arrojado al mundo o arrojado en el mundo, el 
famoso Da sein "estar ahí”,  definido más por su "existencia" que por su presunta esencia de "ser" 
abstracto. La relación del ser humano con el conjunto de los entes, que constituyen el "ser" se 
manifiesta a través de una finalidad pragmática, su utilización, su aprovechamiento. Sobre esto ha 
descrito HABERMAS uno de los conocimientos del ser humano sobre la naturaleza como un 
conocimiento para "la realización de una finalidad establecida"; conocimiento denominado 
"racionalidad ideológica" y su referencia a la "acción instrumental". (…). En el medio regional 
andino, movimientos ecologistas potencian el concepto de la Pachamama "Madre Tierra" de la 
cosmología indígena. 
 
Desde los albores de la humanidad, la especie humana, siempre estuvo ligada como un todo 
indivisible, a la Naturaleza o Pacha Mama. Estos seres primitivos, descubrieron que su existencia 
dependía inexorablemente de la Naturaleza; comprendieron que provenían de ella, e 





La obra literaria más antigua y de mayor difusión en el planeta, es la Biblia, dividida en dos 
grandes libros, conocidos como Antiguo Testamento y Nuevo Testamento, en donde constan 
sendas reflexiones sobre la existencia y cuidado de la Naturaleza, (Sociedades Bíblicas Unidas 
en Ecuador, 2012) las mismas que son traídas a la actualidad para conocer sobre el paradigma 
Antropocéntrico, desarrollado y aceptado ampliamente a partir de la Segunda Guerra Mundial 
(1938-1945) que considera al hombre como el centro de todo; como el ordenador de las 
relaciones entre el Ser Humano y la Naturaleza, y que fuera aceptado hasta hace pocos lustros, 
el mismo ha perdido vigencia, para dar paso al paradigma Biocéntrico, es decir que la vida es el 
centro de Todo y que a ella nos pertenecemos.  
 
 
1.10. EL PRINCIPIO BIOCÉNTRICO Y EL MUNDO CONTEMPORÁNEO 
 
ANGULO (2013) confirma que:  
 
La civilización occidental sobre todo en el trecho de la época moderna, siglos XVII al XIX, vivió 
con la convicción según la cual los recursos del mundo eran infinitos y que la naturaleza fue 
creada para el servicio de la humanidad. Además fue vigente en la ciencia y la técnica de tal 
época al creer que la mente está separada, sin necesaria interinfluencia del cuerpo, el individuo 
de su ambiente y la naturaleza de la cultura; así el organismo humano era tan solo el mecanismo 
de un cuerpo anatómico. (Angulo, 2013)  
 
Con aquellas convicciones y guiados por lo imperativos tecnológicos, el siglo XX, ha mostrado 
que el ser humano tiene el poder de destruir al entorno que lo acoge y sobrecogido y espantado 
ha descubierto que de esa manera también se destruye a sí mismo. 
 
Mientras tanto, vemos que la realidad no se atiene a aquellas ideas, no es dócil a la razón 
humana; el mundo es perecible. Hace tan sólo algunas décadas se les decía a los niños lo 
benefactor que eran los rayos ultravioleta para la salud pues permitía el metabolismo de la 
vitamina D en el organismo. La información pertinente en la actualidad es una Advertencia pues 
los rayos ultravioletas son tan intensos que pueden producir NEOPLASIAS en la piel. Según los 
supuestos de aquella época y todo en nombre del progreso. 
 
Todo esto puede ser entendido como consecuencia de una civilización que vive al margen del 
principio biocéntrico, pues en lugar de que el individuo se sienta parte del medio ambiente, se 
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siente superior a él y su explotador; en lugar de cuidar la pureza del aire, la tierra y el agua, los 
contamina una y otra vez. 
 
 
Según el principio biocéntrico existen mecanismos de autorregulación entre la naturaleza y los 
seres vivos, toda acción obtendrá una respuesta con fines de mantener un equilibrio, y las 
respuestas pueden tomar formas de catástrofes naturales. El ser humano se ha precipitado en un 
progresismo altamente tecnificado y de a poco va descubriendo que tiene que practicar otras 
cualidades, como las que practican las sociedades tradicionales que respetan a la vida, pues se 
sienten ligadas y religadas al mundo, con un mundo de creencias propias de una religión 
natural; creencias que el principio biocéntrico las ubica en la cima de sus valores. 
 
Con esta síntesis realizada sobre los paradigmas, considero que usted, amigo lector podrá sacar 
y tener su propia conclusión mediante la investigación sobre la temática planteada que ahora es 
una necesidad y un deber encontrar su propia respuesta desde su propiedad intelectual e 
individual cognoscitiva. 
 
Desde los inicios de vida de los seres humanos en la tierra, han surgido diferentes estudios, 
análisis, teorías, metodologías, principios, etc. llevándonos a determinar conclusiones 
inconclusas donde ninguna es definitiva en las relaciones determinadas por el Biocentrismo 
naturaleza-hombre-hombre-naturaleza. Siendo necesario realizar un breve recorrido 
cognoscitivo sobre las diferentes fuentes que han permitido establecer en la Constitución de 
Montecristi, varias normas o principios que garantizan los derechos de la naturaleza y/o 
ambientales, de aplicación general para los ecuatorianos. 
 
La toma de conciencia general sobre el problema ambiental, aun contando con antecedentes 
anteriores, se produce en los años 60 y 70 del Siglo XX, teniendo como iniciadores de la misma 
a pensadores aislados y científicos (B. RUSSELL; R. CARSON; GARRET HARDIN, 
COMMONER, EHRLICH, etc.), como además a informes de organismos de relevancia mundial 
(Informes Meadows, de 1972, y Mesarovic-PESTEL, de 1975, ambos redactados para el Club 
de Roma), la influyente participación de los movimientos de protesta de la Universidades 
Americanas de 1965, y del Famoso "Mayo Francés" de 1968, y definitivamente, los impactos de 
numerosos accidentes ambientales ocurridos hasta aquellos años (El "Smog" de Londres de 
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1952, los accidentes nucleares de la antigua Unión Soviética, etc.) y, sobre todo, desde entonces 
hasta la actualidad los sucesos de Seveso, Harrisburg, Rin Valdez-Alaska, Chernóbil. 
 
Teniendo el derecho como objetivo fundamental el ordenamiento de las relaciones sociales y de 
la vida social, la dirección de las sociedades hacia determinados valores y la resolución de 
conflictos, cuando los ciudadanos y los poderes públicos son conscientes del problema 
ambiental, destacando su importancia para el interés general (en última instancia, la 
salvaguardia del planeta y de la humanidad), el medio ambiente se convierte en un bien  jurídico 
a proteger, en objeto de regulación por el Derecho.  El Derecho que trata de proteger el medio 
ambiente es la respuesta de la sociedad a la necesidad de proporcionar tal protección para evitar 
la degradación progresiva del medio ambiente. 
 
 
Podemos entender, siguiendo a Martin Mateos, por "Derecho Ambiental" como aquel Derecho, 
o sistema orgánico de normas, que protege o tutela los sistemas naturales que hacen posible la 
vida; es decir, el aire, el agua y el suelo. Siendo su finalidad prevenir y subsanar las 
perturbaciones que alteran los equilibrios naturales, producidos por los seres humanos y sus 
actividades individuales o colectivas; lo cual, se lleva a cabo mediante la regulación de tales 
actividades humanas. Aún más este conjunto de normas que constituye el Derecho Ambiental, 
regula las diferentes conductas humanas que deterioran el medio ambiente, para prevenirlas, 
reprimirlas o para obligar a repararlas. Es más, la consideración de los problemas ambientales 
como cuestiones que afectan al interés general provocará que la protección del medio ambiente 
sea considerada, desde los años 70 del Siglo XX, como una función pública, y en particular, de 
las administraciones Públicas. 
 
Según (Angulo, 2013)  
Partiendo de Estocolmo 1972,  "Declaración del Medio Humano", pasando, por la Carta de la 
Naturaleza, de 1981;  el informe Bruntland 1987 "Nuestro Futuro Común", hasta Río de Janeiro 
1992; "Los Principios Universales del Desarrollo Sustentable". Llegamos a establecer como la 
sociedad internacional ha encontrado mecanismos alternativos válidos, de emprendimiento en la 
búsqueda de caminos que permitan en su conjunto viabilizar soluciones mediante la 
planificación, organización, ejecución, seguimiento, monitoreo y control, de políticas 
ambientales, que mediante el desarrollo sostenible y la conservación de la naturaleza permitan 
evitar daños ambientales, bajo las actuales primicias biocéntricas existentes, donde la naturaleza 
en su conjunto interactúa con los seres humanos, en la búsqueda de vivir en armonía universal. 
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Los procesos de industrialización que someten a los humanos a realizar criminales actividades 
extractivas, como también aquellas productivas contaminantes, con la finalidad del 
enriquecimiento de pocos en desmedro de muchos tienen que parar, de lo contrario nuestro 
futuro común estará en poco tiempo en vías de extinción  
 
INREDH, (Mendoza, 2009, pág. 29) en su obra Instrumentos Jurídicos para la Protección y 
Defensa de los Derechos Ambientales Aplicados a las Actividades Hidrocarburíferas, indica 
que:  
 
La protección del ambiente es una materia relativamente joven en el Ecuador, a pesar de que una 
de las actividades con mayor impacto ambiental, como lo es la explotación petrolera, data desde 
inicios del siglo pasado, el ambiente sano como derecho fundamental fue incluido 
constitucionalmente en Ecuador en la Constitución codificada de 1984, cuando se introdujo «el 
derecho a vivir en un ambiente libre de contaminación y la obligación del Estado a tutelar la 
preservación de la naturaleza» 
 
Antes de esta disposición, en 1945 se incorporó en la constitución el derecho de proteger los 
«lugares notables por su belleza natural y la flora y la fauna peculiares del país» 
Después, en la Constitución de 1998, la naturaleza fue vista todavía desde una visión 
antropocéntrica, ésta era considerada como «el medio ambiente del cual los seres humanos 
dependen». Esta visión implicó que para ejercer mecanismos constitucionales de protección al 
ambiente se requiera que los impactos negativos o daños ambientales necesariamente tengan 
relación con la afectación a los derechos de las personas. 
 
1.11. ETAPAS DEL DERECHO AMBIENTAL EN ECUADOR 
 
En el Ecuador podemos identificar tres etapas de desarrollo del derecho ambiental, que han 




 Etapa (1976-1992): Donde pregonó un criterio antropocentrista, sanitarista, recursista, 
basados básicamente en la Ley de Prevención y Control de la Contaminación Ambiental, la 






 Etapa (1992-1999): A través de la declaración constitucional del derecho a un ambiente sano 
y ecológicamente equilibrado, se generó un marco institucional para la gestión ambiental 
inspirada en los principios de la Declaración de Río, cuyo resultado fue la elaboración de la 
Políticas Básicas Ambientales. La Constitución y Ley Gestión Ambiental, fueron los 




 Etapa: (1999 hasta la fecha): Implica un desarrollo reglamentario de la legislación, ejemplos 
son los reglamentos para operaciones Hidrocarburíferas, mineras, Reglamento de la Legislación 
Ambiental, etc. Se han generado también procesos de descentralización de competencias, 
convenios, ordenanzas, reglamentos, de aplicación  nacional y local. 
 
A partir de la Constitución del 2008, hay importantes elementos que se han incorporado en los 
diferentes capítulos respecto a la protección del ambiente y la naturaleza, como la 
sustentabilidad como norma básica; el buen vivir como forma, contenido y objetivo del régimen 
económico; la soberanía alimentaria y energética; la protección de los ecosistemas; el derecho al 
agua como un derecho humano fundamental; el ambiente se convirtió en un tema transversal. 
 
El Ecuador basa gran  parte de su derecho ambiental, en las normas y directrices que se generan 
en el campo internacional, por eso es importante recalcar que para que el derecho pueda 
configurar esta nueva rama, hubieron algunos eventos relevantes que sirvieron como 
antecedentes, los mismos que (Instrumentos Jurídicos para la Protección y Defensa de los 
Derechos Ambientales Aplicados a las Actividades Hidrocarburíferas, 2009, S. 30) menciona a 
continuación: 
 
 La Declaración Universal de Derechos Humanos de la ONU promulgada el 10 
de diciembre de 1948; 
 La Conferencia Internacional de la Biosfera (París 1968); 
 La reunión de la Organización de las Naciones Unidas que en 1972 celebró en 
Estocolmo la Conferencia sobre el Medio Humano en la que se adoptó el 
derecho a gozar de un ambiente sano, así como el uso del concepto de 
Ecodesarrollo. Se destaca en esta Conferencia la creación del Programa de 




 La Estrategia Mundial para la Conservación adoptada en 1980 como una 
Declaración de la Unión Internacional para la Conservación de la Naturaleza 
que enriqueció el marco teórico de la conservación con los conceptos de 
desarrollo sostenible o sustentable y el de participación social. 
 La Carta de la Naturaleza, adoptada por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas, mediante Resolución 37-7 de 28 de octubre de 1982. Es un documento 
complementario a la Declaración de Estocolmo.  
 El Informe Bruntland adoptado por la Comisión Mundial sobre el Medio 
Ambiente y Desarrollo, creada por las Naciones Unidas en 1983. Los resultados 
y las propuestas de esta Comisión se reflejaron en el informe denominado 
«Nuestro Futuro Común», de marzo de 1987. Este informe reconoció el derecho 
humano fundamental al medio ambiente. 
 El Acta de Caracas de 18 de mayo de 1991 emitida por el Acuerdo de 
Cartagena que en el capítulo No. 8 «reafirma que la dimensión ambiental es 
parte integral de los procesos de desarrollo» 
 La Reunión de Río de Janeiro, Brasil, realizada en Junio de 1992, que perfila la 
necesidad de un nuevo orden internacional en el campo ambiental y de una 
amplia participación de la sociedad civil. 
 
1.12. VISIÓN SOCIOLÓGICA DE LA JURISPRUDENCIA AMBIENTAL  
 
Bajo la definición generalizada de que la ecología es una ciencia parte de la biología que estudia 
las relaciones de los organismos con el ambiente que los rodea, resulta claro entender que un 
enfoque ecológico engloba todo un universo de conocimientos en el que entran disciplinas como 
el derecho, la sociología, la política, la economía y las ciencias de la vida.  
 
En este capítulo se trata de entender estas relaciones, desde una visión sociológica del problema. 
En este contexto, se ha visibilizado varias teorías que, desde la antigüedad clásica hasta nuestros 
días no han terminado de convencer plenamente. Sin embargo es menester abordarlas, aunque 
sea someramente para, desde sus respectivas posturas direccionar nuestro pensamiento en el 
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tema del papel que juegan las leyes en el ordenamiento de las relaciones del individuo y la 
sociedad con el medio ambiente, con la naturaleza.  
 
Los primeros habitantes del planeta (sea en el Viejo Mundo o en el Nuevo),  tenían  la 
convicción de que somos hijos de la tierra, del agua, del aire y del fuego. Los filósofos griegos 
presocráticos hablaban de los “cuatro elementos” esenciales de la vida. Los primeros pueblos 
del nuevo mundo, al que los europeos bautizaron como Continente Americano, también 
tuvieron en su cosmovisión la idea de que descendían de la Pacha Mama, entendiéndola por tal 
la conjunción de los mismos cuatro elementos vitales, de los cuales la tierra y el sol eran los 
principales forjadores de la vida. Ellos, mejor que nosotros y con mayor fidelidad, entendieron 
que a la naturaleza hay que respetarla; disfrutarla pero con medida.  
 
Cicerón, el sabio filósofo y político romano llegó a escribir algo muy esclarecedor. 
Textualmente dijo: 
Somos los amos de la tierra. Disfrutamos de las montañas y las llanuras, y los ríos también son 
nuestros. Sembramos el grano y plantamos árboles. Fertilizamos la tierra e incluso detenemos y 
corregimos el curso de los ríos. En resumidas cuentas, con nuestras manos nos atrevemos, 
mediante nuestras acciones en el mundo, a crear otra naturaleza. (Ruiz, 2008)  
No es aventurado interpretar las palabras de Cicerón como una reprimenda por el abuso con que 
el hombre se beneficiaba (y se beneficia en el presente) de la tierra, de la naturaleza. Al afirmar 
de que “con nuestras acciones en el mundo nos atrevemos a crear otra naturaleza”, señala con 
absoluta claridad que el hombre con sus acciones produce daños en el entorno ambiental. 
1.12.1. La tierra y los mundos sociales  
 
Al mencionar la Tierra, hago referencia a nuestro planeta y todo lo que en él existe: mundo 
mineral, mundo vegetal, mundo animal y en última instancia, el mundo social. Éste es el 
determinante a la hora de entender el papel de las acciones humanas en sus relaciones con la 
naturaleza. Estas relaciones no son unidireccionales; existen una variedad, de acuerdo a los 
grupos sociales que las ejercen. Por esto será necesario entender e identificar a cada uno de 
estos grupos.  
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 Sociedades urbanas. En las grandes urbes, estas sociedades se desenvuelven alrededor 
de sus propios intereses; pero, dentro de estos grandes conglomerados humanos hay 
diferencias de orden económico, ocupacional, cultural, político. Cada uno de estos 
grupos asumen posiciones antagónicas. Dependen de sus particulares aspiraciones y del 
grado de poder que ostenten. O del grado de dependencia que sufran. En las sociedades 
urbanas, citadinas, se forman pequeñas sociedades: culturales, deportivas, corporativas, 
estéticas e inclusive barriales.  
 
 Sociedades rurales. A diferencia de las urbanas, las rurales son pequeños 
conglomerados uniformes en cuanto sus actividades son comunes. Se desarrollan 
estrechos lazos de solidaridad y, en muchos casos, de parentesco. La principal actividad 
es la agricultura. Las personas de estas sociedades son las más directamente 
relacionadas con la naturaleza. Por estas razones en esta gente se desarrolla una 
conciencia más afín con el cuidado del entorno ecológico.   
 
Desde otra perspectiva, en nuestro planeta hay dos tipos de sociedades:  
 
 Las sociedades industriales.- También se denominan: desarrolladas o del primer 
mundo.  En estos países se concentra el poder económico, militar y político. Ejercen 
una innegable hegemonía sobre el resto del mundo. Debido a la enorme producción 
industrial que generan, han privilegiado la industrialización extractivista que hace tabla 
raza del respeto que la naturaleza se merece.  
 
 Sociedades de producción primaria.- Son sociedades de países productores de materia 
prima: agrícola, minera, artesanal y, como mucho de una pequeña industria que apenas 
sirve para cubrir las necesidades básicas del mercado interno. Son sociedades 
dependientes. 
 
Al respecto es muy aleccionador, el siguiente análisis. (…) “La progresiva diferenciación en que se 
manifiesta la tensión Norte-Sur, es más riqueza para el Norte y pobreza extrema para el Sur. El progreso 
económico que lo hace posible se basa en que la prosperidad del Norte requiere la existencia del Sur en 
tales condiciones. Las características actuales se muestran sombrías y hoy más que nuca resulta verdadera 
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la perspicaz tesis de Maquiavelo y Hobbes, que afirmaban el estado de naturaleza –guerra de todos contra 
todos- como características de las relaciones entre estados. (…) Hay que redescubrir la verdadera 
naturaleza del poder político. Constitutividad, organización y coactividad de la convivencia podrán ser 
distintas en sus múltiples posibilidades pero, siempre, esperanzadoras si nacen de la solidaridad del 
hombre y realizan la solidaridad de su común destino humano. Mo existe otro camino y no se puede 
aspirar a más.” (Barrera, 1996, pág. 201) 
 
Absolutamente claro lo manifestado por Barrera García, las relaciones políticas son relaciones 
de poder, y donde existen relaciones de poder, existen relaciones de dominación y dependencia, 
que son las que han generado la crisis económica, política, social, ética, ambiental. En definitiva 
la dimensión política marca, tanto como la económica, la direccionalidad  ambiental planetaria y 
mientras el modelo liberal capitalista tenga vigencia hegemónica, será muy difícil la 
implantación de la racionalidad ambiental, como base de un modelo de desarrollo más armónico 
con la naturaleza, económicamente sustentable y económicamente justo. 
 
Pero veamos la contraparte de esta última aspiración positiva en defensa de la naturaleza. “Con 
el advenimiento del capitalismo industrial, desde el siglo XVI y su extraordinaria expansión desde el siglo 
XIX, han llevado a cabo una verdadera representación colectiva de la naturaleza. El principio de la 
solidaridad humanos-universo físico ha sido reemplazado por el dominio de la naturaleza por los 
humanos, después del siglo XVI es cuando la visión prometeica de la sumisión de la naturaleza al ser 
humano se convierte en hegemónica en la cultura occidental. Entre 1500 y 1800, el precepto del Génesis 
(I, 28): “Llenad la tierra y sometedla” se convierte, bajo la influencia acumulada de la Reforma y de la 
Contra Reforma, como bajo el cientismo de los siglos XVIII y XIX, en uno de los axiomas fundadores de 
esta cultura y, con él, se inicia de forma duradera el antropocentrismo absoluto”. Con esta corriente del 
pensamiento que, como vemos, arrancó desde el siglo XVII, se incrementó en el siglo XIX y 
terminó por posesionarse poderosamente en la primera mitad del siglo XX, se justificó religiosa 
y políticamente, la explotación destructora de la naturaleza. (Deléage, 1993) 
 
Sin embargo, sí hubieron voces que, condenando la explotación voraz de la naturaleza por parte 
de los señores del capital, proclamaron el respeto irrestricto del medio ambiente, si se quiere 
garantizar una vida digna para las futuras generaciones. En este plano, Karl Marx, expresa su 
condena a esa “desnaturalización cultural e ideológica de la naturaleza, que en todas partes ha 
legitimado los procesos de industrialización desde hace tres siglos: el capital se eleva a un nivel social tal, 
que a la naturaleza se convierte ahora en un objeto para el capitalista, en una cosa útil”. (Marx, 1859) 
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Se produce, entonces, a mediados del siglo XIX un pensamiento y un movimiento que 
paulatinamente irá creciendo, en orden a forjar una sólida defensa de la naturaleza, 
entendiéndola como el hogar de los seres humanos y no como recurso a la orden del capital y 
del enriquecimiento de las sociedades industriales. 
 
1.13.  NUEVO ORDENAMIENTO JURÍDICO A PARTIR DEL DERECHO 
AMBIENTAL 
 
Ya se dejó sentado que la concepción pro natura ha tenido que luchar denodadamente contra la 
tesis del etnocentrismo que convertía al hombre en dominador y usufructuador absoluto de todo 
lo que la naturaleza tiene sobre la faz de la Tierra.  
 
El dominio sobre un bien, que se conoce también como propiedad, es el derecho real sobre una 
cosa corporal, para gozar y disponer de ella, conforme a las disposiciones de las leyes y 
respetando, por supuesto, el derecho de los demás, sea individual o socialmente. El dominio es 
de todos los derechos reales, el que da a la persona el poder más amplio que pueda tener sobre 
una cosa. Es, incuestionablemente, el derecho fundamental, “la piedra angular de todo el desarrollo 
jurídico de este mundo, que nos sirve de medio para la satisfacción de las exigencias humanas”. 
(Touraine, 1997) 
 
La historia de la propiedad demuestra que este derecho no es una noción abstracta e inmutable, 
sino que es una categoría histórica, cuyo contenido y extensión han variado en los distintos 
ordenamientos jurídicos, de acuerdo a las épocas y etapas sociopolíticas. Las divergencias 
doctrinales subsisten a pesar de los esfuerzos de sistematización jurídica; lo cual se debe a que 
en torno al concepto de propiedad actúan vigorosamente ideas filosóficas, políticas y 
sociológicas de muy difícil conciliación.  
 
Desde la vertiente liberal del pensamiento político y sociológico, la propiedad sobre los bienes 
materiales y los medios de producción es potestad del sector privado, y se concentra en manos 
privadas.  Es inalienable, y por ningún motivo se puede despojar al propietario del bien suyo. 
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Estas consideraciones tienen mucho que ver con la apropiación de los bienes que nos brinda la 
naturaleza, sobre los cuales, los propietarios, individuales o corporativos, ejercen su poder de 
disponer según su criterio e intereses.  
 
La opuesta concepción es la de que la propiedad de los medios de producción debe de ser de 
carácter público y su manejo y administración corresponde al sector estatal.  
 
Son dos posiciones diametralmente opuestas que, por su carácter extremo, han tenido que ir 
cediendo posiciones frente a concepciones que tratan de armonizar las dos posiciones, 
reconociendo el derecho a la propiedad privada sobre los medios de subsistencia (vivienda, 
medios de recreación, instrumentos de trabajo, medios de transporte, etc.); pero también 
aceptando el rol social de la propiedad estatal sobre los medios de producción. Entre estas dos 
formas de propiedad, se reconoce también la propiedad corporativa (empresas privadas de orden 
mercantil, industrial, minera, de servicios, etc.), pero sin descartar las empresas de carácter 
mixto, que son una combinación de lo privado y lo público.  
 
Ahora bien, ¿Cuál es la importancia de estos cambios históricos en las normativas sobre los 
orígenes y fines de la propiedad? Sobre todo en lo atinente a las relaciones del individuo y de 
las sociedades con el medio ambiente, con la naturaleza, se ha logrado tomar conciencia de 
nuestra solidaridad con el conjunto de los elementos que componen el medio ambiente y el 
imperativo de defender la diversidad de las culturas en lugar  de reemplazarla por la unidad de 
una economía global, “conciencia del sujeto y conciencia de la totalidad concreta de la que 
formamos parte, constituyen la base de una nueva política mundial, lo que no descarta que el 
Derecho Ambiental, siendo parte de la súper estructura jurídica, ideológica y política que nos 
rige, pueda referenciar y apoyar el aceleramiento de los cambios conductuales necesarios, para 
la consecución del modelo del desarrollo humano sostenible…”. (Touraine, 1997, pág. 307) 
 
Tomando, en su contexto los puntos de vista de Touraine, nos permite reflexionar desde nuestra 
comprensión, para el efecto, que pueden ser asumibles, entre otros, los criterios de racionalidad 
ambiental; una nueva cultura política mundial que apunte a la conservación del ambiente 
ecológico; y, de la aplicación de una economía ecológica que coadyuve al salvamento de 
nuestro deteriorado planeta, al mismo tiempo que ponga los cimientos para la construcción del 
buen vivir, Sumak kawsay. 
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Llegamos ya, en este apartado, al aspecto nodal del tema. El Derecho Ambiental, tomado como 
fundamento de la estructuración de un nuevo ordenamiento jurídico (que ya se está dando, sobre 
todo en el Ecuador), exigirá de todos el mayor grado posible de honestidad, probidad y 
compromiso, en la búsqueda y adopción de formas jurídicas que permitan el máximo de aciertos 
para las fórmulas de justicia que queden contenidas en las normas y en íntima relación con los 
postulados ético-políticos que asume la racionalidad ambiental como proponente del modelo 
alternativo de desarrollo social.  
 
A lo anotado se suma el hecho de que en el mundo actual han aparecido nuevos actores 
políticos, como grupos sociales que, particularmente en América Latina emergen alrededor de la 
etnicidad y el ecologismo, en un contexto de agotamiento del modelo de desarrollo neoliberal y 
de gobiernos emparentados con los sectores dominantes internos e internacionales.  
 
Esos movimientos, con nuevas propuestas, proponen que las reglas de juego cambiaron. Que ya 
es hora de mejorar frente a esos poderes que se oponen a todo cambio; que es el momento de 
poner en vigencia los principios de justicia social y democracia participativa. A propósito vale 
la pena recordar a Fontaine, quien trata extensivamente las principales corrientes teóricas – 
neomarxistas, culturalistas e institucionalistas- que dividen el campo de estudio de esos 
movimientos en América Latina, y en ubicarlas en la problemática general de la movilización 
colectiva y del cambio social. El mencionado autor sostiene que más allá del debate teórico, el 
oponer esas escuelas permite entender la dificultad planteado por la formulación y la 
expresividad de los movimientos colectivos que determinan las condiciones de 
institucionalización de los conflictos socio-ambientales. (Fontaine, 2007) 
 
La emergencia de estos nuevos actores sociales, plantea el establecimiento de una agenda 
internacional respecto a los problemas ambientales globales, los conflictos socio-ambientales, 
las vinculaciones entre ambiente y desarrollo. Respecto de esto cabe recordar que desde la 
percepción neoliberal, los problemas ecológicos no surgen como resultado de la acumulación de 
capital, sino por no haber asignado derechos de propiedad y precios a los bienes comunes, en 
consecuencia, el Derecho Ambiental debe aportar a la re conceptualización de esta base teórica 
de la tradición jurídica liberal, a partir del potenciamiento de los denominados bienes, derechos 
comunes (intereses colectivos o difusos), ya asumidos en algunas facetas de la legislación 
internacional y de la ecuatoriana.  
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Bajo la influencia de esta tendencia mundialista en pro de la defensa de la naturaleza es que se 
vio reflejada en la inclusión de normativas legales que convirtieron en bien jurídico tutelado por 
el Estado. En este sentido, el Ecuador se ha puesto a la vanguardia de la legislación ambiental al 
haber incluido los derechos de la naturaleza como mandato constitucional.  
 
1.14. SOCIOLOGÍA Y AMBIENTALISMO 
 
Sobre ecología, naturaleza y ambiente ya hemos tratado in extenso; pero sobre sociología no. 
Entonces, para iniciar este título, creo menester referirme, aunque sea someramente, sobre esta 
disciplina.  
 
Adelanto que sobre el concepto de sociología hay muchas definiciones; tantas como autores que 
la han abordado. En principio cualquiera de ellas es válida porque todas se refieren al hombre en 
sociedad; al grupo como centro del enfoque sociológico, así tenemos: ciencia de la sociedad 
humana y sus diversas colectividades; ciencia de los fenómenos sociales; ciencia de la 
dimensión social de lo humano; ciencia de los hechos sociales; del comportamiento del hombre 
en sociedad; de las relaciones sociales.  
 
Me inclino por la definición clara y sencilla que dice: “Sociología es ciencia empírica de la 
organización de los grupos humanos”. (Blanco, 1988, pág. 132). Interpretando esta definición es 
dable suponer que la Sociología, entre los distintos saberes y formas de conocer sobre la 
sociedad, no es un saber filosófico, como búsqueda de la causalidad ontológica detrás de los 
fenómenos sociales observables. Tampoco la sociología es un saber normativo, sobre lo que 
debe ser; sobre lo bueno y lo malo. La sociología – ya se dijo-, es ciencia empírica o 
comprensión racional y objetiva de las relaciones observables en el terreno de los hechos.  
 
Se pregunta, ¿Qué hechos? Es sobre la organización de los grupos humanos; o lo que es igual: 
la forma, estructura y dinámica que adoptan las relaciones entre los hombres (estructuras y 




Hasta aquí solamente  hemos visto la sociología como ciencia empírica, y precisamente por esta 
característica es que tiene una relación importante con temas de contenido ambiental. Muchas 
de las teorías generadas alrededor de las diversas ciencias que tiene relación con la sociedad, 
como las organizaciones sociales dedicadas a las actividades mercantiles, industriales, de 
servicios, e incluso la sociedad en su conjunto, han incluido en su desarrollo teórico, variables 
para el análisis como: la población, la inflación, la inversión, los costos laborales, la 
conflictividad social, etc.  Pero lo que no se ha considerado con cierto detenimiento y seriedad  
hasta hace no mucho tiempo, han sido las repercusiones de la actividad humana en su propio 
ecosistema y las que podrían tener los cambios en ese ecosistema para la salud de la naturaleza.  
 
Una visión depredadora de la naturaleza que la consideró como invariable e inagotable, llevó al 
fracaso de numerosas actividades empresariales, sobre todo las extractivas mineras y las de 
explotación de la riqueza natural. Ignoraron que esas riquezas de la naturaleza no tienen carácter 
renovable.  
 
Los resultados fueron aún peores en la interrelación del medio ambiente afectado por la 
actividad humana. Fueron simplemente apocalípticos para la vida  de los ecosistemas. Así es 
como la actividad industrial y extractiva masiva ha generado dos problemas para la humanidad, 
a saber:  
 
 Agotamiento de recursos naturales como materias para la actividad productiva 
industrial; y,  
 Degradación del medio ambiente en el que se desenvuelve la vida vegetal, animal y 
humana.  
 
En este plano se han desarrollado enfoques en que los elementos de medio ambiente y de 
recursos no renovables, se considera como elemento fundamental para el diseño de cualquier 
actividad.  Así resulta que el desarrollo sostenible surge de la conciencia de que la destrucción 
de los elementos que constituyen el ecosistema deviene inevitablemente en una paralización, a 
mediano plazo de la actividad productiva y la puesta en peligro de la supervivencia del propio 
ser humano. Concomitantemente con esta certeza, se impone la exigencia de priorizar el 
desarrollo de tecnologías de recuperación de energía y materias primas, de los desechos 
generados por la industria y la sociedad de consumo en su conjunto.  
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Se impone, entonces, desarrollar tecnologías seguras y no contaminantes como única garantía 
de supervivencia del entorno medioambiental. Y añadamos algo más; debemos encontrar 
elementos sustitutivos a los que constituyen las materias primas más próximas a agotarse.  
 
Algunos aspectos a considerar dentro de un enfoque ecológico global para lograr la 
supervivencia de la civilización en el momento actual y dentro de los márgenes de desarrollo 
socioeconómico que conocemos son, a criterio de la CEPAL, los siguientes:  
 
 Estabilidad poblacional.- Hay desequilibrios poblacionales que se producen entre 
distintos países: crecimiento galopante en los países más pobres y envejecimiento de 
algunos de los más ricos. A esta realidad hay que añadir que los índices de crecimiento 
poblacional mundial produce el crecimiento de poblaciones urbanas en detrimento de 
los territorios dedicados a la agricultura. 
 
 Dependencia del petróleo.- El petróleo es el producto primario sobre el que descansa 
el desarrollo industrial y productivo del siglo XX y todavía del actual. Está claro que 
este recurso natural no renovable, es finito. Tiende a extinguirse. En estas condiciones 
es imperioso que se creen productos que suplan al petróleo como sustentos para 
mantener el aparato productivo mundial. Si esto no se logra, el colapso de la humanidad 
será inevitable. Además, la explotación del petróleo ha conllevado una serie de 
problemas mayores que afectan al entorno ecológico, como las mareas negras por 
derrames en los mares, contaminación de los entornos naturales como los producidos en 
la Amazonía ecuatoriana, la contaminación atmosférica producida por la combustión de 
hidrocarburos en la tierra, en el aire y en el mar; contaminación de los residuos sólidos 
no degradables por los productos derivados del petróleo, en fin, muchos males que 
amenazan la vida planetaria. 
 
 Conservación del suelo.- Uno de los mayores problemas contemporáneos más 
angustiosos es el que tiene que ver con la conservación de los suelos fértiles y la de los 
constituyen el soportes de la vegetación de bosques naturales no cultivados. La 
actividad humana está generando procesos erosivos de gran magnitud que en forma 
directa o indirecta inciden en el empobrecimiento de los suelos a través de distintos 
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procesos como incendios forestales, talas masivas de árboles, construcciones citadinas, 
obras viales, etc. Este proceso de degradación ambiental influye negativamente en el 
mantenimiento de la capa freática, el ciclo de lluvias, la alteración del clima y, por 
supuesto, la disminución de la capacidad productiva de los suelos para la alimentación 
humana. 
 
 El reciclaje de los materiales.- El reciclaje de materiales de desecho es, en la 
actualidad, un problema que está a la orden del día. La industria del reciclaje apunta a 
limitar el gasto de materias primas utilizadas en la producción de bienes de consumo y 
de uso. Además, con el reciclaje se busca solucionar la gigantesca acumulación de 
residuos y de basura.  
 
 Producción y desarrollo de energías renovables.- Se trata de sustituir el petróleo y 
sus derivados como fuentes productoras de energía. Ya se manifestó en líneas anteriores 
que el petróleo es un producto perecible. En esta consideración, la sociedad humana 
debe buscar y encontrar nuevas fuentes proveedoras de energía renovable y limpia para 
el entorno ambiental, como las energías solar, eólica, geotérmica, etc. Mediante la 
utilización de estas fuentes energéticas, se garantizará la no contaminación ambiental. 
 
Para concluir este apartado, es necesario orientar nuestra reflexión hacia las razones profundas 
que obligan a la humanidad a tomar conciencia y aceptar compromisos de los cuales salgan 
soluciones y estrategias para cambiar el nefasto rumbo del deterioro ambiental en el que, 
lastimosamente, el hombre se halla embarcado durante un período bastante largo. 
 
Este panorama debe inducirnos a socializar la idea de que debe crearse, a nivel global el 
impuesto ecológico que los países desarrollados deben pagar a los países del mal llamado tercer 
mundo. El asunto es el siguiente: Ya es muy común el conocimiento de que el dióxido de 
carbono ayuda a impedir que los rayos infrarrojos escapen al espacio provocando el incremento  
de la temperatura del planeta, conocido con el nombre de “efecto invernadero”. Las 
consecuencias potenciales del calentamiento global son tan terribles que prestigiosos científicos 
del todo el mundo han sugerido, con carácter urgente, la adopción de medidas inmediatas para 
combatir el problema.  
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El Grupo Intergubernamental de Cambio Climático, en el año de 1990 exigió la firma de un 
tratado internacional sobre calentamiento global, y propuso lo siguiente: 
 
 Estabilizar la concentración de gases invernadero en la atmósfera, reduciendo las 
emisiones de CO2 en un 80%.  
 
 Que los países desarrollados tendrán que reducir la quema de combustibles fósiles en un 
20% para el año 2005; en un 50% para el año 2015; y, en un 75% para el año 2030.  
 
 Que los países en vías de desarrollo deberán estabilizar sus emisiones para el año 2010, 
sin permitir que se eleve a más del doble del nivel actual conforme se vayan 
industrializando.  
 
Para lograr esta propuesta se requiere la aplicación de un impuesto internacional a las emisiones 
de carbono. Resulta que los países ricos veían todavía la absorción de CO2 proporcionada por 
los océanos, los suelos, la vegetación, básicamente como un bien de acceso libre, disponible 
ilimitadamente para el primero que la usara; los países pobres, a través de su  interminable 
trabajo de la función de sumidero de CO2 de la tierra, han contribuido a la sustentabilidad, pro 
las mismas no han sido remuneradas en el mercado, ya que no hay derechos establecidos sobre 
tales servicios ambientales. En consecuencia se plantea que los países ricos deben pagar a los 
países pobres por esa invalorable contribución.  
 
En este mismo plano, la comunidad científica internacional advirtió, el domingo 13 de abril del 
presente año, que la contención del cambio climático pasa por un cambio radical de perspectiva 
a nivel tecnológico, institucional y humano de inicio inmediato, implicación global y 
sustanciosas inversiones.  
 
Esta es la principal conclusión del informe político presentado en Berlín por el denominado 
grupo de trabajo sobre mitigación del calentamiento global del Panel Intergubernamental sobre 
el Cambio Climático (Intergovernmental Panel on Climate Change, IPCC por sus siglas en 
inglés), un colectivo científico promovido por las Naciones Unidas.  
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“El tren de alta velocidad de la mitigación debe salir de la estación pronto y toda la comunidad global 
debe estar en él. Este es el mensaje”. Resumió en rueda de prensa el Presidente del IPCC, Rajendra 
Kumar Pachauri.  El documento, junto a dos anteriores presentados recientemente por el IPCC, 
pretende sentar las bases científicas frente a la negociación tendiente a forjar un acuerdo para 
2015, que sustituya al Protocolo de Kioto.  
 
El informe presentado el domingo 13 de abril, un resumen de 33 páginas, subraya que, “sólo un 
gran cambio institucional y tecnológico proporcionará una buena oportunidad de que el 
calentamiento global no supere los dos grados centígrados”, un límite sugerido por los expertos, 
a partir del cual las consecuencias serían muy graves e irreversibles.  
 
Pese al enorme reto que esto supone en palabras de Ottmar Edenhofer, uno de los tres 
copresidentes del denominado grupo de trabajo sobre mitigación, queda especio para una 
“modesta esperanza”, porque la transformación necesaria es posible, como apunta el informe, 
“usando un amplio abanico de medidas tecnológicas y cambios de conducta”. Sobre todo estos 
cambios de conducta.  
 
Y continua Edenhofer, “Limitar el aumento de las temperaturas globales a los dos grados, implica, 
según el texto, bajar las emisiones de los gases que provocan el efecto invernadero entre un 40% y un 
70% en comparación con 2010 para mediados del siglo y casi cero a finales del mismo.”  
 
Para llevar a cabo esta tarea de mitigación hay “muchos caminos diferentes” a nivel 
tecnológico”, enfatizó Edenhofer, quien indicó que cualquier retraso de su puesta en marcha 
implicará un mayor valor y el empleo de técnicas más peligrosas. Estas medidas van desde la 
reducción de emisiones ligadas a la producción y el consumo energético en todas las actividades 
humanas (industria, transporte, agricultura, vivienda…),  a frenar la deforestación y fomentar la 
reforestación, pasando por un cambio de las pautas individuales de conducta.  
 
Por su parte Youba Sokona, copresidente del grupo, destacó que “la tarea central en la mitigación 
ambiental es desvincular las emisiones de los gases que provocan el efecto invernadero del crecimiento 
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económico y demográfico”.  En otras palabras, adoptar una política de salvamento de la vida 
en el planeta, en lugar de privilegiar el lucro del capital. 
 
Las declaraciones últimas que acabo de transcribir son los suficientemente claras, y son dichas 
por científicos de reconocida talla mundial, que no vemos otra salida que adoptar las 
recomendaciones de IPCC. Si los gobiernos y las grandes corporaciones transnacionales 
(fábricas de aviones, navíos, armas, empresas petroleras, de producción de vehículos, etc.), no 
abren sus oídos a estos desesperados y técnicos requerimientos que la comunidad internacional 
está pidiendo, pueden llegar el día en que los anuncios apocalípticos se cumplan.  
 
1.15. POBREZA SOCIAL Y DEGENERACIÓN AMBIENTAL 
 
Comienzo por recordar esa fatídica ecuación sociológica de que se repite el círculo vicioso en el 
la pobreza crea problemas ambientales, y los problemas ambientales incrementan la pobreza. 
Por supuesto que la pobreza tiene otras constantes, como la inequidad en el reparto de la 
riqueza, junto con la concentración del capital en pocas grandes empresas, en definitiva, se 
origina en la injusta e inhumana estructura social. Pero si a este mal de la sociedad humana se 
une la degradación ambiental, el cuadro es aterrador. 
 
No hace falta ahondar en la realidad de la pobreza. Hay países (en África y en Asia, sobre todo) 
donde millones de personas se mueren de hambre. Mirar por televisión los cuadros de niños 
desnutridos, con sus grandes desesperados ojitos y sus extremidades solo hueso y piel, 
ciertamente  conmueven y avergüenzan.  
 
La inequidad en el acceso a recursos y la injusta distribución de los recursos, es una de las 
características estructurales más sobresalientes de nuestras sociedades.  Mientras, aparentemente 
existe un acuerdo generalizado de poner en práctica ciertos valores absolutos, como el de que 
todo ser humano tiene derecho a satisfacer sus necesidades básicas de alimentación, vivienda, 
salud, educación, libertad, autodeterminación, existe por otra parte una gran discrepancia de 
criterios ideológicos respecto de cuáles son los niveles de bienestar deseables en el contexto de 
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un mundo con recursos finitos. Y volvemos, entonces, al debate sobre la distribución de los 
recursos entre individuos y sociedades, entre naciones y aún entre continentes.  
 
En los últimos tiempos el planeta enfrenta catástrofes naturales como terremotos, inundaciones, 
tsunamis que, por ironías del destino, afectan más intensamente a los países pobres. 
Paradójicamente estos países son inundados por la marea del mercado mundial y yacen 
agónicos por el mal impagable de la deuda externa. Espíritu de chulqueros, la banca y las 
financieras internacionales dibujaron el oasis de préstamos fáciles y, de la década de los ochenta 
para delante, los préstamos inundaron a los países del tercer mundo. Pronto se vieron las 
intenciones hegemónicas y explotadoras de los prestamistas. A través de organismos 
internacionales como el Fondo Monetario Internacional, el Banco Mundial, el Club de París 
hundieron a los países de bajas condiciones,  impuestas a través de las tristemente célebres 
“recetas fondomonetaristas”. A través de estas recetas, los gobiernos fueron obligados a aplicar 
medidas económicas a sus pueblos para que el dinero para pagar las deudas salga del bolsillo de 
los menos favorecidos por este endeudamiento. Devaluaciones, subida de precios de productos 
de primera necesidad, de combustibles, incremento de impuestos, todo esto se imponía a los 
pueblos cada vez que los gobiernos debían someterse a las llamadas “renegociaciones de la 
deuda”.  
 
La crisis financiera acentúa la presión sobre los recursos naturales del Sur incentivando el 
deterioro ambiental. Además los procesos de destrucción ambiental generados durante los años 
anteriores al auge económico, a consecuencia de las políticas agrarias e industriales aplicadas en 
un contexto de dependencia  científica y tecnológica, ahora son más drásticos. Esta crisis 
ambiental ocasionada por la lógica productiva y extractiva antinaturales y de corto plazo 
vinculada a los patrones de consumo de recursos y energía de los sectores opulentos de la 
sociedad mundial, se manifiesta en nuevos y crecientes problemas ambientales locales y 
globales.  
 
Debe tenerse en cuenta que mediante la articulación subordinada de las economías de los países 
subdesarrollados al orden económico mundial y la incorporación de modelos tecnológicos 
inapropiados, se agudiza el proceso de deterioro ambiental y degradación de la base misma de 
los recursos naturales. La destrucción de la naturaleza ha afectado a las condiciones de 
producción y subsistencia de los países pobres,  induciendo a que la población marginada de la 
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economía formal a adoptar difíciles estrategias de sobrevivencia, lo cual genera como efecto, y 
no como primera causa, el incremento de la pobreza.  
 
Entente que los países del Norte tiene como asuntos prioritarios ambientales la lluvia ácida, el 
efecto invernadero, disminución de la capa de ozono; para el Sur los procesos de degradación 
ambiental generados por la deforestación, desertificación, erosión, etc., están asociados a la 
pérdida de recursos, falta de empleos productivos y pauperización de las mayorías.  
 
Los pobres de los países del Sur y los pueblos indígenas son los más directamente afectados por 
dichos problemas, lo que les ha motivado a reivindicar sus derechos a la tierra, la salud, 
educación, al respeto a su cultura y a vivir con dignidad. 
 
Las Naciones Unidas dan a conocer que la actividad humana es la causa fundamental del 
deterioro ambiental. Así, se ha constatado que cada segundo se emiten más de 200 toneladas de 
dióxido de carbono, que contribuyen al calentamiento de la Tierra; más de 2000 millones de 
personas en el mundo respiran en una atmósfera contaminada que no reúne las mínimas 
condiciones establecidas por la Organización Mundial de la Salud, OMS. Cada segundo se 
pierde alrededor de 750 toneladas de la capa superficial del suelo; cada día se destruyen 
aproximadamente 47000 hectáreas de bosques y se desertifican 346000 hectáreas de tierra.  
 
Por supuesto que estas cifras son incompletas. No hacen referencia a la peligrosa disminución 
del caudal de agua superficial, a la contaminación del líquido elemento, a los millones de seres 
humanos para quienes no existe el agua potable, ni la luz eléctrica, ni servicios sanitarios. 
Revisar los datos sobre salud humana, desnutrición, muerte por enfermedades curables, etc., 
obligan a pensar que a nuestro mundo lo hemos convertido en un infierno.  
 
Los gobiernos de los países pobres (dependientes), en su afán de reunir dinero para pagar la 
deuda externa, además de descargar sobre los pueblos gran parte del pago de esta deuda, 
proceden a explotar intensiva e inadecuadamente sus recursos naturales, consiguiendo, con esto, 
mayor contaminación ambiental. Pero el panorama se agrava, si consideramos que los recursos 
extraídos van a parar a los mercados industriales de los países ricos, que adquieren estas 
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materias primas a precios de regalo. No puede dejarse de anotar que este extractivismo 
acelerado y la venta la materia prima a los ricos, se efectiviza gracias a las recetas 
fondomonetaristas que imponen sobre estos gobiernos sus órdenes leoninas.  
 
Los ingresos de la mayoría de los países pobres dependen de la exportación de productos de la 
agricultura tropical, que son vulnerables a las fluctuaciones de precios en el mercado 
internacional y a plagas, sequías o inundaciones. La expansión de las exportaciones tiene a 
menudo un costo interno en términos de los daños ecológicos y el aumento de la pobreza. 
Escalofriante es constatar, o mejor dicho comparar que solamente el 21% de la población 
mundial habita en los países ricos; el 79% de seres olvidados habitan en los países pobres o 
emergentes. Más ignominioso es saber que en ese 21% de población del Norte, apenas el 0,01% 
vive en la opulencia. El resto es población de clase media (70%), y el resto pervive mediante la 
limosna pública; y grupos de miles de gente marginada. Algo parecido ocurre en los países 
pobres, donde la pobreza es para la mayoría de la población y un mínimo porcentaje viven la 
riqueza y el boato. 
 
Hay factores que inducen al aumento de la pobreza; pero también hay propuestas que permiten 
avizorar soluciones al problema. De los primeros, si bien es cierto incompletamente ya hemos 
tratado; de los segundos, aunque parcialmente también vamos a enfocarlos.  
 
La respuesta al desafío de la pobreza y la degradación ambiental y por consiguiente de los 
recursos pasa por proponer políticas que aumenten los ingresos de pequeños productores, 
asignando un papel preponderante al cambio tecnológico de producción. Junto a esto es 
necesario que los gobiernos de los países formen un frente común para conseguir una 
descolonización de las relaciones de intercambio comercial con el Norte.  
 
El tema de la pobreza rural en el contexto de un modelo de desarrollo sostenible es altamente 
complejo y diferenciado localmente. En estas poblaciones existen diferentes centros de 
intereses. A veces, dentro de una misma región se puede observar grupos que tienen distintos 
niveles de ingresos económicos o que prefieren el cultivo de frutas al de hortalizas; o que tiene 
agua de regadío suficiente mientras otro grupo tiene poco líquido vital. En fin, esto ha 
conducido a que se planteen, gradualmente, enfoques holísticos, como el análisis de sistemas de 
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producción, como los proyectos de desarrollo rural integrado, los análisis eco regionales, las 
propuestas para cada grupo de productores según sus particulares características, etc.  
 
Además de la necesidad de reconocer la complejidad de los problemas, ha habido un 
reconocimiento creciente del rol de la participación ciudadana en la formulación e implantación 
de procesos de desarrollo de producción sostenible. Esta necesidad de involucrar a todos los 
actores afectados en una forma u otra, ha conducido al reconocimiento de que las comunidades 
no son grupos homogéneos sino diversos y frecuentemente con intereses contrapuestos. Esto 
lleva a dar importancia a los procesos de concertación y mediación de conflictos, como 
elemento esencia del cambio social. 
 
Luego de haber realizado un desarrollo de esta problemática, se presentan las siguientes 
conclusiones:  
 
 Los países subdesarrollados son proveedores de materias primas para los mercados 
internacionales del primer mundo,  por lo que agotan sus recursos naturales sin permitir 
su regeneración, deterioran el ambiente y agudizan los problemas sociales. 
 
 La pobreza de los países subdesarrollados y los problemas ambientales son cada vez 
más graves, por lo que hay que asumir la conciencia de que la Tierra es una nave 
cósmica dentro de la cual todos estamos inmersos. La destrucción de esta nave 
planetaria será el fin de nuestra existencia como especie.  
 
 La estrategia neoliberal para la acumulación de capital ha recaído sobre los recursos 
naturales de una manera indiscriminada y violenta, lo cual ha producido el deterior 
ecológico y la agudización de la pobreza y los problemas sociales. 
 
 Es necesario y obligatorio inclinarse por una racionalidad productiva y ambiental que 
tenga el equilibrio ecológico como condición del desarrollo sustentable, que se 
fundamente en principios éticos (respeto y armonía con la naturaleza) y valores 




1.16. EFECTOS AMBIENTALES Y SOCIALES DEL CRECIMIENTO 
DEMOGRÁFICO  
 
El exceso poblacional de una especie produce un inevitable desequilibrio ecológico. Por esto 
que la naturaleza, previsiva como es,  produce las denominadas plagas que no son otra cosa que 
un efecto natural de disminución de los excesos. Pero ocurre  que, en el caso de la especie 
humana, pese a las nuevas enfermedades que han aparecido como epidemias que, en el pasado 
producían la muerte no de miles, si no de millones de personas, hoy, gracias a los avances de la 
ciencia y las tecnologías médicas, se están logrando paliar estas epidemias. Así entonces, la 
población mundial está aumentando a ritmos acelerados.  
 
Aproximadamente la población mundial para el año 2000 fue de 6500 millones de habitantes y 
las más recientes estimaciones de las Naciones Unidas indican que para el año 2025 superará los 
8500 millones. Resulta evidente que los tiempos de reproducción poblacional se van acortando 
paulatinamente. Si la estimación de la ONU es cierta, resultaría en el pequeño lapso de 25 años 
la población humana habrá aumentado en 2000 millones. Esto nos lleva a pensar que la 
explosión demográfica es impresionante, debido al incremento de la tasa de crecimiento.  
 
Las causas de este crecimiento poblacional se hallan vinculadas al mejoramiento de las 
condiciones sanitarias y alimentarias básicas, a los progresos en el campo de la medicina, sobre 
todo a los descubrimientos e inventos de los antibióticos y las vacunas, que han producido un 
aumento en las expectativas de vida, en las condiciones de reproducción y sobre todo en la 
disminución muy sensible de la tasa de mortalidad infantil. El índice de natalidad y 
supervivencia superó ampliamente el índice de mortalidad. El incremento poblacional aumentó 
paralelamente el “consumo humano” en términos energéticos, alimentario y en general, de 
productos y servicios. 
 
Hay una curiosa relación entre población y desarrollo. Las últimas estimaciones de las Naciones 
Unidas indican que, aproximadamente el 20% de la humanidad (1000 millones de personas), 
vive en condiciones de pobreza absoluta, y es este sector poblacional el que crece más 
rápidamente. En el año de 1950, en los países industrializados vivía el 34% de la población 
mundial; 25 años después, en 1975, esa cifra era del 28%; y, en año 2000, los países ricos 
alojaban un 21% de la población, en tanto que en los países pobres reside el 79%.   
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El crecimiento ilimitado de la población mundial conduce inexorablemente al deterioro del 
ambiente, que sí es limitado en tiempo y espacio, y produce, como nos muestra la realidad, 
profundas asimetrías sociales en cuanto a condiciones y calidad de vida que son, cada día más 
graves e inaceptables desde un punto de vista ético. Un rasgo significativo de este crecimiento 
está dado por el aumento desproporcionado de la población urbana que crece a un ritmo 
sostenido del 4 al 7%  anual, produciendo una expansión desordenada de las ciudades que 
alcanzan densidades críticas y en las que la presión demográfica potencia graves problemas 
sociales: marginación, alienación, incremento del delito, inseguridad, desempleo. A esto se 
añade los problemas ambientales, como la contaminación asfixiante.  
 
Sin embargo valdría la pena analizar las normativas que al respecto tiene la República Popular 
China. Recordemos que en china hay una legislación que premia con incentivos económicos a 
las parejas que no tiene más de un hijo y, por el contrario, a las parejas que tienen más de uno, 
se les castiga mediante el pago de un impuesto. Se dirá en que en China esta medida está 
justificada. Este país tiene la mayor población mundial, (más de 1000 millones de habitantes), 
razón por la que los espacios son cada vez más reducidos para tamaña población. Además los 
problemas ecológico-ambientales son de enorme gravedad si no se limita este crecimiento 
poblacional. 
 
Pero la realidad no es la misma en otros países, además de que, debido a estructuras de orden 
cultural y religiosa esos pueblos no aceptarían semejantes medidas. Sin embargo, más temprano 
que tarde, la humanidad tendrá que tomar una resolución radical; caso contrario se vendrá la 
debacle y una vez iniciada, los resultados será catastróficos.  
 
Una investigación de las Naciones Unidas manifiesta que “el crecimiento de la población ha 
alcanzado prácticamente el punto máximo de transición que llevará a una estabilización de la 
población en un futuro previsible, situándose el período de transición entre 1965 y 2050. 
Durante este período de transición de ochenta y cinco años, la población del mundo se 
multiplicará por tres y envejecerá notablemente. Este es el período más crítico por el que jamás 
ha pasado la humanidad que, a lo largo de su historia siempre ha seguido un patrón de 




La distribución de la tierra, de los alimentos, de la energía y de la riqueza en el mundo muestra 
que el sistema demográfico mundial está muy lejos del equilibrio. Lograrlo es la meta urgente 
del presente siglo. 
 
Vale la pena, para terminar este titular, hacer esta reflexión, no con el ánimo de producir 
alarmas innecesarias, sino como una manera de no escamotear a la realidad.   
 
 La pobreza no queda limitada a los países más pobres. Hay más de 1000 millones de 
personas que siguen privadas de satisfacer sus necesidades básicas de consumo. Pero es 
en los países pobres donde el panorama es aterrador. De los 4800 millones que viven en 
estos últimos países, casi las tres quintas partes carecen de servicios básicos de 
saneamiento; casi un tercio carece de acceso al agua potable; un cuarto no tiene 
viviendas adecuadas, un quinto carece de  acceso a servicios modernos de salud; Un 
quinto de los niños no llegan hasta el quinto grado y tampoco dispone de suficientes 
aportes energéticos y proteínicos en sus dietas.  
 
Este cuadro sintéticamente expuesto proviene de una fuente muy creíble y nada cuestionable: la 
Organización mundial de las Naciones Unidas. Pero hay otra fuente, ya no estadística, sino 
humana, social y ambiental. Para que haya tantos millones de pobres y desposeídos en el 
mundo, ha sido necesario que haya también un poderoso grupo hegemónico de países y de 
corporaciones transnacionales que acaparan la riqueza, como expreso el Sacerdote Jesuita 
Alberto Barrera García, (Barrera, 1996) 
 
Pero además, como producto de esta asimetría del poder económico, político y financiero, se 
agudizan las contradicciones sociales y se profundizan los atentados contra la naturaleza, 
recreándose ese innegable círculo vicioso de más pobreza; más crecimiento poblacional y 





1.17. ZONAS ECUATORIANAS DE MAYOR RIESGO AMBIENTAL 
 
Antes de fijar las zonas de mayor riesgo de deterioro ambiental en el Ecuador, quiero dejar 
sentadas, aunque algunas tengan carácter reiterativo, las siguientes reflexiones:  
 
 La pobreza, ya se afirmó, produce los mayores efectos de deterioro ambiental. Vaya 
usted por los Guasmos del Puerto Principal y allí encontrará, barrios enteros en los que 
las condiciones de salubridad son exageradamente inhumanas. Las aguas servidas de las 
cañerías se derraman libremente en las callecitas de tierra. La mayoría de estas aguas se 
desfogan en los ríos y los esteros. Esto produce contaminación ambiental y conspira 
contra la salubridad no solo de los habitantes de estos lugares, sino al resto de la 
población del puerto. Esta misma pobreza se hace presente en otras ciudades y en los 
páramos andinos entre la población indígena. En esta última, frente a la cada vez menor 
disponibilidad de tierras labrantías aptas para los cultivos, los indígenas se ven 
obligados a invadir territorios de páramos, que los utilizan preferentemente para 
pastoreo de su ganado  y también para cultivos propios de la zona paramera. Con esta 
práctica, se atenta contra los llamados humedales andinos, los que ejercen la función 
natural de guardar, a manera de esponjas naturales, el agua lluvia que, desde esas alturas 
bajan en pequeños torrentes a desembocar en los ríos y en muchos casos es utilizada 
como agua de regadío.  
 
 La deforestación y la erosión son otros elementos causados, en varios casos por la 
pobreza de las poblaciones. Por ganarle terrenos a las montañas, han ido 
deforestándolas paulatina y sostenidamente. Una gran cantidad de territorios 
montañosos se los ve pelados de vegetación. Se produce, entonces, la acción erosiva de 
los vientos y del agua. Es triste y desolador mirar nuestros serlos surcados por 
quebradas que parecen tremendas cuchilladas que han abierto profundas heridas en 
nuestros paisajes. Por supuesto que otros actores de esta deforestación; son los 
mercaderes de las maderas nativas (cedro, aliso, platuquiro, canelo, etc.), que auspician 
la tala de los bosques.  
 
 La pérdida de la biodiversidad y de los recursos genéticos es otro de los azotes que caen 
permanentemente sobre nuestra nación. Como ningún hecho está apartado de los otros 
aconteceres, con la tala deforestadora de nuestros bosque naturales, se atenta contra la 
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existencia de nuestra biodiversidad. Plantas, aves y animales selváticos van 
desapareciendo por la pérdida de su habitad natural. Hay, en la actualidad más de un 
centenar de especies animales en peligro de extinción. Es dable recalcar que esta 
pérdida de la biodiversidad es una verdadera tragedia. La pérdida de una especie 
produce el efecto dominó, por el cual otras especies tienden a desaparecer.  
 
 La explotación de los recursos naturales ha sido irracional, desordenada y anti técnica, 
en la mayoría de los casos. Recordemos la explotación minera en Zaruma o en la 
cordillera del Cóndor, donde inclusive se produjeron derrumbes monstruosos que costó 
la vida de muchos trabajadores mineros. Los mineros artesanales que trabajan en los 
ríos, lo hacen utilizando mercurio que arrojan en las aguas de esos ríos, con lo que 
producen un envenenamiento de las aguas, creando peligro para salud de poblaciones 
ubicadas aguas debajo de los lugares de explotación aurífera.  
 
 Es perfectamente comprobable la creciente contaminación del agua, el suelo y el aire. 
Hasta hace pocos años atrás, las ciudades ecuatorianas descargaban en sus ríos las aguas 
servidas, sin ningún tratamiento. Es verdad que desde hace pocos años los municipios 
han comenzado a construir plantas de tratamiento de aguas residuales  o piscinas de 
oxidación. Esta tecnología permite purificar esas aguas y depositarlas en las cuencas 
hidrográficas respectivas. Pero, desgraciadamente son pocos los municipios que ya han 
culminado estos trabajos. La mayoría no lo han hecho. Referente a la contaminación del 
aire es notorio en las ciudades más pobladas del país, que el cada vez más creciente 
parque automotor satura el ambiente de emisiones de CO2  de los vehículos tanto de 
transportación pública como de la privada. En ocasiones aisladas, algunos municipios 
ordenaron realizar mediciones del humo contaminante de los automotores; pero no han 
pasado de las mediciones. Falta voluntad de las autoridades para poner solución a esta 
contaminación. 
 
 Las ciudades producen desechos, o más conocidos como basura. Dentro de ésta hay 
toda clase de elementos; desde cartones y papeles, restos de comidas, hasta materiales 
tóxicos y peligrosos. Antes (y todavía hoy en ciertos cantones), la basura producida por 
la ciudad se arrojaba en algún lugar supuestamente despoblado o en barrancos y 
quebradas. Con esto se producía lugares de infección y contaminación. En estos 
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enormes depósitos de basura, era y es posible mirar decenas de “minadores”, hombres, 
mujeres y hasta niños, retirando elementos reciclables para venderlos y así ganar algún 
dinero que les permita subsistir. En este sentido las autoridades de los gobiernos 
descentralizados locales o municipios ya han comenzado a desarrollar programas de 
construcción de rellenos sanitarios, depósitos de basura técnicamente construidos.  
 
 Lo mencionado arriba, se complementa con el deterioro de las condiciones ambientales 
urbanas. Esto obedece a una verdadera incultura higiénica de los ciudadanos y 
ciudadanas. En algunas ciudades se está logrando, poco apoco, resolver este problema 
mediante la colocación de los llamados eco tachos.  
 
 Los grandes problemas de salud nacional por mal nutrición y contaminación. Es 
satisfactorio constatar que este campo el Estado está haciendo esfuerzos por mejorar. Se 
construyen nuevos hospitales y se repotencian los existentes. Se está avanzando en la 
universalización de los servicios de salud. Se está brindando gratuidad en el servicio 
hospitalario y  centros de salud. Pero hay ciertas deficiencias que es menester 
corregirlas. En lo atinente a la mal nutrición, se está aplicando un programa de colación 
estudiantil, fundamentalmente en las llamadas zonas marginales del campo y la ciudad. 
Pero, insisto, todavía hay mucho por hacer y se requiere del concurso de los poderes del 
Estado y de la ciudadanía.  
 
 El fenómeno de las sequías afecta a provincias enteras del Ecuador. En la provincia de 
Manabí, por ejemplo, hay temporadas de sequía que, prácticamente asola grandes 
zonas. Hubo, hace algunos años atrás, un fenómeno similar pero sostenido en las 
provincias australes, lo que propició la migración de centenares de lojanos, hacia el 
nororiente, lo que dio origen a la ciudad de Nueva Loja. De igual forma es de reconocer 
los esfuerzos estatales, en los últimos años. Obras de embalses como el de Poza Honda, 
posibilitarán el control de inundaciones y el reservorio de aguas de épocas lluviosas 
para ser utilizadas en épocas de sequía.  
 
 Las cuencas hidrográficas en el Ecuador se van deteriorando. Esto se ha debido al mal 
manejo de las mismas. No se trata únicamente del problema de contaminación de los 
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ríos por contaminación de desechos de las ciudades; se trata de la constante disminución 
del caudal de nuestros ríos. Esta situación obedece básicamente a la despoblación 
forestal, a la destrucción de los humedales parameros y a la anti técnica utilización de 
las aguas para el regadío. Es menester aplicar una política nacional de manejo eficiente 
altamente técnico de nuestras cuencas hidrográficas. Si todos coinciden en que “el agua 
es vida”, lo menos que debemos hacer es conservarla y cuidarla.  
 
 Innegablemente vivimos en una región de altos riesgos naturales. El Ecuador está 
ubicado en el llamado “Cinturón de fuego del Pacífico”. Los fenómenos conocidos con 
del “Niño” y de la “Niña”, que cíclicamente azotan a nuestro litoral, so, en ocasiones 
altamente letales. Por supuesto que contra la furia poderosa de la naturaleza, poco se 
puede hacer; pero se debe tener planes de contingencia con los cuales se pueda hacer 
frente y paliar en algo las consecuencias de estos fenómenos. Los terremotos y la 
actividad volcánica son otros fenómenos que deben merecer nuestra atención. Pero 
sobre todo hay que tener mirada atenta a emergencias como los incendios forestales que 
en nuestro país ya se han dado, pero felizmente sin la horrible contundencia de 
incendios forestales en Estados Unidos o en Chile.   
 
 
Pienso que es necesario señalar las áreas geográficas más afectadas por esta clase de fenómenos 
arriba señalados:  
 
 Los bosques del noroccidente del país, en la Provincia de Esmeraldas, prolongación del 
bosque del Chocó. Este bosque esmeraldeño, además de los peligros destructivos de 
fenómenos naturales, sufre el de la tala ilegal que amenaza con quitarle a esta provincia 
el hermoso calificativo de “Provincia Verde” que con tanto orgullo ostenta.  
 
 Los ecosistemas de manglares en la Costa ecuatoriana. Durante un largo período de 
tiempo los manglares de nuestra costa han sido víctimas del destrozo que han 
propiciado empresarios ambiciosos. Las camaroneras despoblaron de manglares 
grandes zonas de la costa. Debemos recordar que hubo un tiempo en que altas 
autoridades de gobiernos sin sentido de patria, eran empresarios camaroneros. En una 
oportunidad en que alguien planteó dictar medidas de protección ambiental de los 
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manglares, levantaron sus airadas voces argumentando que es estaba atentando contra la 
libertad de empresa y que se quería terminar con una importante fuente de la economía 
nacional.  
 
 Los bosque de las estribaciones interiores y exteriores de los Andes, desde tiempos 
inmemoriales han sido no solamente afectados sino materialmente asaltados por la 
codicia de quienes solo piensan en sus bolsillos.  
 
 La selva amazónica, una perla invalorable que debemos cuidarla y guardarla, está 
siendo afectada. Hasta 1970, aproximadamente, nuestra selva era una virgen intocada. 
Ahora está siendo violada en forma permanente. Apareció el petróleo y se inició su 
explotación, y fue el pretexto para iniciar un proceso que amenaza convertirse en el 
“principio del fin” de tan apreciado tesoro natural.  
 
 
 La región del Archipiélago de Galápagos o Provincia Insular. Por el valor científico, 
ecológico y turístico, Galápagos es un recurso universal, lo que supone que no debe ser 
solamente el Estado Ecuatoriano el llamado a responder por la preservación ambiental 
de este entorno, sino también la comunidad internacional. La declaración de patrimonio 
natural y científico hecho por la UNESCO, no basta. Los países desarrollados y la 
comunidad internacional toda, deben aportar científica, técnica y financieramente para 
preservar este tesoro ecológico irrepetible. En orden a preservarlo, es menester tomar 
medidas restrictivas del flujo de turistas. Hay que evitar la introducción de especies 
animales ajenas al entorno que podrían en peligro la fauna propia de las islas.  
 
 El Gofo de Guayaquil es otro de los lugres afectados por la contaminación. Junto con la 
sedimentación del lecho del río (que periódicamente debe ser sometido a dragados), las 
aguas del gran río bajan, desde sus afluentes, con alto  grado de contaminación. Los 
barcos que surcan hasta el puerto, son otro elemento de contaminación.  
 
 Las ciudades de Guayaquil, Esmeraldas, Quevedo, Babahoyo, Machala, Portoviejo, en 
la Costa, y Quito, Cuenca, Ambato, Baños de Tungurahua, son, entre otras, áreas 
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geográficas de alto riesgo, ya sea porque se asientan en zonas de alto riesgo sísmico y 
volcánico, ya porque soportan los embates de inviernos destructivos.  
 
 Las zonas agrícolas son otras áreas que merecen atención del sector público y del 
privado. Las tierras cultivables están en proceso de agotamiento por la práctica de 
cultivos intensivos y sin ningún sustento técnico. También es notorio el aumento de 
áreas de terrenos afectados por la erosión.  
 
Se podría continuar mencionando e identificando más áreas geográficas afectadas, ya 
sea por fenómenos naturales, ya sobre todo, por las acciones desaprensivas de los 
humanos. En todo caso lo que se ha querido es destacar las debilidades y falencias, 
sobre todo administrativas y empresariales que no le hacen ningún favor al principio de 
preservación del ecosistema y de respeto al mandato constitucional que reconoce y 

















2.1 Evolución constitucional de los derechos de la naturaleza 
 
De la investigación jurídica realizada, hemos podido establecer que, en la Constitución del 
Ecuador (Asamblea Nacional Constituyente, 1945) en su artículo 145, sección “Educación y 
Cultura”, el legislador de la época, incorporó en dicha Carta Magna, el Derecho de Protección a 
“Los lugares Notables por su Belleza Natural, y la Flora y la Fauna peculiares del país”. 
 
Posteriormente, en la Constitución codificada de 1984, que tiene su origen en la (Constitución 
Política del Ecuador, 1978), varias veces reformada, el legislativo tuvo a bien tomar en cuenta la 
protección al Ambiente Sano, como Derecho Fundamental, en su artículo 19, numeral 2, 
introduciendo lo siguiente: “El derecho a vivir en un ambiente libre de contaminación, y la 
obligación del Estado, a tutelar la preservación de la naturaleza”.  
 
Más tarde, en la Constitución Política del Estado de 1998 (Constitución Política del Ecudor, 
1998), la Legislatura, atendiendo a ciertas directrices que surgieron con el aparecimiento del 
Derecho Internacional Ambiental, y de ciertos parámetros jurídicos y socioeconómicos 
globales, tales como: Protocolos, Convenios, Acuerdos, Tratados, Convenciones, Declaraciones 
y Conferencias sobre Ecología, Medioambiente y Calentamiento Global, especialmente, a partir 
de 1972, con la Declaración de Estocolmo, en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el 
Medio Humano, tuvo el acierto de incluir en dicha Carta Magna, varios artículos dirigidos a 
proteger el Medio Ambiente dentro del territorio ecuatoriano, Art. 3 N
o
 3; 23, 86, 87, 88, 89, 90, 
91, 97 N
o
 16, y 239. 
 
Finalmente, en el primer período presidencial del Economista Rafael Correa Delgado, y 
contando con una mayoría legislativa absoluta, luego de algunos meses de trabajo y discusiones 
permanentes con varios sectores de la sociedad ecuatoriana, en Ciudad Alfaro, Montecristi, 
provincia de Manabí, siendo Presidente de la Asamblea Nacional Constituyente, el Arquitecto 
Fernando Cordero Cueva, el 25 de julio del 2008, se terminó de elaborar la actual (Asamblea 
Constituyente, 2008), la misma que fue puesta en consideración del pueblo soberano, que la 
aprobó mediante Referéndum del domingo 28 de septiembre del mismo año, y que entró en 
vigencia mediante publicación en el Registro Oficial No. 449 del 20 de octubre del 2008, siendo 
considerada en el contexto internacional de las naciones, como la primera Constitución en el 
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mundo, en reconocer los Derechos de la Naturaleza, cuyas singularidades las abordaremos más 
adelante. 
 
2.2 Los Derechos de la Naturaeza a partir de la Constitución del 2008 
 
Sin lugar a dudas, la sociedad ecuatoriana y el continente americano recibió con agrado la 
publicación y vigencia desde el 20 de Octubre del 2008, que el Ecuador tuviera una Constitución 
ambientalista y conservacionista, dando muestra al mundo entero que no solo en las grandes 
cumbres mundiales se pueden tomar decisiones altamente beneficiosas para la salud y existencia 
de la vida en el planeta. 
 
La intención del legislador ecuatoriano reunido en la Constituyente de Montecristi en el 2008, 
fue la de otorgarle derechos no sólo legales sino constitucionales a la naturaleza o Pachamama, 
tendiente a respetar y cuidar la vigencia de sus ciclos vitales. 
 
No cabe duda que esta institución de derechos constitucionales a favor de la naturaleza, está bien 
concebida, pero ese mismo legislador olvidó que este tipo de normativa son eminentemente 
primarias y que a la par de la vigencia de esta Constitución debían derogarse normas secundarias 
caducas y obsoletas, y en su reemplazo, debían concebirse y aprobarse normas que se articularen 
de la mejor manera para la plena vigencia de las normas constitucionales. 
 
Luego de más de 5 años de la vigencia de esta Constitución, hemos podido observar y detectar 
que no se han respetado en su totalidad los derechos de la naturaleza consagrados en la misma, 
por falta de una normativa secundaria eficiente y actual. 
 
A manera de antesala, creemos necesario tener como elemento histórico válido, una parte del 
Comunicado Oficial  (Fundación Pachamama, 2008), nos da a conocer:  
 
 (…) En este momento histórico para el Ecuador vale la pena hace un pequeño resumen 
de cómo se logró el reconocimiento de los derechos de la Naturaleza en la Nueva 
Constitución Ecuatoriana. La propuesta de reconocer a la naturaleza como sujeto de 
derecho no es nueva, muchos académicos ambientalistas como Goodofredo Stuntzi, 
estudiantes, entre otros habían planteado antes esta idea, sin embargo, el mundo no 
experimentaba tan de cerca los efectos del cambio climático, y por lo tanto sus 
propuestas no recibieron una acogida tan amplia como lo hizo ahora la ANC (Asamblea 
Nacional Constituyente). Sin embargo, sin hacerlo formalmente, los pueblos indígenas, 
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especialmente quienes habitan en el Ecuador y con quienes tenemos una relación muy 
cercana, plantean como una forma cultural de vida, la protección del bosque, del agua, la 
defensa y respeto de la naturaleza como alguien y no como un recurso, un algo a ser 
explotado y destruido como lo ha hecho la sociedad occidental con la naturaleza. Por lo 
tanto, considerando que esta nueva Constitución planteaba un cambio profundo para el 
país, un cambio de modelo de desarrollo ya no basado en la explotación indiscriminada 
de los recursos naturales sino en una relación armónica con la naturaleza, un desarrollo 
basado en el buen vivir, basado en mejoras cualitativas y no cuantitativas, la idea de 
reconocer derechos a la  naturaleza cabía perfectamente entre la propuestas. Además, 
Ecuador es uno de los países más biodiversos del mundo, sus ecosistemas únicos como 
sus páramos, selva amazónica, ecosistemas marinos, archipiélago de Galápagos, entre 
otros, hacen del Ecuador un país clave para empezar un proceso serio de protección del 
ambiente, tomando en cuenta además que somos como país, muy vulnerables al cambio 
climático. La naturaleza ecuatoriana ha sufrido mucho por la degradación ambiental, 
consecuencia de la explotación de recursos naturales, especialmente del petróleo, es por 
eso que como país nos destacamos por liderar el juicio ambiental más importante contra 
una gran corporación, el caso Texaco. Es por todas esas razones y por la voluntad de 
democratizar esta Constitución incluyendo valores de la cosmovisión indígena, que se 
pensó inicialmente en el reconocimiento de los derechos de la naturaleza. 
 
 
(Fundación Pachamama, 2008) hace mención que: 
 
El reconocimiento de la naturaleza como sujeto de derechos no fue fácil. Existen muchos 
intereses corporativos e inclusive dogmas jurídicos que no aceptan esta gran evolución del 
derecho. Requirió de mucho cabildeo, negociación, investigaciones, convencimiento, 
presentación de datos y apoyo político de sectores movilizados de la sociedad civil, reflejados en 
los asambleístas más comprometidos con el tema para lograr introducirlo como tema clave en el 
debate de la ANC. En un principio se realizaron borradores al texto de los derechos de la 
naturaleza en la mesa 5, después se llevó este texto a la mesa 1 de derechos, y en ambas mesas se 
levantó un controversial debate respecto a este tema. Finalmente llegó el tema al pleno de la 
Asamblea Constituyente y el día 10 de abril se aprobó con 91 de los 130 votos el artículo 10 que 
reconoce a la naturaleza como sujeto de derechos. Este tema surgió varias veces en el debate en 
el pleno. 
 
(…) Las leyes que reconocen los derechos de la naturaleza empiezan con una premisa diferente: 
que los ecosistemas y comunidades naturales tienen el derecho a existir y florecer; y que la 
gente, las comunidades y los gobiernos tienen la autoridad de defender esos derechos en 




Las actuales estructuras reglamentarias sobre el ambiente se ocupan principalmente de 
“permitir” que ocurran ciertos daños, actúan más para legalizar las actividades de las 
corporaciones y de otros negocios en lugar de proteger nuestras comunidades naturales y 
humanas. Las leyes que reconocen los derechos de la naturaleza dan poder a las comunidades 
para rechazar las acciones gubernamentales que permiten que ocurra el desarrollo indeseado y 
dañino, a través de posibilitar a las comunidades la reivindicación de los derechos de esos 
ecosistemas que, en caso contrario serían destruidos. A pesar de que desde décadas atrás las 
personas han estado hablando del “desarrollo sostenible”, se ha hecho muy poco para cambiar la 
estructura de la ley para conseguir realmente ese objetivo.  
 
Las leyes que reconocen los derechos de la naturaleza finalmente codifican el concepto de 
desarrollo sostenible, desestimando aquellas actividades que podrían interferir con el 
funcionamiento de esos sistemas naturales que dan sustento a la vida humana y natural. 
 
Según (Alianza Global por los Derechos de la Naturaleza): 
 
Cuando diferentes Derechos Humanos entran en conflicto, con los Derechos de la Naturaleza, 
una Corte sopesa los daños a los intereses, y luego decide como equilibrarlos. Dado que los 
ecosistemas y la naturaleza proporcionan un sistema de sustento a la vida de los seres humanos, 
sus intereses deben, a veces, superponerse a otros derechos e intereses. En caso contrario, 
nosotros no tendríamos un planeta para habitar y que diese continuidad a nuestra existencia. Por 
supuesto que los seres humanos también son parte integral de la naturaleza, lo que significa que 
las necesidades humanas también deben ser consideradas cuando los derechos e intereses de los 
ecosistemas entran en conflicto con los intereses de los seres humanos. 
 
2.3 La Naturaleza como sujeto de derechos 
 
Para entrar de lleno al tratamiento del tema sobre la “Naturaleza como Sujeto de Derechos”, 
hemos creído necesario, por lo orientador que resulta, transcribir una parte del prólogo de la 
obra “La Naturaleza con Derechos, de la filosofía a la política” (Acosta & Martínez, 2011, pág. 
9) estudio compilatorio de los investigadores Alberto Acosta y Esperanza Martínez, quienes 
expresan: “La sola enunciación de la posibilidad de derechos de la Naturaleza ha detonado un 
proceso de discusiones, reflexiones e intentos de pensar las relaciones del ser humano con la 
Naturaleza. Varios de esos elementos y reflexiones están contenidos en esta publicación. 
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El artículo de Eugenio Raúl Zaffaroni presenta un amplio recorrido de los debates históricos que 
se han dado sobre lo humano y entorno en tanto problemas filosóficos, éticos y jurídicos. Él 
analiza el origen de las reflexiones sobre la Naturaleza desde las discusiones y formas de 
procesar de los derechos de los animales. Para él, la incorporación de la Naturaleza al derecho 
constitucional en carácter de sujeto de derecho abre un nuevo capítulo en la historia del derecho. 
 
Los principios propios de la racionalidad andina -de la que se nutre la Constitución ecuatoriana, 
según plantea Ramiro Ávila en su artículo- abren horizontes para superar el principio de 
causalidad, propio del pensamiento occidental y enriquecen no sólo el debate sobre los 
Derechos de la Naturaleza, sino también a toda la teoría del derecho. 
 
El principio de la relacionalidad sostiene que no puede haber ningún "ente" aislado (los seres 
humanos, la Naturaleza o los seres divinos). El principio de correspondencia dice que hay una 
relación entre los distintos campos de la realidad: lo simbólico, lo cualitativo, lo celebrativo, lo 
ritual y lo afectivo. El principio de complementariedad señala que todo ente o acción coexiste 
con su complemento específico y no puede existir de manera individual. El principio de 
reciprocidad dice que a cada acto corresponde otro acto recíproco o en respuesta, como una 
contribución complementaria. 
 
Los Derechos de la Naturaleza suponen una ruptura frente a posturas de tinte conservacionista y 
con relación a otras visiones que miran a la Naturaleza simplemente como objeto de 
contemplación y deleite humano. Los Derechos de la Naturaleza señalan que hay un valor 
intrínseco que va más allá de la utilidad para los seres humanos o del valor que el ser humano le 
otorgue, según lo expone en su artículo Eduardo Gudynas. 
 
Hay elementos desarrollados en el marco de los derechos humanos y de los derechos 
ambientales que se constituyen en fuentes de los Derechos de la Naturaleza y permiten unas 
veces problematizar estos derechos y otras recuperar formas de aplicación de los mismos. El 
artículo de Diana Murcia (Murcia, 2012) es un aporte muy importante en materia de desarrollo 
de estos derechos en el terreno del derecho mismo, pues expone las obligaciones de respeto, 




El principio de interpretación evolutiva de los derechos y el reconocimiento de la 
interdependencia e indivisibilidad de los derechos, desarrollados por la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos (CIDH) es ya una fuente importante para entender la interdependencia entre 
derechos, pero también la interdependencia entre sujetos de derechos. 
 
Finalmente, no es posible hablar de las fuentes constitutivas de los Derechos de la Naturaleza, 
sin reflexionar su contexto. El reconocimiento de estos derechos responde a procesos históricos 
y a momentos políticos. El artículo de Alberto Acosta contextualiza esta conquista en el marco 
constitucional ecuatoriano desarrollado en momentos en que se cuestiona el papel del Ecuador y 
de América Latina de haber sido grandes exportadores de Naturaleza. 
 
Desde esa perspectiva se entiende por qué estos derechos fueron asumidos en la Constitución de 
2008 en Ecuador. Aquí el problema del ambiente es determinante, por ser grave pero sobre todo 
porque en este país el tema ambiental es socialmente reconocido pues tras la mayoría de 
conflictos sociales, enfermedades, violencia o empobrecimiento, está un problema de abuso y 
destrucción de la Naturaleza. La preocupación por la Naturaleza y los impactos al entorno han 
estado presentes a lo largo de la historia de los movimientos sociales, particularmente en el 
movimiento indígena. 
 
(…) Ni estos derechos, ni nada surge de la nada; los Derechos de la Naturaleza tienen historia. 
El antecedente al reconocimiento de la Naturaleza con derechos está en las luchas en torno al 
territorio, al agua, a la soberanía alimentaria. Igualmente en las luchas contra el activismo o 
contra los megaproyectos, o en aquellas denuncias contra la manipulación de la vida, ya sea 
por identificar vulnerabilidades o efectos masivos a los ecosistemas, o por describir efectos 
masivos, transfronterizos o transgeneracionales. 
 
Cada una de esas luchas se sostuvo con estrategias que combinaron lo teórico con lo práctico, la 
resistencia con las acciones legales, la presión nacional con la internacional y que fueron 





El artículo 71 de la Constitución (Asamblea Constituyente, 2008), nos invita a reconceptualizar 
a la Naturaleza, la Pachamama, y a reflexionar qué implica respetar integralmente su existencia, 
por su valor intrínseco. Una Pachamama que desde la visión indígena incorpora la Naturaleza, 
la sociedad, los seres espirituales, conforme a la racionalidad indígena recogida por Ávila y en 
donde la Pachamama resulta una suerte de arquetipo universal, según Zaffaroni. 
 
El reconocimiento de estos derechos alienta incluso repensar algunos de los paradigmas de las 
ciencias biológicas que se han movido entre la idea de que los organismos se adaptan a su 
medio ambiente por medio de la competencia y la selección natural de Charles Darwin, y la que 
propone que es la capacidad de adaptar el medio ambiente para sí misma, de James Lovelock, 
con la teoría de Gaia. Ambas teorías deberán incorporar el papel arrasador del mercado y el 
capitalismo. Tendrán que confrontarse con otras visiones de la biología que se sustentan en la 
idea de la cooperación y con la de la responsabilidad individual y colectiva en el marco de 
sociedades desiguales. 
 
En la nueva visión de la biología, todos los organismos vivos, incluyendo a los seres humanos, 
son realmente comunidades organizadas de bacterias y virus asociados que se han convertido en 
endógenos y que interactúan en complejas relaciones colaborando para mantener el equilibrio 
con el exterior. 
 
La visión de una Naturaleza hostil, patentada en el pensamiento occidental, en donde sobrevive 
solo el más fuerte, está siendo superado; las nuevas tendencias de la biología proponen repensar 
las teorías darwinistas de la competencia, como forma natural, para retomar y desarrollar 
aquellas que reconocen la cooperación de la Naturaleza y procuran entender la naturaleza de esa 
cooperación. 
 
Muchos de esos conocimientos están en los pueblos ancestrales, que mantienen vínculos con la 
Naturaleza. Los componentes prácticos de esos conocimientos ancestrales han mostrado una 
gran eficiencia para una forma en equilibrio con la Naturaleza. Unos conocimientos que no se 
basan, como en nuestra cultura, en "descubrimientos" de sabios, de personajes providenciales, 





La idea de una Naturaleza con derechos permite un nuevo punto de partida desde la 
convergencia de las ciencias sociales con las naturales, del derecho con la biología, de la 
historia natural con la historia económica, se pueda enderezar el sentido de convivencia con la 
Naturaleza. Una convergencia de los "principios determinantes" desde las diferentes ciencias 
como pude ser el capital para las ciencias económicas, los genes para las ciencias biológicas, la 
historia social para las ciencias sociales, y todos juntos, releyéndose a la luz de otras 
cosmovisiones sobre el mundo. Por ejemplo, corresponde comprender de mejor manera las 
relaciones de interdependencia entre las especies, la influencia del ambiente sobre la evolución, 
el metabolismo de los diferentes procesos con los que interactuamos los seres vivos, la entropía. 
Estos conocimientos y leyes naturales las podemos rescatar de las ciencias naturales y exactas. 
 
El conocimiento mismo de la Naturaleza, la capacidad de comprender lo que dicen otras 
especies, de leer lo que la Naturaleza expresa con sus cambios. Esto lo podremos aprender sólo 
en un diálogo intercultural con aquellos pueblos y comunidades que mantienen vínculos 
estrechos con la Naturaleza. Pueblos diversos, que tienen conocimientos, filosofías, tecnologías 
diversas. 
 
De los procesos de luchas sociales y ambientales podremos extraer las prioridades en términos 
de aplicación de estos derechos, de tal manera que se vuelvan herramientas emancipatorias de 
las contradicciones de las sociedades y de éstas con la Naturaleza. 
 
El reciente reconocimiento de los derechos al agua y saneamiento como un Derecho Humano, 
deberá por fuerza enfrentar el hecho de que las aguas no son la fuente natural de los desechos, 
sino que deberá avanzar con propuestas de protección de todos los ecosistemas ligados con el 
agua. 
 
Los derechos deberán ponerse a prueba por lo menos en dos tipos de escenarios. Cuando ya ha 
habido daños a la Naturaleza y cuando hay nuevas amenazas. Cuando los daños ya existen, la 
reparación se convierte en una agenda central. La sentencia en el caso Chevron Texaco, que 
viene de una lucha de más de 20 años en contra de la impunidad de esta transnacional, abrió 
igualmente un camino muy importante, pues si se considera que se trata de acciones de 
reparación y que éstas incluyen la restauración de la Naturaleza, ello obligará a tomar acciones 
para recuperar los ecosistemas más allá de los perjuicios ocurridos para las poblaciones y sus 
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modos de vida. Habrá que limpiar pantanos, ríos, suelos, independientemente de que sean de 
propiedad privada o uso comunitario.” (Acosta & Martínez, 2011) 
 
Dentro de este mismo ámbito, el investigador y tratadista Eduardo Gudynas  que se refiere a los 
Derechos de la Naturaleza y las políticas ambientales en la nueva Constitución, al abordar el 
tema Derechos de la Naturaleza y biocentrismo, expresa lo que sigue:  
 
En la nueva constitución ecuatoriana por primera vez se reconocen derechos propios a la 
Naturaleza o Pachamama. En los principios básicos de aplicación de los derechos, se indica que 
la "naturaleza será sujeto de aquellos derechos que le reconozca la Constitución". 
Consecuentemente, más adelante se precisa que esta "tiene derecho a que se respete 
integralmente su existencia y el mantenimiento y regeneración de sus ciclos vitales, estructura, 
funciones y procesos evolutivos" (Art. 71). Enseguida, se indica que "toda persona, comunidad, 
pueblo, o nacionalidad podrá exigir a la autoridad pública el cumplimiento de los derechos de la 
naturaleza", y que el "Estado incentivará a las personas naturales y jurídicas, y a los colectivos 
para que protejan la naturaleza, y promoverá el respeto a todos los elementos que forman un 
ecosistema" (Art. 71) (GUDYNAS, 2009) 
 
Este es un cambio radical en comparación con los demás regímenes constitucionales en 
América Latina, donde generalmente se incorporaron los temas ambientales como "derechos de 
tercera generación", de la manera que se indicó arriba. El problema es que esa posición tiene 
límites claros. Por ejemplo, se incorpora al ambiente pero en función de los derechos de las 
personas; el derecho a un "ambiente sano" es una clara referencia a que el entorno debe guardar 
ciertos niveles de calidad, no por las especies que allí viven o por la integridad de los 
ecosistemas, sino como indispensable para asegurar la salud o bienestar humano. De la misma 
manera, se habla de derechos de la Naturaleza como extensión de los derechos de propiedad de 
los humanos; entonces, cuando se afecta un ecosistema, no se reacciona, por ejemplo, debido a 
la pérdida en biodiversidad, sino por el daño de una propiedad. Por lo tanto, los derechos 
ambientales de tercera generación no logran romper el dualismo que justifica la apropiación y 
destrucción de la Naturaleza. 
 
Pero cuando se afirma que la Naturaleza posee derechos que le son propios, y que son 
independientes de las valoraciones humanas, se da un paso mucho mayor. En efecto, la 
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Naturaleza pasa de ser objeto de derechos asignados por los humanos, a ser ella misma sujeto de 
derechos, y por lo tanto se admite que posee valores intrínsecos. 
 
Esta postura tiene variados antecedentes y se ha construido poco a poco. Un paso intermedio 
importante que ha sido tomado en varios lugares es reconocer derechos a los animales. Dando 
un paso más, la Naturaleza o Pachamama ya no puede ser concebida únicamente en función de 
su utilidad para el ser humano, como conjunto de bienes y servicios que pueden tener un valor 
de uso o de cambio, o que sean tratados como una extensión de los derechos de propiedad o 
posesiones humanas (individuales o colectivas). 
 
En el caso de los derechos de la Naturaleza hay al menos tres componentes: ético, donde se 
legitima un debate sobre los valores que encierra el ambiente no-humano; moral, en tanto se 
derivan obligaciones tales como asegurar la preservación de la biodiversidad; y político, 
expresado en aspectos que van desde la sanción de la constitución a la elaboración de un nuevo 
marco legal. 
 
El reconocimiento de esos derechos inevitablemente obliga a recordar las perspectivas llamadas 
"biocéntricas" ya que ellas ofrecen una fundamentación sustancial a los valores intrínsecos de la 
Naturaleza. En la construcción de esa perspectiva se destacan los aportes de H. D. Thoreau en el 
siglo XIX, Aldo Leopold a mediados del siglo XX, y el empuje decisivo promovido por 
filósofos como Arne Naess, desde la década de 1970, bajo la corriente de la "ecología 
profunda". El reconocimiento de valores intrínsecos en el ambiente es uno de sus puntos 
centrales, y con ello se busca romper con la postura antropocéntrica propia de la modernidad, la 
que se maneja en el campo de los valores instrumentales de uso, beneficio y provecho.” 
(GUDYNAS, Derechos de la Naturaleza y Políticas Ambientales en la nueva Consttución, 
2009) 
 
Así mismo, “algunos integrantes de la comunidad de ONGs recuerdan como antecedente directo 
conferencias del constitucionalista colombiano Ciro Angarita Barón, dictadas en Quito a 
mediados de la década de 1990, donde se postuló la idea de la Naturaleza como sujeto de 
derecho.  
Entre las organizaciones ciudadanas, incluyendo las ambientalistas, también se registraron 
posturas diversas, con algunas ausentes en promover estos derechos, mientras que otras eran 
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activas militantes. Algunas ONGs lograron alianzas con organizaciones internacionales, y esto 
sirvió para potenciar sus propuestas. En ese papel se destaca la Fundación Pachamama y su 
colaboración con la Community Environmental Legal Defense Fund (CELDF), donde 
participaron, entre otros, Thomas Linzey, Mari Margil y Mario Melo. Los constitucionalistas 
europeos que actuaban como consultores ante la Asamblea, por el contrario, en su mayoría 
fueron refractarios a la cuestión, concibiéndola como una excentricidad. 
 
También existen antecedentes gubernamentales. La Estrategia Ambiental para el Desarrollo 
Sostenible del Ecuador, aprobada por el Ministerio del Ambiente en noviembre de 1999, entre 
sus principios incluía el "valor intrínseco de la vida", donde el "respeto a la vida en todas sus 
formas es condición necesaria para la preservación del equilibrio ecológico", y el que a su vez, 
constituye la base sobre la que se sustentan la propia vida humana y el desarrollo social". 
Agrega que la "protección de los ecosistemas, tanto de su funcionamiento como de sus  
componentes, es una condición para la reproducción de la vida y debe ser valorada como tal por 
la sociedad ecuatoriana" (MAE, 1999). Por lo tanto, en el país existían muchos antecedentes y 
una masa crítica fuertemente involucrada en estos temas. 
 
En el campo político partidario, en el Plan de Gobierno de Alianza PAÍS presentado en 2006, se 
incluyó una breve sección donde se postulaba una convivencia armoniosa con la Naturaleza, 
incorporando elementos éticos, estéticos e incluso espirituales, y se rechazaba la 
"mercantilización depredadora" del ambiente. Sin embargo, la amplia coalición gubernamental 
no mantuvo una posición unánime en esta cuestión, y mientras algunos apoyaban estas ideas, 
otros las rechazaban. Incluso el propio presidente Correa pasó de resistencias iniciales a ataques 
directos contra esa perspectiva. 
 
Distintas posturas también se repitieron entre los demás grupos políticos, donde prevalecieron 
posiciones personales tanto en contra como a favor. Por lo tanto el debate de este tema no se 
organizó exclusivamente desde los agrupamientos político partidarios sino sobre todo a partir de 
las posturas personales. 
 
Esto fue evidente, por ejemplo, en el seno de la mesa 5 dedicada a recursos naturales y 
biodiversidad, donde incluso entre los propios asambleístas de la coalición de gobierno eran 
evidentes posturas favorables, contrarias, y hasta indiferencia. 
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Uno de los promotores más activos de los derechos de la Naturaleza, fue el presidente de la 
Asamblea Constituyente, Alberto Acosta. Antes de ocupar ese cargo fue ministro de energía en 
el gobierno Correa, desde donde lanzó la idea de economía pos petrolera, con claras 
coincidencias con las posturas de decrecimiento y desmaterialización de los procesos 
productivos propios del desarrollo sostenible. Acosta tuvo un papel fundamental en promover 
esta temática y un antecedente directo es su breve artículo sobre la Naturaleza como "sujeto de 
derechos" publicado en el sitio web de la Asamblea el 29 de febrero 2008; reproducido en 
Acosta, 2008). 
 
Entre otras cuestiones, Acosta sostuvo que el "marco normativo tendría que reconocer que 
naturaleza no es solamente un conjunto de objetos que podrían ser la propiedad de alguien, sino 
también un sujeto propio con derechos legales y con legitimidad procesal", y agregaba que un 
"sistema legal en el cual los ecosistemas y las comunidades naturales tengan un derecho 
inalienable de existir y prosperarsituaría en el nivel más alto de valores y de importancia a la 
Naturaleza". Asimismo, varios asesores y académicos actuaban en el mismo sentido, entre los 
que se destacaron Carlos Larrea (docente en la UASB) y Esperanza Martínez (reconocida 




El artículo de Galeano, "La Naturaleza no es muda", al referirse al debate ecuatoriano sostenía 
que la Naturaleza, "reducida a mera fuente de recursos naturales y buenos negocios puede ser 
legalmente malherida, y hasta exterminada, sin que se escuchen sus quejas y sin que las normas 
jurídicas impidan la impunidad de sus criminales. A lo sumo, en el mejor de los casos, son las 
víctimas humanas quienes pueden exigir una indemnización más o menos simbólica, y eso 
siempre después de que el daño se ha hecho, pero las leyes no evitan ni detienen los atentados 
contra la tierra, el agua o el aire. Suena raro, ¿no? Esto de que la naturaleza tenga derechos, una 
locura. ¡Como si la naturaleza fuera persona! En cambio, suena de lo más normal que las 
grandes empresas de Estados Unidos disfruten de derechos humanos". Galeano claramente 
afirmaba que "La naturaleza tiene mucho que decir, y ya va siendo hora de que nosotros, sus 
hijos, no sigamos haciéndonos los sordos". 
 
 
En el seno de la Asamblea Constituyente, el debate discurrió bajo diversas áreas temáticas. En 
algunos momentos estuvo vinculado al análisis sobre los derechos de los animales, e incluso 
llegó a mezclarse con el debate sobre el derecho a la vida y posturas religiosas. Esa diversidad y 
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existencia de diferentes posturas, incluso dentro de la coalición gubernamental, explica que la 
temática de los derechos de la Naturaleza fuese abordada primariamente en la Mesa 1 sobre 
derechos fundamentales y garantías constitucionales (presidida por la asambleísta María Molina 
Crespo), y sólo parcialmente en la Mesa 5 sobre recursos naturales y biodiversidad (presidida 
por M. Chuji), donde existían posturas más diversas y enfrentadas acerca de la temática 
ambiental citado por (Gudynas, 2009, S. 50) . 
 
 
Por su parte, el estudioso Mauricio Fernando Angulo Ayoví, (La Naturaleza como Sujeto de 
Dercho, 2013, pág. 31) anota lo siguiente:  
 
 
La gran importancia que logra la naturaleza en el reconocimiento de ser Sujeto de Derechos y 
Garantías Constitucionales, se encuentran desarrollados en la Constitución de Montecristi, y 
legitimados en varias leyes secundarias, orgánicas y ordinarias, por lo cual nace la primera 
incógnita, ¿cómo lograr aquel reconocimiento constitucional, y legal en beneficio o favor de la 
naturaleza? 
 
El autor, luego de su análisis concluye, que es el resultado y la revisión del Derecho Ambiental 
Internacional, el cual responde a esta primera incógnita y considera, que este reconocimiento se 
debe lograr primero mediante la interposición:  
 
a) De la Acción Ordinaria de Protección; b) El Proceso Administrativo; c) La Demanda Civil por 
Daño Ambiental;  d) La Denuncia Penal por Daños a la Naturaleza, permitido de manera 
constitucional a cualquier persona natural o jurídica, colectividad o grupo humano, para ejercer 
las acciones constitucionales y legales y acudir a los órganos judiciales y administrativos para 
obtener la TUTELA EFECTIVA en materia ambiental "artículo 397 numeral 1, de la 
Constitución de la República" por la Naturaleza como Sujeto de Derechos en el Ecuador. 
Considerando además toda vinculación en todo ejercicio legal que tenga lugar dentro de la 
estructura jurídica en nuestro País, en materia ambiental. 
 
Dejando establecido y aclarado, que este ensayo metodológico, teórico-práctico, tiene 
únicamente, el objetivo de socializar las normas abstractas constitucionales, contenidas en los 
Arts. 7 1 ,  72, 73, 74, 395. 396, 397, 398 y 399, mediante el desarrollo y sistematización de 
aplicación que deben tener armonía con el considerando del Pleno de la Asamblea Nacional 
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"Que en el año dos mil ocho, entro en vigencia la nueva Constitución de la República del 
Ecuador, en la que se introducen cambios sustanciales y definitivos en el reconocimiento de los 
derechos, su sistema de protección y en la estructura del Estado Ecuatoriano" "Que, la 
Constitución y los Tratados Internacionales, en particular la Convención Americana de 
Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. El Convenio de 
Diversidad Biológica, etc. reconocen que el fin del Estado y de la organización social es el goce 
de los Derechos de los seres humanos y de la Naturaleza y que, para tal efecto, deben existir 
recursos simples y rápidos ante los jueces o tribunales competentes que les permitan amparar a 
los seres humanos y a la naturaleza frente a actos u omisiones que amenacen o violen sus 
derechos, y adoptar las medidas pertinentes para asegurar la reparación integral derivada de vías 
de hecho que vulneren dichos derechos; de igual modo, es indispensable que exista un 
procedimiento cautelar, expedito y eficaz que faculte a los órganos jurisdiccionales para dictar 
medidas urgentes en aquellos casos en que se amenace de modo inminente y grave un derecho, 
y de esta manera brinde PROTECCIÓN OPORTUNA y se eviten daños irreversibles". Lo cual 
solo será posible cuando los facilitadores y operadores de justicia, entiendan la doctrina, 
practica y jurisprudencia la misma que deberá ser desarrollada mediante la práctica doctrinal y 
judicial del Derecho Procesal Constitucional, el mismo que está obligado a fundar y edificar en 
el Ecuador nuevos paradigmas que ayuden a proteger la salud de los ecosistemas, por así estar 
determinado en los Arts. 417, 424, 425, 426 y 427 de la Constitución de la República. 
 
No es de mi interés profundizar en el análisis metodológico jurídico, donde las corrientes como 
son: lusnaturalismo; Iusnormativismo; Iussociologismo; Sicologismo o Realismo 
Estadounidense; Iussociologismo o Realismo Europeo; Iusmarxismo; Filosofía Analítica; y las 
corrientes de los Juristas Analíticos, deben ser motivo de un estudio, análisis y critica muy 
peculiar y particular, que no es este el momento, ya que nos desviaría de la temática que me 
corresponde abordar ahora en este espacio y poner en consideración sobre los derechos 
constitucionales, administrativos, civiles y penales por la Naturaleza como Sujeto de Derechos 
en el Ecuador, mediante el Garantismo Procesal Constitucional. Siendo necesario revisar varios 
principios teóricos, que permitirán a usted, señor lector comprender las corrientes 
metodológicas del derecho ambiental desde su nacimiento mediante una de las fuentes del 
derecho como es la costumbre en el derecho internacional. 
 
Con lo cual se determina que en el presente debe ser materia de debate para las diferentes 
profesiones como son: Antropólogos, Sociólogos, Psicólogos, Politólogos, Agrónomos, 
Forestales, Biólogos, etc. Este ensayo teórico-práctico tiene su propia finalidad y no es para 
 59 
 
analizar y criticar teorías o los motivos de que si la Naturaleza debe tener o no tener derechos, o 
de que significa la naturaleza para estas ciencias, aquello lo deberán estudiar otros 
investigadores que puedan aportar en ese campo; sobre el Derecho Constitucional, 
Administrativo, Civil y Penal, que nace en el Ecuador.  
 
Lo que pretendo es aportar a la edificación e inauguración del desarrollo teórico, práctico y 
normativo, basado en esta nueva corriente o Paradigma, como es aquel de la Naturaleza como 
Sujeto de Derechos y Garantías Constitucionales. 
 
No siendo además el momento, de realizar un debate analítico y crítico, sobre los paradigmas: 
Antropocéntrico y Biocéntrico, el interés de este ensayo es como ya lo he determinado en líneas 
anteriores, con esta aclaración que será motivo de no perderse del análisis y critica que se 
requiere, por lo que avanzaremos como es mi propósito, pero realizaré un breve resumen teórico 
sobre los Paradigmas enunciados. 
 
Está considerado que partiendo de una interpretación doctrinal, realizada por Hilary Putnam, 
compartida en "la corroboración de teorías", se ha realizado, permitido y logrado el 
establecimiento o determinación que "un paradigma" "significa simplemente una Teoría 
Científica con un ejemplo de alguna aplicación triunfal y sorprendente". Lo cual no es un 
descubrimiento nuevo, los científicos por años han venido desarrollando sus propuestas 
científicas en base de estas metodologías, que nacen se desarrollan y son cambiantes de acuerdo 
a los modelos generales de vida”. (Angulo, La Naturaleza como Sujeto de Derechos, Doctrina, 
Práctica y Jurisprudencia, 2013) 
 
Más adelante, el mismo autor en su referida obra, al desarrollar el tema, desde el punto de vista 
constitucional anota: “La Constitución de la República, en su parte dogmática Titulo II Capítulo 
VII, incorpora un novedoso e importante aporte a los principios normativos elementales sobre 
las teorías biocéntricas, que permitirán la consecución del Sumak Kawsay. (Ibíd.121) 
 
La Constitución de Montecristi, nos plantea un capítulo dedicado exclusivamente a los derechos 
de la naturaleza, por ser la naturaleza el entorno físico donde se desarrollan las acciones, 
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actividades del ser humano y estas no están aisladas por sí mismo sino que están entrelazadas de 
tal manera que los unos sin los otros no podrían obtener un desarrollo normal de vida. 
 
Dando así una nueva visión y misión del Estado, sobre la naturaleza y su entorno, permitiendo 
el derecho a todo ciudadano a obtener una calidad de vida digna consecuentemente con un 
medio ambiente saludable y ecológicamente equilibrado. 
 
Determinando el In Dubio Pro Naturaleza, es decir que existiendo duda por el juzgador, este 
debe considerar lo que sea más favorable hacia los derechos de la naturaleza, para lo cual las 
actividades que puedan causar daño ambiental, será obligación de los responsables de las 
mismas, reparar, remediar y restaurar íntegramente el ambiente degradado, además de proceder 
indemnizando a los habitantes de los sectores afectados. 
 
La certeza científica no será usada por el contaminador, como un mecanismo eximente de 
responsabilidad por las actividades que provoquen daños ambientales, reafirmando de manera 
Constitucional el principio de Precaución, en su Art. 396 incisos primero, parte final. 
 
"En caso de duda sobre el impacto ambiental de alguna acción u omisión, aunque no exista 
evidencia científica del daño, el Estado adoptará medidas protectoras eficaces y oportunas". 
Principio que además se encuentra contenido en Convenios y Tratados de derecho ambiental 
internacional. 
 
Dando prevalencia a los derechos de la naturaleza, es decir cuando exista duda por parte del 
Juzgador, sobre afectaciones que hayan provocado un deterioro ambiental siempre su decisión 
será en todo lo que sea más favorable en beneficio de la naturaleza afectada, sin tener en cuenta 
pruebas que requieran demostrar científicamente el daño ocasionado por cualesquier tipo de 
contaminación a la naturaleza que provoque daños ambientales”.  
 
Así mismo, la investigadora y tratadista Murcia, al referirse concretamente a la Naturaleza como 
Sujeto de Derechos, hace las siguientes puntualizaciones:  
 
El carácter de sujeto encuentra sentido en lo relacional. Falcón y Tella recuerda cómo el derecho 
"concebido en su sentido subjetivo es un contenido de la relación jurídica. Como se desprende de 
toda definición de la misma y como primer elemento de toda relación jurídica, se encuentran los 
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sujetos entre los que se da. A dichos sujetos se les llama también titulares de la relación jurídica. 
(Murcia, 2012, pág. 87) 
 
Simplificando lo afirmado por Falcón y Tella, el carácter de sujeto está dado por la titularidad 
de derechos que se tiene en el marco de una relación jurídica que puede suponer la imposición 
de cargas o la atribución de facultades. 
 
En el caso del DIDH, la titularidad de derechos ha estado formulada conjuntamente con la 
atribución de responsabilidades correlativas. Por ejemplo, la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos establece que "Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad 
y derechos y, dotados como están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los 
unos con los otros" (Art. 1), y la Declaración Americana de los derechos y deberes del hombre 
advierte cómo "Toda persona tiene derecho a que se le reconozca en cualquier parte como sujeto 
de derechos y obligaciones" (Art. XVII). 
 
Dicha formulación ha sido interpretada por algunos como que no existen derechos sin deberes 
correlativos, que sólo tiene derechos aquel que cumple sus deberes. 
 
Sin embargo, si sólo el que tiene deberes, tiene derechos, entonces las personas que tienen algún 
tipo de discapacidad mental, por ejemplo, tendrían que ser despojadas de sus derechos o sus 
derechos podrían ser vulnerados sin que fuera factible sancionar esa violación y sin embargo, el 
DIDH tiene varios instrumentos encaminados a la protección de las personas de tal condición, 
es decir, no se les despoja de sus derechos por el hecho de no poder corresponder con deberes 
en la misma forma en que lo hacen las personas que no tienen discapacidad alguna. 
 
Pero uno de los casos más claros de que el hecho de no cumplir con deberes no implica la 
denegación de los derechos, está dado por los pueblos indígenas en aislamiento voluntario o los 
no contactados a quienes precisamente por esta condición se les protege de cualquier tipo de 
asimilación forzosa. En este último caso "mantenerse ocultos para recrear su civilización de 
selva es el sustrato de su autodeterminación. Su vida solo tiene sentido en su territorio el mismo 
que constituye su cosmos"  
 
Esta condición genera impactos jurídicos y políticos concretos, relativos a la conservación de su 
estatus que están íntimamente relacionados con la política ambiental. Por ejemplo, el Relator 
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Especial sobre la situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los 
indígenas recomendó cuando hizo su visita oficial al Ecuador, entre otras medidas.  
 
Así pues, derechos y deberes correlativos no son un una condición estructural de la titularidad 
de derechos. Por otra parte y como lo señala Ávila Santamaría el derecho subjetivo ha 
evolucionado ampliando su contenido conforme el constitucionalismo mismo ha avanzado, 
producto de las luchas sociales por los derechos. 
 
En el constitucionalismo andino que ha reconocido la multiculturalidad, que ha ampliado el 
reconocimiento de grupos étnicos indígenas, afrodescendientes, raizales, montubios y muchos 
más; y que ha declarado Estados plurinacionales, la consecuencia lógica es la de reconocer en 
pie de igualdad a sujetos experimentados como tales en su cosmovisión y que son 
fundamentales para el ejercicio de sus "estructuras políticas, económicas y sociales y de sus 
culturas, de sus tradiciones espirituales, de su historia y de su filosofía, especialmente los 
derechos a sus tierras, territorios y recursos"  
 
Así como se reconoce en el derecho occidental la ficción de la personalidad jurídica que permite 
la existencia de colectivos sociales o entidades políticas y económicas -como las empresas- para 
que puedan ejercer sus derechos, reconocer a la sujeto Pachamama experimentada vívidamente 
como tal, por los pueblos y nacionalidades indígenas, no es sino la demostración de que la 
titularidad de derechos evoluciona históricamente hacia la recuperación de la relevancia de la 
relación entre los seres humanos y la naturaleza.  
 
En el caso de Ecuador el sujeto Naturaleza es definido constitucionalmente como "la 
Pachamama, de la que somos parte y que es vital para nuestra existencia, donde se reproduce y 
realiza la vida, cuyo elemento vital es el agua; respecto de la cual tenemos la obligación de 
respeto, de no causarle daño, y de que el Estado concurra a garantizar sus derechos, pues sólo 
una forma de convivencia ciudadana armónica con ella permitirá alcanzar el buen vivir o sumak 
kawsay, constituyéndose esa vocación de armonía como un derecho.  
 
Pero, ¿de cuáles derechos estamos hablando? En la constitución del Ecuador le fueron 
reconocidos a la naturaleza los derechos "a que se respete integralmente su existencia" (Art. 71), 
al "mantenimiento y regeneración de sus ciclos vitales, estructura, funciones y procesos 
evolutivos" (Art. 71); a que toda persona o colectividad pueda "exigir a la autoridad pública el 
cumplimiento de los derechos de la naturaleza" (Art. 71) y a su restauración "independiente de 
la obligación que tienen el Estado y las personas naturales o jurídicas de Indemnizar a los 
 63 
 
individuos y colectivos que dependan de los sistemas naturales afectados" (Art. 72). (Murcia, 
2012) 
 
2.4 Ejercicio del Derecho en favor de la Naturaleza 
 
En los temas y subtemas anteriores, nos hemos referido ampliamente a las innovaciones 
garantistas de orden constitucional, que nos trae la actual Carta Magna, aprobada en ciudad 
Alfaro, Montecristi, el 20 de octubre de 2008, especialmente por el hecho sin par, hasta dicha 
época, en donde la naturaleza pasó de ser objeto a ser sujeto, y de haber tenido solamente 
derechos legales, se pasó al reconocimiento de su existencia como titular de derechos 
constitucionales. 
 
El art. 10, de dicha Constitución (Asamblea Constituyente, 2008), establece con absoluta 
claridad que: “Las personas, comunidades, pueblos, nacionalidades y colectivos son titulares y 
gozarán de los derechos garantizados en la Constitución y en los instrumentos internacionales. 
La naturaleza será sujeto de aquellos derechos que le reconozca la Constitución.” 
 
 
Más adelante, en el primer inciso, del numeral 9 del Art. 11, de dicha Constitución (Asamblea 
Constituyente, 2008), está establecida con la misma claridad, antes indicada, que: “El más alto 
deber del Estado consiste en respetar y hacer respetar los derechos garantizados en la 
Constitución”. 
 
Del Art. 71 al 74 (Asamblea Constituyente, 2008), constan establecidos en forma taxativa, los 
derechos de la naturaleza, donde se expresa que: Nuestra Pachamama tiene derecho a que se 
respete integralmente toda su existencia, inclusive su restauración en caso de atentado a su 
existencia, aspecto este que es corroborado, especialmente por el numeral 6 del Art. 83 
(Asamblea Constituyente, 2008), que expresa: “Son deberes y responsabilidades de las 
ecuatorianas y ecuatorianos sin perjuicio de otros previstos en la Constitución y en la Ley: (…), 
“Respetar los derechos de la naturaleza, preservar un ambiente sano, y utilizar los recursos 
naturales de modo racional, sustentable y sostenible.” 
 
Lo antes dicho está relacionado en forma directa con el principio Indubio Pro Natura, de 
conformidad con lo establecido en el numeral 4 del Art. 395 (Asamblea Constituyente, 2008), 
en donde se lee: “En caso de duda sobre el alcance de las disposiciones legales en materia 
ambiental, éstas se aplicarán en el sentido más favorable a la protección de la naturaleza.” 
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De la misma forma, en los incisos 1ero y 2do del Art. 396 (Asamblea Constituyente, 2008) se 
anota que el estado adoptará las políticas y medidas oportunas que eviten los impactos 
ambientales negativos cuando exista certidumbre de daño, en caso de duda sobre el impacto 
ambiental de alguna acción u omisión, aunque no exista evidencia científica del daño, el Estado 
adoptará medidas protectoras eficaces y oportunas. 
 
La responsabilidad por daños ambientales es objetiva. Todo daño al ambiente, además de las 
sanciones correspondientes, implicará también la obligación de restaurar integralmente los 
ecosistemas e indemnizar a las personas y comunidades afectadas, especialmente (Asamblea 
Constituyente, 2008). 
 
El Art. 397 de nuestra Constitución (Asamblea Constituyente, 2008), nos expresa que en caso 
de daños ambientales, el Estado actuará de manera inmediata y subsidiaria para garantizar la 
salud, y la restauración de los ecosistemas, (…); y, el Estado se compromete a:  
 
1. “Permitir a cualquier persona natural o jurídica, colectividad o grupo humano, ejercer las 
acciones legales y acudir a los órganos judiciales y administrativos, sin perjuicio de su interés 
directo, para obtener de ellos la tutela efectiva en materia ambiental, incluyendo la posibilidad 
de solicitar medidas cautelares que permitan cesar la amenaza o el daño ambiental materia de 
litigio. La carga de la prueba sobre la inexistencia de daño potencial o real recaerá sobre el 
gestor de la actividad o el demandado”. 
 
El Art. 399 (Asamblea Constituyente, 2008) establece que: “El ejercicio integral de la tutela 
estatal sobre el ambiente y la corresponsabilidad de la ciudadanía en su preservación, se 
articulará a través de un sistema nacional descentralizado de gestión ambiental, que tendrá a su 
cargo la defensoría del ambiente y la naturaleza”. 
 
 
Por ser el Ecuador, signatario de varios Acuerdos y Tratados Internacionales sobre Derechos 
Humanos, y de Derecho Ambiental, y tomando en consideración el criterio del estudioso y 
tratadista (Mendoza, 2009, pág. 40), manifiesta que:  
 
Los derechos ambientales, son primeramente derechos humanos, como tal, es un derecho cuya 
realización depende del cumplimiento de otros derechos inherentes”; en tal razón, bien vale 
transcribir lo señalado por nuestra Constitución vigente, en su Art. 425, incisos 1ero, 2do y 3ero: 
“El orden jerárquico de aplicación de las normas será el siguiente: La Constitución; los tratados y 
convenios internacionales; las leyes orgánicas; las leyes ordinarias; las normas regionales y las 
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ordenanzas distritales; los decretos y reglamentos; las ordenanzas; los acuerdos y las 
resoluciones; y los demás actos y decisiones de los poderes públicos. 
 
En caso de conflicto entre normas de distinta jerarquía, la Corte Constitucional, las 
juezas y jueces, autoridades administrativas y servidoras y servidores públicos, lo 
resolverán mediante la aplicación de la norma jerárquica superior. 
 
2.5 El Derecho Ambiental Sancionador en el Ecuador 
 
Dentro del marco jurídico vigente en el Ecuador, encontramos varias disposiciones del Código 
Penal, que son necesarias enunciarlas y transcribirlas por su vinculación y relación directa e 
inmediata con el Derecho Ambiental Sancionador en nuestro país. Así tenemos que el Art. 1 
(Código Penal, 1971)  nos hace conocer que las leyes penales son todas las que contienen algún 
precepto sancionado con la amenaza de una pena. 
 
Más adelante, en el Art. 3 (Código Penal, 1971) se establece que: “Se presume de derecho que 
las leyes penales son conocidas de todos aquellos sobre quienes imperan. Por consiguiente, 
nadie puede invocar su ignorancia como causa de disculpa.” 
 
Este mismo Código Penal, en su Art. 10 (Código Penal, 1971) expresa: “Son infracciones los 
actos imputables sancionados por las leyes penales, y se dividen en Delitos y Contravenciones, 
según la naturaleza de la pena peculiar.” 
 
Seguidamente el Art. 11 de este mismo cuerpo legal nos hace comprender que dichas 
infracciones también se las realiza por acción u omisión. 
 
Para mejor ilustración bien vale referirnos a lo dispuesto en el Art. 2214 del Código Civil 
(Código de Procedimiento Civil, 2005), que de gran manera se relaciona con las normas 
jurídicas antes expresadas, y que dice: “El que ha cometido un delito o cuasidelito que ha 
inferido daño a otro, está obligado a la indemnización; sin perjuicio de la pena que le impongan 
las leyes por el delito o cuasidelito” 
 
Sin embargo, debemos anotar y precisar que luego de 5 años de vigencia de esta Constitución, 
hemos podido observar y detectar que no se han respetado en su totalidad los derechos de la 




Lo anteriormente expresado, se observa diariamente en los juzgados y tribunales de justicia del 
país, cuando se requiere de la presencia de una normativa sancionadora, en materia penal-
ambiental, para el cometimiento de acciones u omisiones por parte de las personas en 
detrimento y ofensa de los derechos de la naturaleza, ya que el Código Penal Ecuatoriano 
vigente, solamente tiene tipificado, al respecto, para algunos delitos y contravenciones, en el 
capítulo XA (X.1) que trata sobre los delitos del medio ambiente, en donde sólo existen 11 
artículos que sancionan toda aquella transgresión en contra del medio ambiente o de la 
naturaleza, (Art. 437.1 y siguientes) y dentro del mismo Código Penal, en el Libro III De las 
Contravenciones, Capítulo V De las Contravenciones Ambientales (Código Penal, 1971), consta 
paradójicamente un solo artículo con cuatro literales, todo lo cual nos da una idea cabal de la 
necesidad imperiosa de contar con más normas relacionadas con los delitos y las 
contravenciones ambientales, cuando se transgreda el respeto a los derechos de la naturaleza o 
Pacha Mama (págs. 142-143). 
 
Entre las principales leyes de la Legislación Ambiental vigente en el Ecuador, tenemos las 
siguientes:  
 
 “Codificación de la Ley de Gestión Ambiental, que fue publicada por 
primera vez, mediante Ley No. 99-37,  en el Registro Oficial No. 245, del 30 
de Julio de 1999 y cuya codificación data mediante el Suplemento del 
Registro Oficial No. 418, del 10 de Septiembre de 2004. 
 
 Ley de Aguas, publicada en el Registro Oficial No. 339, del 20 de Mayo 
de 2004, que regula el aprovechamiento a las aguas marítimas, superficiales, 
subterráneas, y atmosféricas de territorio nacional, en todos sus estados 
físicos y formas.  
 
 Ley Forestal de Conservación de Áreas Naturales y Vida Silvestre, 
Publicada en el Suplemento de Registro Oficial No. 418, del 10 de 
Septiembre de 2004. 
 Ley Orgánica de la Salud, publicada en el Registro Oficial, Suplemento 
No. 423, del 22 de Diciembre del 2006, y que tiene como finalidad regular 
las acciones que permitan efectivizar el Derecho Universal a la Salud, 
consagrado en la Constitución y las Leyes de la República, y en donde en su 
Art. 7 cuando se refiere a Derechos y Deberes de las Personas y del Estado, 




 Ley de Prevención y Control de la Contaminación Ambiental, publicada 
por mandato del Decreto Supremo No. 374, en el Registro Oficial No 97, del 
31 de mayo de 1976, y que fuere Codificada y Publicada a través del 
Registro Oficial-Suplemento No. 418, del 10 de Septiembre de 2004. 
 
 Texto Unificado de la Legislación Ambiental Secundaria, (TULAS) 
expedido mediante Decreto Ejecutivo No. 3399 del 28 de Noviembre de 
2002, publicado en el Registro Oficial No. 725, del 16 de Diciembre de 
2002, y ratificado mediante Decreto Ejecutivo No. 3516, publicado en el 
Registro Oficial, Suplemento No. 2, del 31 de Marzo de 2003, contiene 
importante legislación Reglamentaria en materia ambiental.(…)” (Morales & 
otros, 2013, pág. 21) 
 
Así mismo, tenemos las disposiciones constitucionales que en forma taxativa se refieren a los 
derechos de la naturaleza, y del colectivo humano, relacionados entre sí, de alguna forma y 
manera: Artículos 10, 12, 13, 14, 15, 57, 66, 71, 72, 73, 74, 83, 261, 263, 264, 318, 323, 376, 
395, 396, 397, 398, 399, 400, 401, 402, 403, 404, 405, 406, 407, 408, 409, 410, 411, 412, 413, 
414, 415. 
 
Debemos anotar también que, a más de la jurisprudencia, la normativa del Derecho Ambiental 
Internacional, y de la Doctrina jurídica en materia ambiental, tenemos los Acuerdos y 
Convenios Internacionales que el Estado Ecuatoriano ha suscrito y ratificado, entre los más 
importantes (Morales & otros, 2013) mencionan los siguientes:  
 
 Convenio sobre la Diversidad Biológica, según consta en los Registros 
Oficiales No. 109 del 18 de enero de 1993 y el 146 del 16 de marzo de 
1993. Este convenio regula la conservación y utilización sustentable de la 
biodiversidad y sus componentes, y establece la participación justa y 
equitativa en los beneficios que se deriven de la utilización de los 
recursos genéticos asociados, reconociendo el derecho soberano que 
ejercen los Estados sobre sus recursos biológicos. 
 
 Convenio UNESCO sobre el Patrimonio Cultural y Natural de la 
Humanidad del 16 de noviembre de 1972, para la protección de los 
bienes culturales y naturales del mundo, donde se encuentran inscritos 
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algunas reservas ecológicas más representativas del país como Las Islas 
Galápagos, el parque Nacional Machalilla, Sangay entre otros. 
 
 Convenio 169 de la OIT sobre los Pueblos Indígenas y Tribales, 
Convocada en Ginebra por el Consejo de Administración de la Oficina 
Internacional del Trabajo, reunida el 7 junio 1989, ratificado por Ecuador 
en 1998. 
 
 Tratado de Cooperación Amazónica, firmado el 12 de marzo de 1981, 
para promover el desarrollo armónico de los territorios amazónicos, 
buscando equidad, conservación (pp 21). 
 
Finalmente, consideramos que urge la necesidad de que se expida el Nuevo Código Penal 
Integral que contenga en forma clara y precisa, los diversos tipos Penales, para el juzgamiento 
de los Delitos Ambientales y aquellos que atenten contra los Derechos de la Naturaleza, así 
como urge la discusión con diferentes sectores de nuestra sociedad, en forma pluralista y 
democrática, y que la Asamblea Nacional apruebe el Nuevo Código Ambiental, para que estos 
dos cuerpos legales, principalmente, se articulen con la normativa Constitucional Vigente y con 




















3.1 Acciones ambientales contempladas en el sistema jurídico 
 
En la Constitución de la República del Ecuador, se plantearon actuales modelos en el 
ordenamiento jurídico ecuatoriano,  tomando especialmente en cuanta la aplicación directa de 
los derechos fundamentales, es por esto que la función pública, tienen la obligación esencial de 
hacer respetar y ejecutar los derechos que tiene la naturaleza, según lo que establece la 
Constitución de la República del Ecuador. Las autoridades públicas tienen la potestad de exigir 
el cumplimiento de los derechos de la naturaleza, siempre y cuando sean aplicados, observando 
los principios establecidos en la Constitución Vigente. 
 
 
El Estado Ecuatoriano, impulsa a las personas naturales, jurídicas, y a  colectivos, para que 
protejan la naturaleza, y se promueva el respeto a todos los elementos que forman un 
ecosistema,  la Constitución nos habla de que la naturaleza tiene derecho a ser restaurada. Esta 
restauración será independiente de la obligación que tienen el Estado y las personas naturales o 
jurídicas de indemnizar a los individuos y colectivos que dependan de los sistemas naturales 
afectados. 
 
En los casos de impacto ambiental grave o permanente, incluidos los ocasionados por la 
explotación de los recursos naturales no renovables, el Estado deberá establecer los mecanismos 
más eficaces para alcanzar la restauración, y tendrá la obligación de adoptar las medidas 
adecuadas para eliminar o mitigar las consecuencias ambientales nocivas, así mismo a través de 
los proyectos que ya están en marcha. 
 
También indica las acciones que manda a ejecutarse en el caso que se atente contra la 
naturaleza, ya que el Estado aplicará medidas de precaución y restricción para las actividades 
que puedan conducir a la extinción de especies, la destrucción de ecosistemas o la alteración 
permanente de los ciclos naturales. 
 
La prohibición de la introducción de organismos y material orgánico e inorgánico que puedan 





Entonces cuando se habla de los Derechos de la Naturaleza, significa reconocer que los 
ecosistemas y las comunidades naturales no son simplemente propiedad que puede ser poseída, 
sino que son entidades que tienen un derecho independiente a existir y florecer. 
 
Entonces las leyes que reconocen los Derechos de la naturaleza tienen el fin de cambiar en 
consecuencia el estatus de las comunidades naturales y de los ecosistemas para ser reconocidos 
como entidades dotadas de derechos, mismos que se pueden hacer cumplir por parte de los 
ciudadanos,  gobiernos y  comunidades.  
 
Es decir, el poder legislativo elabora leyes para promover los derechos; de la misma manera, el 
ejecutivo firma contratos y hace planes nacionales de desarrollo para promover los derechos; la 
función judicial y la corte constitucional, mediante acciones de protección y acciones de 
inconstitucionalidad, corrigen al ejecutivo y al legislativo cuando violan derechos. 
 
Los seres humanos tienen la autoridad legal y la responsabilidad moral de hacer cumplir estos 
derechos en representación de los ecosistemas. El ecosistema por sí mismo puede ser 
considerado como el defendido por todas y cada una de las personas que reflexionando con 
respecto a la vida de nuestro planeta, y no permitiendo la destrucción del mismo estamos 
inmerso en llevar a la realidad estos derechos constitucionales, en la actualidad tenemos 
el reciclaje que si bien es cierto se fomentó con el valor económico, vemos en las calles y en 
todo lugar reciclado, son personas que están trabajando y de este modo se ayuda a nuestro 
ecosistema, además en los lugares públicos hay recipientes recolectores, especificando los 
deshechos, Los organismos descentralizados (municipios) a nivel nacional han dispuesto que 
todos los locales e instituciones que se dedican al comercio tengan un tacho de basura y a los 
ciudadanos y ciudadanas que no saques la basura sino en horarios establecidos para el recolector 
de basura . En la actualidad, muchas campañas de conservación se basan en criterios ecológicos 
o estéticos, pero la enorme mayoría apela a demostrar la utilidad de los recursos naturales, y por 
lo tanto son utilitaristas (en muchos casos referidos a los valores económicos). Se defienden 
ciertos sitios o especies invocando su utilidad económica, como sucede con los llamados a 
proteger variedades nativas de plantas o cuencas altas de los ríos. En estos casos la Naturaleza 
es defendida porque hay una utilidad para los humanos. Siguiendo con los mismos ejemplos, 
unos buscan que el germoplasma deriva en semillas que puedan ser comercializadas, y otros 
esperan cobrar el agua para riego o consumo. 
 
No quiero decir que esta perspectiva sea utilitarista y economicista lo que deseo subrayar es que 
es profundamente incompleta.  Actualmente no se está protegiendo a las plantas por su propio 
valor como especies vegetales, ni se protege al arroyo por su valor como ecosistema,  con 
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su fauna y flora.  Por el contrario, el criterio de protección se fundamenta en demostrar que 
habrá una utilidad para el ciudadano y ciudadana actual y para las próximas generaciones. 
 
Vemos que no ha sido absurdo el proyecto en ejecución en nuestro país, ya que al otorgar 
derechos a la naturaleza sustentado en nuestra Constitución, norma jurídica directamente 
aplicable por cualquier persona, autoridad, juez o jueza. 
 
Al considerarse una norma vinculante requiere de una autoridad competente para sancionar su 
incumplimiento, motivo por el cual me da a pensar que no estamos solos, ya que la norma 
máxima nos da el respaldo para hacer de nuestra naturaleza un ambiente sano o por lo menos 
restaurar en lo posible, ya que poco a poco se ha forma la concientización de que sin naturaleza 
respetada no hay vida del ser humano asegurada, recordemos la situación igual años atrás 
cuando se otorgó derechos a seres humanos que por su color o por otra situación ajena se los 
consideraba como esclavos o cosas, para reconocerse sus derechos transcurrió mucho tiempo. 
 
Para las culturas indígenas de todo el mundo, el reconocimiento de los derechos de la naturaleza 
es milenaria está en su propio ser. Toda la vida, incluyendo la vida humana, se halla 
profundamente conectada. Las decisiones y valores se basan en lo que es bueno para la 
totalidad. 
 
Al respecto, es necesario recalcar que, sobre el presente tema de investigación, pocos estudiosos 
y profesionales en esta rama del saber, han contribuido con estudios similares tendientes a 
difundir lo que significan los Derechos de la Naturaleza, consagrados en la Constitución de la 
República vigente, ya que la misma Universidad Ecuatoriana y otros sectores de la producción 
intelectual, técnica y científica del Ecuador, no han tenido un verdadero apoyo por parte de los 
organismos del Estado. 
 
Precisamente, los pocos trabajos de investigación que existen en el Ecuador, provienen no de la 
investigación oficial, sino de sectores privados como Abogados, Ecologistas, Ambientalistas e 
Investigadores que arriesgando sus recursos económicos familiares tratan de aportar, de alguna 
manera, para ayudar con sus investigaciones y publicaciones a difundir la importancia que 
representan los Derechos de la Pacha Mama, y contribuir con la realización de un mejor sistema 





De allí que, el presente trabajo que pretendo desarrollar, tiene su razón de ser, por cuanto en 
términos objetivos es viable y realizable, a más del hecho cierto que al finalizar el mismo, 
enunciaremos algunas falencias existentes para que la normativa constitucional antes referida no 
haya tenido mayor armonía y aplicación dentro del actual Sistema de Justicia, referente al 
Derecho Ambiental. 
 
En tal razón, es necesario conocer que frente a inminentes y continuos delitos y contravenciones 
que se cometen en contra de la naturaleza o Pacha Mama, qué tipos de acciones jurídicas se 
pueden emprender y quiénes están facultados y autorizados para ejercer la representación legal 
en favor de la naturaleza. 
 
Al respecto, y para aclarar el asunto, tal como lo expresa la parte final del Art. 10 de la 
Constitución de la República del Ecuador, vigente, la naturaleza será sujeto o titular de todos 
aquellos derechos que le reconoce la Constitución; y, de conformidad con la segunda parte del 
Art. 71 de esta misma Carta Magna (Asamblea Constituyente, 2008): “Toda persona, 
comunidad, pueblo o nacionalidad podrá exigir a la autoridad pública el cumplimiento de los 
derechos de la naturaleza. Para aplicar e interpretar estos derechos se observarán los principios 
establecidos en la Constitución, en lo que proceda.”  
 
Estas dos normas que anteceden, guardan relación y armonía con lo dispuesto en el numeral 1, 
del artículo 397 (Asamblea Constituyente, 2008), que textualmente expresa:  
 
Permitir a cualquier persona natural o jurídica, colectividad o grupo humano, ejercer las acciones 
legales y acudir a los órganos judiciales y administrativos, sin perjuicio de su interés directo, 
para obtener de ellos la tutela efectiva en materia ambiental, incluyendo la posibilidad de 
solicitar medidas cautelares que permitan cesar la amenaza o el daño ambiental materia de 
litigio. La carga de la prueba sobre la inexistencia de daño potencial o real recaerá sobre el gestor 
de la actividad o el demandado. 
 
Además, la codificación de la Ley de Gestión Ambiental, vigente, en su artículo 41, refuerza y 
ratifica lo antes anotado: “Con el fin de proteger los derechos ambientales individuales o 
colectivos, concédase acción pública a las personas naturales, jurídicas o grupo humano para 
denunciar la violación de las normas de medio ambiente, sin perjuicio de la acción de amparo 






Bajo esta premisa, en el Sistema Jurídico del Ecuador, existen 4 tipos de Acciones Jurídicas, 
reconocidas, que se pueden plantear ante los Tribunales y Juzgados de la República, para que se 
sancionen las Infracciones que se cometan en contra de  los derechos que tiene la Naturaleza: 
 
1 Acciones Penales; 
2 Acciones Civiles; 
3 Acciones Administrativas y Contenciosas Administrativas; y, 
4 Acciones Constitucionales.  
 
 
3.1.1 Acciones Penales 
 
Sobre estos tipos de acciones jurídicas, el reconocido tratadista Efraín Pérez, citado por 
(ECHEVERRÍA & SUAREZ, 2011, p. 51) sostiene que el “derecho penal ambiental se 
visualiza como una herramienta para obtener el cumplimiento de la normativa ambiental ante la 
alarma por la acelerada degradación de los recursos naturales y el medio ambiente”. Siguiendo 
esta tendencia doctrinaria, -sigue el autor-, fundada en la necesaria intervención penal en el 
ámbito del derecho ambiental, el Código Penal ecuatoriano tipifica infracciones ambientales 
desde el año 2000. 
 
 
La Ley 99-49 reformatoria al Código Penal, publicada en el Registro Oficial No. 2 de 25 de 
enero del año 2000, incorporó al Código Penal delitos y contravenciones ambientales. Esta 
reforma no solo significó la tipificación de nuevos delitos y contravenciones penales, sino que 
significó la aplicación de un mandato constitucional que requería la aplicación del derecho 
penal en la esfera de protección de los derechos ambientales. 
 
Los considerandos de la Ley No. 99-49 visualizan, con toda claridad, el importante papel del 
derecho penal en la protección de los derechos ambientales, al reconocer dicha protección como 
un deber del Estado.Esta ley, además, instrumentalizó el reconocimiento del ambiente, y de lo 
ambiental, como bien jurídico protegido por el derecho penal. En este marco, hay que recordar 
que no todos los bienes jurídicos protegidos activan el sistema penal, sino aquellos que son 




Los delitos ambientales fueron incorporados al Capítulo correspondiente a los delitos contra la 
seguridad pública; mientras que las contravenciones ambientales fueron incorporadas como un 
capítulo independiente, aunque con características punitivas similares a las contravenciones de 
cuarta clase, las más graves del régimen de contravenciones penales.” 
 
Para la abogada y profesora ecuatoriana de derecho ambiental Mónica Silva Naranjo, citada en 
esta misma obra (ECHEVERRÍA & SUAREZ, 2011, p. 55) “identifica, entre otros, los 
siguientes principios en la Constitución ecuatoriana: a) Contaminador-pagador; b) Precautorio; 
c) De Conservación; d) Indubio pro natura; e) Participación; f) Solidaridad Intergeneracional; g) 
Alcance Supranacional; e, i) Principio de Subsidiariedad. 
 
De entre estos principios, aparecen como fundamentales en el análisis penal ambiental, el 
principio de conservacióny el principio contaminador-pagador. 
 
También indica lo siguiente: “Aunque de vertiente económica, este principio sienta las bases 
constitucionales para el establecimiento de regímenes de responsabilidad jurídica ambiental, 
entre los que se incluye el régimen de responsabilidad penal por delito ambiental” (Echeverría 
& Suarez, 2011). 
 
Según los Art. 408 al 415 del actual Código Penal Ecuatoriano (Código Penal, 1971), impone 
multas y sanciones a quienes infrinjan los Derechos de la Naturaleza, mencionaré en forma 
general aquellas infracciones que cometan las personas en contra de la naturaleza:  
 
 Cuando una persona hubiere re cortado o talado sementeras, o plantaciones 
debidas a la industria del hombre o a la naturaleza. 
 
 Al que hubiere talado o destruido un campo sembrado; o derramado en él 
semillas de cizaña, o de cualquier hierba o planta dañina; o roto o descompuesto 




 Al que hubiere derribado, mutilado o descortezado uno o más árboles, de modo 
que perezcan; o destruido uno o más injertos. 
En ningún caso la totalidad de la pena excederá de tres años en cuanto a la 
prisión, ni de treinta y un dólares de los Estados Unidos de Norteamérica en 
cuanto a la multa. 
 
 El que hubiere envenenado caballos u otras bestias de tiro o de carga, animales 
de asta, carneros, cabras o cerdos. 
 
 El que hubiere echado a un río, canal, arroyo, estanque, vivar, o depósito de 
agua sustancias propias para destruir los peces. 
 
 Los que sin causa justificable hubieren matado alguno de los animales 
mencionados, o le hubieren causado una herida o lesión grave. 
 
 El que, sin necesidad, matare a un animal doméstico, o a un animal 
domesticado, o les hubiere causado una herida o lesión grave, en un lugar de 
que el dueño del animal es propietario, usufructuario, usuario, locatario o 
inquilino 
 
 Si en los casos previstos anteriormente ha habido violación de cerramiento, la 
pena se aumentará en el doble. 
 
Posteriormente, mediante Ley 99-49, publicada en el Registro Oficial 2, de 25 de enero de 2000, 
al Código Penal Vigente hasta esa época se le agregó el Capítulo XA (X.1) “DE LOS DELITOS 
CONTRA EL MEDIO AMBIENTE”, luego del Capítulo X, del Título V, del Libro II, Art. 
437.1 al 437.11 del aludido Código Penal (Código Penal, 1971), y en donde el legislador de 
dicha época ya hacía algunas consideraciones sobre los tipos penales a sancionarse, en los 
siguientes casos: 
 
 Quien fuera de los casos permitidos por la ley, produzca, introduzca, deposite, 
comercialice, tenga en posesión, o use desechos tóxicos peligrosos, sustancias 
radiactivas u otras similares que por sus características constituyan peligro para 




 También se aplicará la pena a quien produzca, tenga en posesión, comercialice, 
introduzca armas químicas o biológicas. 
 
 El que infringiere las normas sobre protección del ambiente, vertiendo residuos 
de cualquier naturaleza, por encima de los límites fijados de conformidad con la 
ley, si tal acción causare o pudiere causar perjuicio o alteraciones a la flora, la 
fauna, el potencial genético, los recursos hidrobiológicos o la biodiversidad. 
 
 Cuando ocasionen daños a la salud de las personas o a sus bienes; Cuando el 
perjuicio o alteración ocasionados tengan carácter irreversible; Cuando el acto 
sea parte de actividades desarrolladas clandestinamente por su autor; o, cuando 
los actos contaminantes afecten gravemente recursos naturales necesarios para 
la actividad económica. 
 
 Si a consecuencia de la actividad contaminante se produce la muerte de una 
persona, se aplicará la pena prevista para el homicidio inintencional, si el hecho 
no constituye un delito más grave. 
 
 También existen sanciones para el funcionario o empleado público que 
actuando por sí mismo o como miembro de un cuerpo colegiado, autorice o 
permita, contra derecho, que se viertan residuos contaminantes de cualquier 
clase por encima de los límites fijados de conformidad con la ley, así como el 
funcionario o empleado cuyo informe u opinión haya conducido al mismo 
resultado. 
 
 El que cace, capture, recolecte, extraiga o comercialice, especies de flora o 
fauna que estén legalmente protegidas, contraviniendo las disposiciones legales 
y reglamentarias sobre la materia. 
 
 La pena de prisión será más grave cuando el hecho se cometa en período de 
producción de semilla, o de reproducción o crecimiento de las especies; Cuando 
se cometa contra especies en peligro de extinción; o cuando el hecho se cometa 




 Para aquella persona  que extraiga especies de flora o fauna acuáticas 
protegidas, en épocas, cantidades o zonas vedadas, o utilice procedimientos de 
pesca o caza prohibidos. 
 Para el que destruya, queme, dañe o tale, en todo o en parte, bosques u otras 
formaciones vegetales, naturales o cultivadas, que estén legalmente protegidas. 
 
 Aumentará la pena cuando del delito resulte la disminución de aguas naturales, 
la erosión del suelo o la modificación del régimen climático; o. cuando el delito 
se cometa en lugares donde existan vertientes que abastezcan de agua a un 
centro poblado o sistema de irrigación. 
 
 A aquella persona que sin autorización o sin sujetarse a los procedimientos 
previstos en las normas aplicables, destine las tierras reservadas como de 
protección ecológica o de uso agrícola exclusivo, a convertirse en áreas de 
expansión urbana, o de extracción o elaboración de materiales de construcción. 
 
 Al funcionario o empleado público que actuando por sí mismo o como miembro 
de un cuerpo colegiado, autorice o permita, contra derecho, que se destine 
indebidamente las tierras reservadas como de protección ecológica o de uso 
agrícola exclusivo a un uso distinto del que legalmente les corresponde; así 
como al funcionario o empleado cuyo informe u opinión haya conducido al 
mismo resultado. 
 
El juez penal podrá ordenar, como medida cautelar, la suspensión inmediata de la actividad 
contaminante, así como la clausura definitiva o temporal del establecimiento de que se trate, sin 
perjuicio de lo que pueda ordenar la autoridad competente en materia ambiental. 
 
Para el Ejercicio de la Acción Penal, al tenor de las normas antes citadas, cabe la denuncia que 
puede ser verbal o escrita, así como la Acusación Particular. 
 
Sin embargo debemos tomar en consideración lo dispuesto por el artículo 33 (Código Penal, 
1971), que expresa:” El ejercicio de la acción pública corresponde exclusivamente a la fiscal o 
el fiscal, sin necesidad de denuncia previa. El ejercicio de la acción privada corresponde  
únicamente al ofendido, mediante querella”. 
 
Para el primer caso,  de conformidad con el Art. 42 del Código de Procedimiento Penal: “La 
persona que conociere que se ha cometido un delito de Acción Pública, excepto aquella a quien 
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la Ley se lo prohíbe, debe presentar su denuncia ante el Fiscal competente, la Policía Judicial o 
la Policía Nacional” 
 
El Fiscal que avoca conocimiento, de la referida denuncia, y de acuerdo con los elementos de 
convicción que tenga a su alcance, emprenderá, de acuerdo a su criterio, en una indagación 
previa o directamente dará inicio a una Instrucción Fiscal, en este último caso, en especial, 
cuando la comisión del delito es flagrante y se la tramitará al tenor de lo dispuesto en el Artículo 
161.1 del Código de Procedimiento Penal. 
 
Para el segundo caso, debe procederse tal como lo señala el artículo 52 del Código de 
Procedimiento Penal, que indica: “Puede proponer acusación particular el ofendido”. Y de 
conformidad con el artículo 68, se considera ofendido: (…); 4. “A cualquier persona que tenga 
interés directo, en caso de aquellos delitos que afecten intereses colectivos o difusos.” 
 
En este segundo caso, mediante acusación particular, el ofendido, se constituye en parte 
procesal y puede intervenir en el proceso penal ambiental de conformidad con lo establecido en 
el artículo 69 de este mismo cuerpo normativo. 
 
Cabe indicar que los delitos ambientales, al estar categorizados como delitos de la seguridad 
pública, son delitos de acción penal pública y están sujetos a las reglas generales contempladas 
en los Arts. 221, 225 y 226 del Código Orgánico de la Función Judicial. 
 
 
3.1.2 Acciones Civiles 
 
Tal como lo explica el artículo 42 de la antes aludida Ley de Gestión Ambiental, codificada al 
10 de septiembre de 2004,  “toda persona natural, jurídica o grupo humano podrá ser oída en los 
procesos penales, civiles o administrativos, que se inicien por infracciones de carácter 
ambiental, aunque no hayan sido vulnerados sus propios derechos. 
 
El Presidente de la Corte Superior del lugar en que se produzca la afectación ambiental, será el 
competente para conocer las acciones que se propongan a consecuencia de la misma. Si la 
afectación comprende varias jurisdicciones, la competencia corresponderá a cualquiera de los 
presidentes de las cortes superiores de esas jurisdicciones. 
 




Las personas naturales, jurídicas o grupos humanos, vinculados por un interés común y afectado 
directamente por la acción u omisión dañosa podrán interponer ante el juez competente, 
acciones por daños y perjuicios y por el deterioro causado a la salud o al medio ambiente 
incluyendo la biodiversidad con sus elementos constitutivos. 
 
Sin perjuicio de las demás acciones legales a que hubiere lugar, el juez condenará al responsable 
de los daños al pago de indemnizaciones a favor de la colectividad directamente afectada y a la 
reparación de los daños y perjuicios ocasionados. Además condenará al responsable al pago del 
diez por ciento (10%) del valor que represente la indemnización a favor del accionante. 
 
Sin perjuicio de dichos pagos y en caso de no ser identificable la comunidad directamente 
afectada o de constituir ésta el total de la comunidad, el juez ordenará que el pago, que por 
reparación civil corresponda, se efectúe a la institución que deba emprender las labores de 
reparación conforme a esta Ley. 
 
En todo caso, el juez determinará en sentencia, conforme a los peritajes ordenados, el monto 
requerido para la reparación del daño producido y el monto a ser entregado a los integrantes de 
la comunidad directamente afectada. Establecerá además la persona natural o jurídica que deba 
recibir el pago y efectuar las labores de reparación. 
 
Las demandas por daños y perjuicios originados por una afectación al ambiente, se tramitarán 
por la vía verbal sumaria. 
 
Además, de lo antes anotado, creemos importante transcribir lo que expresa y sostiene el 
tratadista de Derecho Ambiental Ecuatoriano, Doctor Mauricio Angulo Ayoví (Angulo, 2013), 
en su obra varias veces citadas al respecto del juicio civil., en la  en la vía verbal sumaria, quien 
realiza una centrada crítica: 
 
1.- El escaso nivel de conocimientos científicos, teóricos y prácticos de los diversos sectores 
encargados de facilitar la práctica sobre esta materia ambiental, y de los responsables de conocer 
y resolver los procesos que se derivan de las acciones requeridas.  
2.- Por lo general los jueces en conocimiento de un proceso ambiental, desconocen que durante 
las inspecciones judiciales, es donde ellos realizan la valoración teórica y práctica de las partes, 
muchos jueces no permiten realizar observaciones y en muchos de los casos que las partes 
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realicen los alegatos que por ley están facultados a realizar así lo dispone el artículo 244 del 
Código de procedimiento Civil, ya que la pertinencia de cada prueba observada durante la 
inspección judicial se aporta con valoraciones de mucha importancia donde el juez, enriquece su 
conocimiento en el lugar donde se realizó el hecho contaminante.  
3.- En el artículo 839 del Código de procedimiento Civil, está determinado que por ser juicios 
prácticos el juez, debe nombrar peritos sin insinuación de las partes ya que estos le facilitarán el 
reconocimiento de valores medidos en parámetros técnicos de varias nomenclaturas de productos 
químicos, u otras clases de productos que se encuentran de forma natural en el ambiente, pero al 
sufrir ciertos grados de contaminación estos se elevan por encima de los niveles permisibles para 
con la naturaleza y los seres humanos y son de alto riesgo para la salud humana, por lo tanto el 
manejo de los elementos bióticos y abióticos y sus características normales y anormales, son para 
el manejo de profesionales que tengan las experticias necesarias en este tipo de actividades, lo 
cual es imposible para un profesional que tiene otro tipo de preparación y su actividad netamente 
está relacionada con el de la ley por lo cual es difícil que un juez en mucho de los casos sin 
experiencia técnica en manejo elementos bióticos y abióticos pueda manejar el caso sin ayuda de 
dichos expertos. Pero en la mayoría de casos y por la terquedad o desconocimiento en el fondo y 
forma de la materia ambiental, muchos operadores de justicia, consideran que tienen la suficiente 
capacidad y que lo pueden hacer por si solos, como si se tratara del manejo de un juicio verbal 
sumario por una letra de cambio, o un pagaré. Lo cual no es así, por lo que deben nombrar 
peritos en base de la norma del Art. 839 del código de procedimiento civil. 
 
El trámite del juicio verbal sumario, tiene abundante doctrina y jurisprudencia donde los aportes 
y criterios han fortalecido la práctica del derecho ecuatoriano. En materia ambiental por 
mandato constitucional el trámite del juicio verbal sumario trae una novedad fundamental de 
aplicación del derecho como es la responsabilidad objetiva y el traslado de la carga de la prueba 
al gestor o demandado por efectos de contaminación ambiental. 
 
Este acontecimiento novedoso, permite que el trámite de losjuicios verbal sumarios por daños 
ambientales adquieran una categoría "ESPECIAL", porque la responsabilidad objetiva presume 
el daño, correspondiendo al gestor o demandado por efectos de contaminación toda la carga de 
la prueba. 
 
También es menester recordar que la Acción Civil, mediante trámite verbal sumario, está 
contemplada en el artículo 828 y siguientes del Código de Procedimiento Civil (Código de 
Procedimiento Civil, 2005), y ordinariamente tiene tres instancias o niveles de litigio: a) ante el 
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juez civil; b) sube por Recurso de Apelación a la Corte Provincial; y, c) también puede llegar a 
la Corte Nacional, por interponerse, oportunamente,  Recurso de Casación.    
 
3.1.3 Acciones Administrativas y Contencioso administrativas 
 
La Ley de Gestión Ambiental (Ley de Gestión Ambiental, 1999) varias veces citada, en el 
presente estudio, nos trae a continuación los casos que conllevan a una sanción para las 
personas que infrinjan  los derechos de la naturaleza o Pacha Mama: 
 
Cuando los funcionarios públicos, por acción u omisión incumplan las normas de protección 
ambiental, cualquier persona natural, jurídica o grupo humano, podrá solicitar por escrito acom-
pañando las pruebas suficientes al superior jerárquico que imponga las sanciones administrativas 
correspondientes, sin perjuicio de las sanciones civiles y penales a que hubiere lugar. 
El superior jerárquico resolverá la petición o reclamo en el término de 15 días, vencido el cual se 
entenderá, por el silencio administrativo, que la solicitud ha sido aprobada o que la reclamación 
fue resuelta en favor del peticionario (Cap. II, Art. 44). 
 
Para el caso de infracciones que se sancionan en la vía administrativa, el Ministerio del ramo y 
las autoridades que gozan jurisdicción en materia ambiental, se sujetarán al procedimiento 
establecido en el Código de la Salud. De las resoluciones expedidas por los funcionarios de las 
distintas instituciones, podrá apelarse únicamente ante la máxima autoridad institucional, cuya 
resolución causará ejecutoria, en la vía administrativa (Art. 45 de CEP, 1999). 
 
Cuando los particulares, por acción u omisión incumplan las normas de protección ambiental, la 
autoridad competente adoptará, sin perjuicio de las sanciones previstas en esta Ley, las 
siguientes medidas administrativas en el Art. 46 (Ley de Gestión Ambiental, 1999): 
 
a) Decomiso de las especies de flora y fauna obtenidas ilegalmente y de los im-
plementos utilizados para cometer la infracción; y, 
b) Exigirá la regularización de las autorizaciones, permisos, estudios y 
evaluaciones; así como verificará el cumplimiento de las medidas adoptadas 




Para mayor entendimiento, en la práctica, de las acciones administrativas y contencioso 
administrativo, de conformidad con el Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo (Estatuto 
del Régimen Juídico Administrativo de la Función Ejecutiva, 2002) de la Función Ejecutiva, de 
actual vigencia es necesario conocer el significado jurídico de Acto Administrativo: Es toda 
declaración unilateral efectuada en ejercicio de la función administrativa que produce efectos 
jurídicos individuales de forma directa. 
 
Los actos administrativos, para su plena validez deberán ser obligatoriamente notificados al 
administrado y mientras no lo sean no tendrán eficacia con respecto a quienes se haya omitido 
la notificación. La ejecución de actuaciones ordenadas en actos administrativos no notificados 
constituirán, para efectos de la responsabilidad de los funcionarios públicos, vías de hecho. 
 
Todos los actos administrativos expedidos por los órganos y entidades sometidos a este Estatuto 
serán impugnables en sede administrativa o judicial. La impugnación en sede administrativa se 
hará de conformidad de este Estatuto. La impugnación en sede judicial se someterá a las 
disposiciones legales aplicables. 
 
En todo caso, quien se considere afectado por un acto administrativo lo podrá impugnar 
judicialmente ante el respectivo Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo de manera 
directa. No será necesario para el ejercicio de este derecho el que haya precedido reclamación 
administrativa previa, la misma que será optativa. 
 
3.1.3.1 Acciones Contenciosas Administrativas 
 
En caso de que los funcionarios públicos incumplan por acción u omisión, las disposiciones 
legales relativas a temas ambientales, cualquier persona natural o jurídica, puede pedir al 
superior jerárquico la aplicación de sanciones administrativas sin perjuicio de las acciones 
civiles o penales a que haya lugar. 
 
La Acción administrativa, se puede ejercer mediante las siguientes acciones: reclamos 
administrativos o acciones judiciales contenciosas administrativas. 
En los Art. 65, 66 y 69 del Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función 
Ejecutiva (Estatuto del Régimen Juídico Administrativo de la Función Ejecutiva, 2002), y la de 
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Modernización del Estado, establecen de forma detallada el procedimiento y el contenido que 
deben observar los funcionarios en las distintas fases de la administración pública, las mismas 
que se refieren a solicitudes, actos administrativos, actos normativos, procedimientos, etc. Todo 
funcionario debe observar que el acto administrativo que el realice debe observar en su 
contenido y aplicación el respeto a las normas constitucionales y legales que se establecen para 
el Acto materia de análisis. 
 
 
a) ¿Cuándo se puede presentar una Acción Contenciosa Administrativa? 
 
Las acciones contenciosas administrativas proceden contra los actos administrativos, resueltos 
por los funcionarios de las Instituciones del estado que se consideren ilegales o cuando se ha 
agotado el trámite de reclamo administrativo previsto en el Estatuto de Régimen Jurídico 
Administrativo de la Función Ejecutiva. Existen sinnúmero de causas mediante las cuales se 
puede interponer acciones contenciosas-administrativas, para efectos de la defensa de los 
derechos ambientales, estas acciones pueden referirse a las siguientes: 
 
 Cuando el superior jerárquico, no imponga las sanciones o 
resuelva la petición respecto del funcionario que no dio respuestas a una 
terminada solicitud dentro del término que establece la Ley, por ejemplo 
cuando se solicita reiteradamente información sobre estudios de impacto 
ambiental que no son proporcionada. 
 
 Cuando el superior jerárquico haya fallado en contra de un 
reclamo administrativo que por inobservancia a la Ley se haya presentado 
por aprobación indebida de contratos, aprobación ilegal de licencias 
ambientales, de estatutos, de reglamentos, etc. sea violando el 
procedimiento o los requisitos sin los cuales no podría ser posible su 
aprobación. 
 
 Cuando se haya negado la sanción a un funcionario denunciado 
por tener un comportamiento visiblemente negligente. 
 




 Por cualesquiera resolución que se haya adoptado dentro de un 
trámite de jurisdicción administrativa 
 
b) ¿Dónde se presenta una acción contenciosa administrativa? 
 
Agotado o no el trámite administrativo se puede acudir ante el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo de la jurisdicción en donde se expidió el Acto, para proseguir el trámite previsto. 
 
c) ¿Qué se logra con la Acción Contenciosa Administrativa? 
 
Existen diversas acciones que se podrían obtener mediante esta acción, por ejemplo: una 
reforma al acto impugnado, una sanción al funcionario responsable, la reforma del acto 
ilegítimamente expedido, la imposición de multas, la anulación y/o suspensión de los actos 
administrativos (suspensión de la licencia ambiental, nulidad del estudio de impacto ambiental, 
etc.). 
 
En el caso de la acción contenciosa por silencio administrativo se logra la ejecución del Acto de 
parte de la autoridad que lo provocó.” 
 
 
3.1.4 Acciones Constitucionales 
 
Al respecto, hemos considerado necesario y oportuno tomar y transcribir algunas citas textuales 
de la obra “ACCIÓN CONSTITUCIONAL ORDINARIA DE PROTECCIÓN”, del distinguido 
maestro, investigador y jurista ecuatoriano, Doctor Luis Cueva Carrión, por la forma explícita y 
didáctica con que aborda este tema de orden constitucional y procesal constitucional.     
 
EL PROCEDIMIENTO PARA ESTA ACCIÓN (Cueva, 2010): 
 
El procedimiento para esta acción constitucional de protección estáregulado por la Constitución; 
por la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional; por el Reglamento 
de Sustanciación de Procesos de  Competencia de la Corte Constitucional, en forma supletoria, 
por las disposiciones del Código Civil, del Código de Procedimiento Civil, del Código de 
Procedimiento Penal y por la Ley Orgánica de la Procuraduría General del Estado, siempre que 
fueren aplicables y compatibles con el Derecho Constitucional (Disposición Final de la Ley 
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional) (p.75). 
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(…) La Corte Suprema de Justicia ha dicho, en varias oportunidades, que el recurso de 
protección no es una acción popular sino una acción para tutelar los derechos determinados en el 
mencionado art. 20 de la Constitución (p. 77). 
 
¿QUÉ ES LA ACCIÓN CONSTITUCIONAL ORDINARIA DE PROTECCIÓN? 
 
En primer lugar destacamos que la protección al mismo tiempo que es una acción también es un 
derecho y un derecho con rango constitucional. 
 
Nosotros concebimos y definimos a esta acción, así: es una acción procesal oral, universal, 
informal y sumaria que ampara y garantiza judicialmente, en forma directa y eficaz, los 
derechos reconocidos por la Constitución cuando fueren vulnerados por actos u omisiones de la 
autoridad pública no judicial, por políticas públicas o por personas particulares. 
 
La acción que definimos es de carácter universal y de ella pueden hacer uso todos los sujetos de 
un Estado porque éste tiene la obligación ineludible de amparar a todos por igual sin distinción 
de raza, sexo, religión, educación, y pensamiento. Es una herramienta eficaz creada por el 
Estado para proteger a los ciudadanos cuando la autoridad pública o sus políticas o los 
particulares irrespeten sus derechos. 
 
Esta acción protege a los sujetos del Estado ecuatoriano en los casos de violación de los 
derechos reconocidos por la Constitución y posibilita que el "Estado constitucional de derechos 
y justicia, social, democrático…" (Art. 1 de la Constitución), sea una realidad efectiva y plena 
para todo ciudadano cuyos derechos constitucionales hubieren sido conculcados. Sin esta 
acción, habría que recurrir a la justicia ordinaria donde los procesos duran mucho tiempo sabido 
es que, justicia demorada es justicia negada. Además, en la práctica el Estado, estaría 
autorizando a adoptar medidas de hecho para solucionar los problemas y esta actitud negativa 
que niega la civilidad, disminuiría la fe y la esperanza de los ciudadanos en las instituciones 
estatales. 
 
El Estado no solamente nos protege de la autoridad y de las políticas públicas que no respeten 
nuestros derechos, sino también de los particulares: de las personas jurídicas y de las personas 
naturales, porque ambas, y más las primeras, pueden abusar utilizando su poderío económico, 
social y político.  
 
La acción constitucional ordinaria de protección: es el poder de quien carece de poder.  
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3.1.4.1 Características de la Acción Constitucional Ordinaria de Protección 
 
La acción constitucional ordinaria de protección posee identidad y características propias que le 
permiten diferenciarse de las demás acciones constitucionales y legales. Sus características son: 
acción procesal pública y tutelar, universal, informal, inmediata, directa; el trámite debe poseer 
celeridad y preferencia; es sumario, oral; protege los derechos reconocidos por la Constitución 
los principios que rigen a la acción constitucional ordinaria de protección, deber ser 
interpretados y aplicados con criterio amplio. 
 
La acción de protección es una acción cautelar de los derechos constitucionales que se hace 
efectiva mediante la correspondiente garantía jurisdiccional,  es una herramienta jurídica para 
defender y restablecer estos derechos. Es a través de esta acción que podemos recurrir a los 
juzgados y tribunales en demanda de la justicia constitucional que nos corresponde. 
 
Además, esta acción procesal es pública porque cualquier persona, grupo de personas, una 
comunidad, un pueblo o una nacionalidad pueden sentar una demanda de protección ordinaria. 
Si bien esta acción es pública, esto no significa que sea una acción popular. (Ibid, pp.92) 
 
 Es una acción universal: La acción constitucional ordinaria de protección es 
universal en relación con el objeto porque sirve para proteger los derechos 
reconocidos por la Constitución de todos los habitantes del Estado y actúa 
contra la acción u omisión de autoridad pública o de persona natural o 
jurídica que hubiere violado uno de aquellos derechos. 
 
(…) Pese a esta limitación constitucional consideramos que esta acción es 
muy necesaria contra determinados actos u omisiones de los miembros de la 
Función Judicial y debe reformarse la Constitución para permitir su vigencia 
universal sin exclusión de sector alguno, menos de la Función Judicial, 
porque si no actúa sobre ella, carece de valor y eficacia, puesto que el mayor 
número de injusticias, el más alto grado de corrupción (que ya tiene un 
comportamiento mafioso) y el franco y cotidiano atropello de los derechos 
tienen lugar en este sector del aparato estatal.  
 
(…) La acción de protección es universal porque ampara tanto a los derechos 
actualmente existentes y reconocidos en la Constitución, como a aquellos 
creados por instrumentos internacionales y aún a aquellos que no hubieren 
sido creados pero que son "Derivados de la dignidad de las personas, 
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comunidades, pueblos y nacionalidades, que sean necesarios para su pleno 
desenvolvimiento": esta acción constitucional actúa allí donde existan 
derechos de las personas que se deben proteger, nada importa que el Estado 
los hubiere reconocido o no, suficiente es que existan en cualquier 
instrumento internacional vigente o que sean necesarios para el 
desenvolvimiento humano y social de los individuos. 
 
Finalmente, si aún quedara duda del alcance de la protección y de su 
universalidad, se debe aplicar el principio de interpretación constitucional 
pro homine, es decir, el que "Más favorezca a la plena vigencia de los 
derechos y que mejor respete la voluntad del constituyente, y de acuerdo con 
los principios generales de la interpretación constitucional" (Art. 427 de la 
Constitución Política). 
 
La acción constitucional ordinaria de protección protege todos los derechos 
de los sujetos, excepto el derecho a la libertad personal que está garantizado 
por el hábeas corpus y el derecho a solicitar información sobre sí mismo o 
sobre sus bienes, protegido por el hábeas data.  
 
 Es acción  informal: (…) El carácter sumario, la inmediatez, la celeridad y la 
preferencia de la acción constitucional ordinaria de protección hacen que sea 
informal, porque si no lo fuera, estuviera en contradicción con las demás 
características que hemos señalado. Aquí anotamos la siguiente observación 
que es válida para la comprensión, valoración y aplicación de esta acción: 
todas las características guardan relación entre si y funcionan en forma 
coordinada; ninguna excluye a otra y, bajo ningún concepto, puede ser 
excluida; si esto ocurriera, simplemente, la acción pierde su esencialidad y se 
convertiría en otra acción ordinaria más. (Ibídem pp 97-106) 
 
Si bien el art. 10 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional establece los requisitos que debe contener la demanda de 
garantía, sin embargo, esta acción de protección es informal porque el 
procedimiento es oral, en todas sus fases e instancias; porque la demanda 
puede ser presentada en forma oral; porque no se requiere del patrocinio de 
un abogado; porque, aunque la demanda estuviere incompleta, el "Juez debe 
tramitarla y subsanar la omisión de los requisitos que estén a su alcance para 
que proceda la audiencia” siempre que del relato se desprenda que hay una 
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vulneración de derechos grave, (Inciso final del art. 10 de la Ley Orgánica de 
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional). 
 
(…) Por lo tanto, en el trámite de esta acción no se permite formalidad 
alguna que retarde el procedimiento; por esta razón la oralidad es su mejor 
aliada. 
 
 Es acción inmediata, directa y el trámite debe poseer celeridad: La acción 
constitucional ordinaria de protección debe ser propuesta en forma 
inmediata; es decir, tan pronto ocurra la violación de los derechos 
constitucionales, sin esperar la conclusión de un trámite de otra especie. 
Se la interpone en forma directa y, asimismo, la protección debe ser directa y 
eficaz porque acción que, en la práctica no tiene eficacia, carece de valor 
alguno sirve para que los derechos garantizados constitucionalmente sean 
una aclaración elegante y lírica. 
En cuanto al trámite, a más de preferente, también debe gozar de celeridad 
porque de nada vale que se acepte la acción con rapidez y diligencia si luego 
demora su trámite o el juez permite a las partes procesales la introducción de 
cualquier complejidad procesal o de incidentes, puesto que todo incidente 
atenta en forma directa, contra la celeridad.  
(…) Estas características hacen la diferencia entre las acciones 
constitucionales de las que no lo son: las primeras son sencillas, rápidas y 
oportunas, no tienen el boato procedimental que poseen las acciones no 
constitucionales. 
 
 Procesalmente tiene preferencia: Esta acción, constitucionalmente, goza de 
preferencia en el trámite, por lo tanto, debe ser sustanciada en forma 
prioritaria: para un juez no puede existir nada más importante que esta 
acción y ningún pretexto puede impedir su relación práctica; las dilaciones o 
los incidentes aquí no tienen cabida. 
La acción constitucional ordinaria de protección debe tramitarse con 
preferencia y celeridad de lo contrario se confundiría con cualquiera de los 
procedimientos de la justicia ordinaria, actuaría igual que ella, y se 





 La acción se desarrolla en un proceso sumario y oral: La acción 
constitucional ordinaria de protección posee una estructura procesal muy 
simple y sumaria porque frente a ella ninguna complejidad procesal es 
justificable. Las complejidades procesales caracterizan a los procesos 
ordinarios para ocultar la cara de la justicia; esta acción, en cambio, está 
dotada de un procedimiento sumario para evitar que la justicia se enrede en 
los vericuetos procedimentales, porque fue concebida para proteger los 
derechos constitucionales que son básicos y esenciales para todo ser 
humano. Esta acción cautelar se desarrolla en una atmósfera de sencillez 
procesal sin redes de sinuosidad que la atrapen, por eso es accesible aún para 
el ciudadano común que es quien más la necesita. 
 
Por su esencia, el procedimiento para la acción constitucional ordinaria de 
protección es breve, sumario, sencillo, rápido y eficaz; por esto se prohíbe 
los incidentes y aún la inhibición del juez. 
 
Los derechos deben ser protegidos en forma breve y oportuna, porque 
derecho que no se protege a tiempo no es derecho sino una simple 
declaración lírica y, el hombre, no se alimenta ni vive de lirismos, sino de 
realidades que deben plasmarse en el lugar y en el tiempo oportunos; por 
eso, esta acción constitucional, para ser efectiva, debe desarrollarse en un 
trámite sumarísimo. 
 
Para contribuir a la sencillez y rapidez en el trámite de esta acción, la 
Constitución estatuye el sistema oral para esta y las demás acciones, tanto 
para proponerlas como en todo el procedimiento, así lo prescribe el numeral 
2 del art. 86 de la Constitución. 
 
 Es una acción que protege los derechos constitucionales reconocidos por la 
constitución: La acción ordinaria de protección es una acción tuitiva y como 
tal protege los derechos reconocidos por la Constitución, los que constan en 
los tratados internacionales de derechos humanos y los demás "Derechos 
derivados de la dignidad de las personas, comunidades, pueblos y 
nacionalidades, que sean necesarios para su pleno desenvolvimiento" (Art. 




El sistema de derechos estructurado por la Constitución es un sistema abierto 
esto significa que en la Norma Normarum no constan todos sino solamente 
los derechos mínimos y que sobre ellos se puede crear otros. La Corte 
Constitucional es una de las fuentes de creación de los derechos a través de 
la jurisprudencia constitucional; la otra es una fuente abierta porque la 
Norma Fundamental autoriza crear más derechos derivados de la dignidad de 
las personas que fueren necesarios para su pleno desenvolvimiento. 
 
 
3.1.4.2 Principios de la acción constitucional ordinaria de protección 
 
En primer lugar destacamos que las normas constitucionales y las que constan en los 
instrumentos internacionales de derechos humanos deben ser aplicadas en forma obligatoria, 
"Aunque las partes no las invoquen expresamente" del Art. 426, inciso 2 (Asamblea 
Constituyente, 2008) o no las citen; por lo tanto, la autoridad jurisdiccional debe aceptar la 
demanda aún sin que el accionante señale los artículos de la Constitución o de las leyes que 
deberían aplicarse, porque, además no se puede alegar "falta de ley o desconocimiento de las 
normas para justificar la vulneración de los derechos y garantías establecidos en la Constitución, 
para desechar la acción interpuesta en su defensa, ni para negar el reconocimiento de tales 
derechos" del Art. 426, inciso 3 (Asamblea Constituyente, 2008). El numeral 13 del Art. 4 de la 
Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional ha establecido el principio 
lura novit curia, en la forma siguiente: "La jueza o juez podrá aplicar una norma distinta a la 
invocada por los participantes en un proceso constitucional". 
 
Bajo ningún concepto se puede dejar de reconocer los derechos constitucionales y los demás 
que constan en los instrumentos internacionales de derechos humanos; tampoco está permitido 
inaplicarlos. Más todavía: "En caso de duda, se interpretarán en el sentido que más favorezca a 
la plena vigencia de los derechos y que mejor respete la voluntad del constituyente" del Art. 427 
(Asamblea Constituyente, 2008); en consecuencia, no existe pretexto alguno para desconocer, 
para inaplicar o para restringir el alcance y contenido de las normas jurídicas creadoras de los 
derechos. 
 
En adelante ya no habrá pretexto para desechar la acción constitucional ordinaria de protección 
por cuestiones de poca monta porque siempre debe primar el criterio positivo y amplio en 
materia de concepción, interpretación y aplicación de los derechos constitucionales y, además, 
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porque nadie, ni siquiera una norma jurídica puede "Restringir el contenido de los derechos ni 
de las garantías constitucionales" del Art. 11, numeral 4 (Asamblea Constituyente, 2008). 
 
Los jueces deben interpretar los (sic) normas que rigen la acción constitucional ordinaria de 
protección sin restricción alguna, tal como corresponde interpretar preceptos constitucionales, 
mirando, no a los justiciables, sino al derecho que le trata de tutelar; en esta acción, lo 
primordial debe ser la defensa del derecho constitucional porque, sociedad que no defiende sus 
derechos, no merece existir. Además, en la interpretación de los fundamentos que rigen a esta 
acción no le debe olvidar los altos principios teleológicos y axiológicos que inspiraron su 
creación para evitar que se produzca el desamparo de las personas. 
 
(…) La acción en estudio se denomina simplemente acción de protección, este es el nombre que 
le da la Constitución en el Art. 88; nosotros, con fines de sistematización, la hemos denominado 
acción constitucional ordinaria de protección.” 
 
En definitiva, para el ejercicio de esta Acción Constitucional, en favor de los Derechos de la 
Naturaleza, debemos basarnos y fundamentarnos, principalmente, en las normas de la Carta 
Suprema y en las disposiciones de la LOGJCC, a saber:  
 
DE LA CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA DEL ECUADOR, (2008) 
 
Las garantías jurisdiccionales se regirán, en general, por las siguientes disposiciones: 
 
 Cualquier persona, grupo de personas, comunidad, pueblo o nacionalidad podrá 
proponer las acciones previstas en la Constitución. 
 
 Será competente la jueza o juez del lugar en el que se origina el acto o la 
omisión o donde se producen sus efectos, y serán aplicables las siguientes 
normas de procedimiento: 
 
1. El procedimiento será sencillo, rápido y eficaz. Será oral en todas sus 
fases e instancias. 
2. Serán hábiles todos los días y horas. 
3. Podrán ser propuestas oralmente o por escrito, sin formalidades, y sin 
necesidad de citar la norma infringida. No será indispensable el patrocinio de 
un abogado para proponer la acción. 
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4. Las notificaciones se efectuarán por los medios más eficaces que estén 
al alcance del juzgador, del legitimado activo y del órgano responsable del 
acto u omisión. 
5. No serán aplicables las normas procesales que tiendan a retardar su ágil 
despacho. 
6. Presentada la acción, la jueza o juez convocará inmediatamente a una 
audiencia pública, y en cualquier momento del proceso podrá ordenar la 
práctica de pruebas y designar comisiones para recabarlas. Se presumirán 
ciertos los fundamentos alegados por la persona accionante cuando la entidad 
pública requerida no demuestre lo contrario o no suministre información. 
 
 La jueza o juez resolverá la causa mediante sentencia, y en caso de constatarse la 
vulneración de derechos, deberá declararla, ordenar la reparación integral, material e 
inmaterial, y especificar e individualizar las obligaciones, positivas y negativas, a cargo 
del destinatario de la decisión judicial, y las circunstancias en que deban cumplirse. 
 
 Las sentencias de primera instancia podrán ser apeladas ante la corte provincial. Los 
procesos judiciales sólo analizarán con la ejecución integral de la sentencia o 
resolución. 
 
1. Si la sentencia o resolución no se cumple por parte de servidoras o 
servidores públicos, la jueza o juez ordenará su destitución del cargo o 
empleo, sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal a que haya lugar. 
Cuando sea un particular quien incumpla la sentencia o resolución, se hará 
efectiva la responsabilidad determinada en la ley. 
 
2. Todas las sentencias ejecutoriadas serán remitidas a la Corte 
Constitucional, para el desarrollo de su jurisprudencia. (Constitución de la 
República del Ecuador. 2008. Art. 86. Corporación de Estudios y Publicaciones) 
 
 Según el Artículo 87 de la Constitución de la República del Ecuador, se podrán ordenar 
medidas cautelares conjunta o Independientemente de las acciones constitucionales de 
protección de derechos, con el objeto de evitar o hacer cesar la violación o amenaza de 
violación de un derecho. 
 
 El artículo 88 del mismo cuerpo legal nos da a conocer que la acción de protección 
tendrá por objeto el amparo directo y eficaz de los derechos reconocidos en la 
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Constitución, y podrá interponerse cuando exista una vulneración de derechos 
constitucionales, por actos u omisiones de cualquier autoridad pública o judicial; contra 
políticas públicas cuando supongan la privación del goce o ejercicio de los derechos 
constitucionales; y cuando la violación proceda de una persona particular, si la 
violación del derecho provoca daño grave, si presta servicios públicos impropios, si 
actúa por delegación o concesión, o si la persona afectada se encuentra en estado de 
subordinación, indefensión o discriminación. 
 
DE LA LEY ORGÁNICA DE GARANTÍAS JURISDICCIONALES Y 
CONTROL CONSTITUCIONAL 
 
Las acciones para hacer efectivas las garantías jurisdiccionales previstas en la Constitución y 
esta ley, podrán ser ejercidas: 
 
a) Por cualquier persona, comunidad, pueblo, nacionalidad o colectivo, vulnerada o 
amenazada en uno o más de sus derechos constitucionales, quien actuará por sí misma o 
a través de representante o apoderado; y, 
 
b) Por el Defensor del Pueblo. 
 
Se consideran personas afectadas quienes sean víctimas directas o indirectas de la violación de 
derechos que puedan demostrar daño. Se entenderá por daño la consecuencia o afectación que la 
violación al derecho produce. 
 
En el caso de las acciones de hábeas corpus y extraordinaria de protección, se estará a las reglas 
específicas de legitimación que contiene esta ley. 
 
Se presumirán ciertos los hechos de la demanda cuando la entidad pública accionada no 
demuestre lo contrario o no suministre la información solicitada, siempre que de otros 
elementos de convicción no resulte una conclusión contraria. En los casos en que la persona 
accionada sea un particular, se presumirán ciertos los hechos cuando se trate de discriminación 
o violaciones a los derechos del ambiente o de la naturaleza. 
 
La acción de protección tendrá por objeto el amparo directo y eficaz de los derechos 
reconocidos en la Constitución y tratados internacionales sobre derechos humanos, que no estén 
amparados por las acciones de hábeas corpus, acceso a la información pública, hábeas data, por 
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incumplimiento, extraordinaria de protección y extraordinaria de protección contra decisiones 
de la justicia indígena. 
 
Se podrá presentar cuando concurran los siguientes requisitos: 
 
1. Violación de un derecho constitucional; 
2. Acción u omisión de autoridad pública o de un particular de conformidad con el 
artículo siguiente; y, 
3.  Inexistencia de otro mecanismo de defensa judicial adecuado y eficaz para 
proteger el derecho violado. 
 
 
La acción de protección procede contra: 
 
1) Todo acto u omisión de una autoridad pública no judicial que viole o haya violado los 
derechos, que menoscabe, disminuya o anule su goce o ejercicio. 
 
2) Toda política pública, nacional o local, que conlleve la privación del goce o ejercicio de 
los derechos y garantías. 
 
3) Todo acto u omisión del prestador de servicio público que viole los derechos y 
garantías. 
 
4) Todo acto u omisión de personas naturales o jurídicas del sector privado, cuando ocurra 
al menos una de las siguientes circunstancias: 
 
a) Presten servicios públicos impropios o de interés público; 
b) Presten servicios públicos por delegación o concesión; 
c) Provoque daño grave; 
d) La persona afectada se encuentre en estado de subordinación o indefensión frente a 
un poder económico, social, cultural, religioso o de cualquier otro tipo. 
 






Para complementar el tratamiento de este apartado, me parece pertinente referirme a los 
contenidos del texto del Código Orgánico Integral Penal (COIP), que en el Capítulo IV, de los 
Delitos contra el Ambiente y la Naturaleza o Pacha Mama, manifiesta: 
 
EL CÓDIGO ORGÁNICO INTEGRAL PENAL (COIP)  
 
El COIP, aprobado por la Asamblea Nacional el 28 de enero de 2014 y publicado en el RO –S 
180 el 10 de febrero de 2014 y cuya entrada en vigencia, por mandato legislativo será 180 días 
después, o sea el mes de agosto, presenta algunos aspectos nuevos en nuestro sistema penal. 
Para tener una idea más clara, veamos lo más sobresaliente de los contenidos en materia de los 
derechos de la naturaleza. 
 
El Capítulo IV titulado: DE LOS DELITOS CONTRA EL AMBIENTE Y LA NATURALEZA 
O PACHA MAMA (Código Orgánico Integral Penal (COIP), 2014), aborda las definiciones, 
conceptos jurídicos, fijación de responsabilidades y de penas.  
 
Dividido este capítulo en cinco secciones, nos interesa para nuestro trabajo las cuatro primeras 
(Código Orgánico Integral Penal (COIP), 2014):  
 
 Sección Primera. Delitos contra la biodiversidad.- En primera instancia se tipifica 
como delito contra la biodiversidad:  
 
1. Invasión de áreas de importancia ecológica, referidas a las áreas del Sistema 
Nacional de áreas protegidas o ecosistemas frágiles. Si a consecuencia de la 
mencionada invasión se causaren graves daños a la biodiversidad y a los recursos 
naturales; y, si para ejecutar la invasión, se financie y dirija  aprovechándose de 
engaños y falsas promesas. (Art. 245 del COIP) 
 
2. Incendios forestales y de vegetación, que directa o indirectamente sean 
provocados por personas, en bosques forestales, en plantaciones o páramos, 
merecerá la privación de libertad de uno a tres años. Si a consecuencia del incendio 
se produce la muerte de  una o más personas la pena será de trece a dieciséis años. 
(Art. 246 del COIP) 
 
3. Delitos contra la flora y fauna silvestres.- Por la importancia y complejidad de 
este apartado, me permito transcribir textualmente. “La persona que cace, pesque, 
 96 
 
capture, recolecte, extraiga, tenga transporte, trafique, se beneficie, permute o 
comercialice, especímenes o sus partes, sus elementos constitutivos, productos y 
derivados, de flora o fauna silvestre terrestre, marina o acuática, de especies 
amenazadas, en peligro de extinción y migratorias, listadas a nivel nacional por la 
Autoridad Ambiental Nacional así como instrumentos y tratados internacionales 
ratificados por el Estado, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a 
tres años”.(Art. 267 del COIP). 
 
La pena máxima prevista en el mencionado artículo, se aplicará cuando el ilícito se cometa en 
período o zona de siembra de semillas, tratándose de vegetales, o de reproducción, incubación, 
anidación, parto, crianza o crecimiento de las especies; o que se realice dentro del Sistema de 
Áreas Protegidas. 
 
Hay una excepción de estas penas, en los casos en que la pesca, caza o captura se realizan con 
fines de subsistencia. Igualmente, cuando haya tala de árboles con finalidad de construcción de 
las viviendas de las comunidades en sus territorios ancestrales.  
 
4. Delitos contra los recursos del patrimonio genético nacional.- Son tres los casos 
en los que la ley sanciona los delitos contra el patrimonio genético nacional, y son:  
 
a) En caso en que una persona acceda, sin ninguna autorización a un recurso genético 
del patrimonio nacional, será sancionada con la pena de tres a cinco años, pero si 
esa apropiación fuese hecha con fines comerciales, la pena será un tercio mayor.  
 
b) Quien ingrese, reproduzca, trafique o comercialice, organismos o material orgánico 
e inorgánico que pueda alterar de manera definitiva el patrimonio genético nacional, 
merecerá la pena privativa de libertad de tres a cinco años, tomando en cuenta el 
valor de los perjuicios causados. Se entiende que si los perjuicios son irreversibles y 
de enorme consideración, las penas deberán ser mayores a las enunciadas. 
 
c) La pérdida del patrimonio genético nacional causada por una persona en forma de 
acciones u omisiones, será sancionada a una pena de tres a cinco años de privación 
de la libertad. (Art. 248 del COIP) 
 
Contravención de maltrato y muerte de mascotas y animales de compañía.- La persona que 
por acción u omisión cause daño, lesión o deterioro a la integridad física de una mascota o 
animal de compañía, será sancionada a la pena de cincuenta a cien horas de trabajo comunitario. 
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Si por las razones arriba expuestas, se cause la muerte del animal, la pena será de tres a siete 
días de privación de la libertad. Particularmente pienso que si la lesión o la muerte del animal 
fueron hechas con brutalidad violenta, de manera que el animal sufrió mucho, la pena debería 
ser mayor. 
 
En este mismo considerando se establece que si la muerte del animal o mascota fue hecha con la 
finalidad de poner fin al sufrimiento, por enfermedad incurable, por accidente sufrido, o por 
motivo de fuerza mayor, el actor no sufrirá sanción alguna, siempre y cuando las acciones 
tomadas, fueran avaladas por un especialista en la materia. (Art. 249)  
 
Peleas o combates entre perros.- La persona o personas que entrenen, organicen, promocionen 
o programen peleas entre perros, serán sancionados con pena privativa de libertad de siete a diez 
días. Si a consecuencia de la pelea programada, el o los perros resultaren con mutilaciones, 
heridas o muerte, serán sancionados con privación de la libertad de quince a treinta días. (Art. 
250).  
 
Debería incrementarse la pena si estas peleas son organizadas con fines de lucro. Me permito 
sugerir que se piense en alguna medida que desestimule las peleas de gallos, porque en éstas 
también se somete a estas aves a mutilaciones y a muerte y todo por motivaciones de orden 
pecuniario.  
 
 Sección Segunda. Delitos contra los recursos naturales.-  
 
Antes de entrar en el tratamiento de esta clase de delitos, se impone aclarar que el agua, el suelo 
y el aire son elementos naturales absolutamente necesarios para la vida vegetal, animal y 
humana, en consecuencia, cualquier acto que atente contra estos elementos, es también un 
atentado contra la vida.  
 
Delitos contra el agua.- Quien contamine, deseque o altere los cuerpos de agua, vertientes, 
fuentes, caudales ecológicos, aguas naturales, subterráneas o afloradas de las cuencas 
hidrográficas, y en general los recursos hidrobiológicos y daños considerados gravosos para la 
vida, recibirán penas de privación de libertad de tres a cinco años.  
 
Esta pena será del máximo si la infracción es perpetrada en un espacio correspondiente a áreas 
protegidas y son efectuadas con ánimo de lucro y con métodos e instrumentos que produzcan 




Delitos contra el suelo.- Quien contraviniere las normativas sobre ordenamiento territorial y 
ambiental, cambie el uso del suelo forestal o el suelo destinado al mantenimiento y 
conservación de ecosistemas nativos y sus funciones ecológicas, que afecte y dañe su capa 
fértil, cause erosión o desertificación, provocando daños graves, será sancionado con pena 
privativa de libertad de tres a cinco años.  
 
Se impondrá la pena máxima si la infracción es perpetrada en suelos pertenecientes al Sistema 
Nacional de Áreas Protegidas. Si fue ejecutada con ánimo de lucro y si los resultados producen 
daños extensos.  
 
Delitos por contaminación del aire.- Quien contraviniere las normas vigentes sobre no 
contaminación del aire, produzca contaminación del aire, la atmósfera, o demás componentes 
del espacio aéreo, en niveles tales que resulten daños graves a los recursos naturales, la 
biodiversidad y la salud humana, será sancionado con pena privativa de libertad de uno a tres 
años. (Art. 253)  
 
Imponiendo un principio de lógica jurídica, debería haber ponderación en la fijación de penas, 
por igual para los casos de daños producidos en el suelo, en el agua y en el aire, ya que los tres 
elementos son igualmente indispensables para la vida. Es más, la contaminación del aire 
produce efectos que influyen en la fertilidad del suelo y en la pureza y caudal del agua. Y 
viceversa, la afectación a los elementos suelo y agua, produce alteraciones en la pureza del aire. 
 
 Sección Tercera- Delitos contra la gestión ambiental.- Debido a la gravedad y 
volumen que la comisión de estos delitos significa para la vida, la sociedad y los 




“Gestión prohibida o no autorizada de productos, residuos, desechos o sustancias 
peligrosas.- La persona que,  contraviniéndolo establecido en la normativa vigente, desarrolle, 
produzca, tenga, disponga, queme, comercialice, introduzca, importe, transporte, almacene, 
deposite o use, productos, residuos, desechos y sustancias químicas o peligrosas, y con esto 
produzca daños graves a la biodiversidad y recursos naturales, será sancionada con pena 






Será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años cuando se trate de:    
 
1. Armas químicas biológicas o nucleares.  
2. Químicos y Agroquímicos prohibidos, contaminantes orgánicos persistentes 
altamente tóxicos y sustancias radioactivas.  
3. Diseminación de enfermedades o plagas.  
4. Tecnologías, agentes biológicos experimentales u organismos genéticamente 
modificados nocivos y perjudiciales para la salud humana o que atenten contra la 
biodiversidad y recursos naturales.  
 
Si como consecuencia de estos delitos se produce la muerte, se sancionará con pena privativa de 
libertad de dieciséis a diecinueve años. 
 
En este último inciso debe especificarse que la muerte que se produce es la de un ser humano, 
porque como está redactado el mencionado inciso podría interpretarse que se tratará de la 
muerte de un animal.  
 
 
 Sección cuarta. –Disposiciones comunes: En esta sección tenemos como 
disposiciones comunes, las siguientes: 
 
1. Definiciones y normas de la Autoridad Ambiental Nacional. La ley establece las 
competencias de la Autoridad Ambiental Nacional (AAN), para determinar, para 
cada delito contra el ambiente y la naturaleza, las definiciones técnicas y el alcance 
de daño grave. Establecerá, además, las normas relacionadas con la obligación de 
restauración, la identificación de ecosistemas frágiles y el listado de especies de 
flora y fauna silvestres en peligro de extinción y migratorias. (Art. 256) 
 
Como puede observarse, el ámbito de acción de la Autoridad Ambiental Nacional, además de 
ser muy amplio, es de suma importancia para la preservación del ambiente y la naturaleza.  
 
2. Obligación de restauración y reparación.- Además de las sanciones establecidas 
en este capítulo, se aplicarán medidas concomitantes con la obligación de restaurar 
íntegramente los ecosistemas, y de compensar, reparar e indemnizar a las personas 
y comunidades afectadas por los daños causados.  
Si el Estado asumiera estas responsabilidades a través de la Autoridad Ambiental 
Nacional (AAN), aplicará las acciones de repetición contra la persona natural o 
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jurídica que haya causado directa o indirectamente el mencionado daño. Las normas 
relacionadas con el derecho de restauración de la naturaleza, serán de obligatorio e 
inmediato cumplimiento. (Art. 257)  
 
3. Pena para las personas jurídicas.- Si se determina y prueba responsabilidad de 
una persona jurídica en la comisión de los delitos contra el ambiente y la naturaleza, 
se establecen las siguientes sanciones penales:  
 
 Multa de cien a trescientos salarios básicos unificados del trabajador en general; 
clausura temporal, comiso y remediación de los daños ambientales. El delito, según la 
envergadura de los daños y la gravedad de los mismos, será sancionado con la pena de 
privación de la libertad de uno a tres años. 
 
 Multa de doscientos a quinientos salarios básicos unificados del trabajador en general, 
clausura temporal, comiso y remediación de los daños ambientales y, si el delito tiene 
prevista una pena de privación de la libertad de tres a cinco años. 
 
 Multa de quinientos a mil salarios básicos unificados del trabajador, clausura definitiva, 
comiso y la remediación de los daños ambientales, si el delito tiene prevista una pena de 
privación de la libertad superior a los cinco años. (Art. 258)  
 
 
A las penas impuestas en el artículo anterior por daños ambientales, la ley reconoce atenuantes, 
en su Art. 259 donde se establece que: “Se podrá reducir hasta un cuarto de las penas contenidas 
en este capítulo, cuando la persona que ha cometido la infracción, adopte las medidas y acciones 
que compensen los daños ambientales. La calificación y seguimiento de las medidas y acciones 
se hará bajo la responsabilidad de la Autoridad Ambiental Nacional”.  
 
Puede interpretarse la determinación de este artículo, en el sentido de que las penas se rebajan si 
el infractor, por iniciativa propia, inicia los trabajos de remediación de los daños ambientales 
ocasionados por él. Caso contrario, si las medias de remediación son aplicadas por mandato y 
bajo el imperio de la ley, no veo razón alguna de rebaja de las penas. 
 
La Sección Quinta de este capítulo IV, se refiere a los delitos contra los recursos naturales no 
renovables. Entre éstos, los delitos contra los recursos mineros, los delitos contra la actividad 
hidrocarburífera, derivados de hidrocarburos, gas licuado de petróleo y biocombustibles, así 
como los delitos contra la adulteración de estos productos, el almacenamiento, transporte, 
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envasado, comercialización o distribución ilegal o mal uso de los productos derivados de 
hidrocarburos, gas licuado o biocombustibles.. También se penaliza delitos por 
almacenamiento, transporte, comercialización y distribución ilegal en zonas fronterizas, puertos 
marítimos o fluviales o mar territorial.  
 
Como colofón de este apartado sobre los delitos ambientales y las penas para las personas que 
hayan cometido delitos ambientales, contra la naturaleza o Pacha Mama, se puede establecer 
que el Código Orgánico Integral Penal establece, por primera vez en nuestro ordenamiento 
jurídico la tipificación y sanción penal de las diferentes infracciones en contra del Ambiente y la 





























INVESTIGACIÓN DE CAMPO 
 
El estudio análisis del tema- problema propuesto parte de la información general a la particular, 
ya que el cuidado y respeto de los derechos de la naturaleza es obligación de todos los 
ciudadanos, no sólo de la ciudad,  provincia, región o país, sino a nivel mundial,  por cuanto, 
nuestra Constitución es altamente garantista en materia de derechos en general, y de la naturaleza 
en particular, de allí que es catalogada como una Constitución ambientalista dentro del 
Continente Americano. 
 
La investigación  se circunscribirá a los estudios realizados dentro la provincia de Napo, 
específicamente en la  ciudad de Tena en Juzgados Penales y Fiscalía, para determinar los 
procesos legales instaurados por el irrespeto a los derechos de la naturaleza.  
 
4.1. Diseño del instrumento de la investigación 
 




Mediante este instrumento, recabaremos datos de los distintos sujetos que intervienen en los 
Derechos de la Naturaleza en el ordenamiento constitucional vigente, en Ecuador, tales como 
Jueces, Fiscales, Intendentes y Abogados de la provincia de Napo. El formulario a emplear se 











4.2 Aplicación de los instrumentos de investigación y procesamiento de la 
información 
 
La investigación se realizó en la ciudad de Tena, provincia de Napo, tanto en los Juzgados, 
Fiscalías, Intendencia y Abogados en libre ejercicio profesional, con una población de 100 
personas en total.  
De esta población se tomará una muestra en razón de la siguiente fórmula: 
 



























n = 80.16 
n =
𝑁
𝐸2 𝑁 − 1 + 1
 
n= Número de personas de la 
muestra 
N= Población (100) 




Fórmula que arrojó una muestra conformada por 40 personas, conforme al siguiente detalle: 
 
Tabla 1: Población Encuestada 
ESTRATO NUMERO PORCENTAJE 
ABOGADOS 21 52,5 
JUECES  13 32,5 
FISCALES  5 12,5 
INTENDENTE 1 2,5 
TOTAL 40 100% 
Elaborado por: Huaira Yajanua Paredes 
 
Gráfico 1: Población Encuestada 
 














a) PREGUNTA 1: “¿Conoce Usted sobre la normativa constitucional y legal vigente en el 
Ecuador, que se relaciona con los derechos de la naturaleza?” 
 






Elaborado por: Huaira Yajanua Paredes 
 
Gráfico 2: Pregunta 1 
 
Elaborado por: Huaira Yajanua Paredes 
 
Análisis de la información de la pregunta No. 1: 
Como observamos, el resultado obtenido de la Pregunta No 1, el 52,50% de la población 
encuestada respondió que conoce sobre la normativa constitucional y legal vigente en el 
Ecuador, que se relaciona con los derechos de la naturaleza; mientras que el 47,50% respondió 
que conoce medianamente acerca del tema, lo que significa que es necesario mayor difusión 
gubernamental, a partir del Sistema de Justicia, Ministerios respectivos, y órganos estatales en 
general, para que se cumpla el Principio de Derecho que la Ley debe ser conocida por todos los 







OPCIONES FRECUENCIA PORCENTAJE 
SÍ 21 52,5 % 
NO 0 0 % 
MEDIANAMENTE 19 47,5 % 
TOTAL 40 100 % 
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b) PREGUNTA 2: “¿Considera Usted que la normativa legal vigente en el Ecuador, sobre 
los derechos de la naturaleza, guardan armonía con la Constitución de la República, 
vigente?” 
 







Elaborado por: Huaira Yajanua Paredes 
 
Gráfico 3: Pregunta 2 
 
Elaborado por: Huaira Yajanua Paredes 
 
Análisis de la información de la pregunta No. 2: 
De esta pregunta obtuvimos que el 65% de la población encuestada respondió que la normativa 
legal vigente en el Ecuador, sobre los derechos de la naturaleza, guarda medianamente armonía 
con la actual Constitución de la República; mientras que, el 27,50% considera que si existe 
armonía entre la Constitución y la normativa legal vigente en el Ecuador. Y el 7,50% restante 
indicó que no existe armonía alguna entre las leyes antes mencionadas. Lo antes dicho nos hace 
suponer que es necesaria una revisión total de las leyes y las normas secundarias para que sean 







OPCIONES FRECUENCIA PORCENTAJE 
SÍ 11 27,5 % 
NO 3 7,5 % 
MEDIANAMENTE 26 65 % 
TOTAL 40 100 % 
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c) PREGUNTA 3: “¿Cree Usted que la Normativa secundaria existente sobre los derechos 
de la naturaleza debe ser reformada y mejorada para que guarde armonía con la 
normativa constitucional?” 
 








Elaborado por: Huaira Yajanua Paredes 
 
Gráfico 4: Pregunta 3 
 
Elaborado por: Huaira Yajanua Paredes 
 
Análisis de la información de la pregunta No. 3: 
De las respuestas obtenidas, en relación a esta pregunta, podemos determinar sin mayor 
esfuerzo, que el 92,50% de la población encuestada respondió, que la Normativa secundaria 
existente sobre los derechos de la naturaleza debe ser reformada y mejorada para que guarde 
armonía con la normativa constitucional vigente, es menester que la Asamblea Nacional 
emprenda urgentemente en la revisión y reforma a la norma jurídica relacionada con el Derecho 
Ambiental en el Ecuador. Vale recalcar que solamente el 7,50% de la población está 








OPCIONES FRECUENCIA PORCENTAJE 
SÍ 37 92,5 % 
NO 0  0     % 
MEDIANAMENTE 3 7,5   % 
TOTAL 40 100 % 
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d) PREGUNTA 4: “¿Está de acuerdo Usted con la elaboración y publicación de un nuevo 
Código Ambiental, en favor de los derechos de la naturaleza?” 
 








Elaborado por: Huaira Yajanua Paredes 
 
Gráfico 5: Pregunta 4 
 
Elaborado por: Huaira Yajanua Paredes 
 
Análisis de la información de la pregunta No. 4: 
El 92,50% de la población encuestada respondió que está de acuerdo con la elaboración y 
publicación de un nuevo Código Ambiental, en favor de los derechos de la naturaleza, mientras 
que el 7.50% indicó que están medianamente de acuerdo. Este porcentaje mayoritario, nos hace 
pensar certeramente que a través de los medios de información masiva del país, la población 
tiene conocimiento de que ya existe el Proyecto de un Nuevo Código Ambiental que venga a 









OPCIONES FRECUENCIA PORCENTAJE 
SÍ 37 92,5 % 
NO 0  0     % 
MEDIANAMENTE 3 7,5   % 
TOTAL 40 100 % 
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e) PREGUNTA 5: “¿Está de acuerdo Usted en que en el nuevo Código Integral Penal, el 
Asambleísta se refiera a los nuevos tipos penales para castigar los variados delitos de la 
naturaleza?” 
 







Elaborado por: Huaira Yajanua Paredes 
 
 
Gráfico 6: Pregunta 5 
 
Elaborado por: Huaira Yajanua Paredes 
 
Análisis de la información de la pregunta No. 5: 
Aquí podemos observar con claridad que el 87,50% de la población encuestada respondió que 
en el nuevo Código Integral Penal, el Asambleísta se refiera a los nuevos tipos penales para 
castigar los variados delitos de la naturaleza, lo que significa que la población día a día se 
preocupa por la problemática ambiental dentro del país. También observamos que solo el 








OPCIONES FRECUENCIA PORCENTAJE 
SÍ 35 87,5 % 
NO 0  0     % 
MEDIANAMENTE 5 12,5   % 
TOTAL 40 100 % 
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f) PREGUNTA 6: “¿Concuerda Usted que las Contravenciones Ambientales deberían ser 
mejor definidas y singularizadas en el nuevo Código Integral Penal?” 
 







Elaborado por: Huaira Yajanua Paredes 
 
Gráfico 7: Pregunta 6 
 
Elaborado por: Huaira Yajanua Paredes 
 
Análisis de la información de la pregunta No. 6: 
De la misma manera, en relación a esta pregunta podemos constatar que el 92,50% de la 
población encuestada respondió que las Contravenciones Ambientales deberían ser mejor 
definidas y singularizadas en el nuevo Código Integral Penal, lo que significa que el 
Asambleísta debe ponerle especial atención a este tipo de infracciones que por pequeñas o 
menos importantes que sean en relación con los delitos, se merecen ser mejormente definidas y 







OPCIONES FRECUENCIA PORCENTAJE 
SÍ 37 92,5 % 
NO 0  0     % 
MEDIANAMENTE 3 7,5   % 
TOTAL 40 100 % 
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g) PREGUNTA 7: “¿Conoce Usted si los Señores Jueces, Fiscales, e Intendentes, aplican la 
normativa medioambiental en forma correcta?” 
 







Elaborado por: Huaira Yajanua Paredes 
 
Gráfico 8: Pregunta 7 
 
Elaborado por: Huaira Yajanua Paredes 
 
Análisis de la información de la pregunta No. 7: 
Las respuestas dadas a esta pregunta, nos hacen pensar que existe cierto desconocimiento por 
parte de los encuestados, sobre la normativa ecológica y ambiental dentro del sistema de justicia 
en el Ecuador, toda vez que solamente el 72,50% conocen y aplican la normativa 
medioambiental en forma correcta. El  15% de la población encuestada indicó que sí conocen y 









OPCIONES FRECUENCIA PORCENTAJE 
SÍ 6  15   % 
NO 5   12,5 % 
MEDIANAMENTE 29   72,5 % 
TOTAL 40 100 % 
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h) PREGUNTA 8: “¿Ha observado Usted si los Abogados en libre ejercicio de la profesión 
tienen un conocimiento técnico y vasto respecto a la normativa medioambiental en el 
Ecuador?” 
 







Elaborado por: Huaira Yajanua Paredes 
 
Gráfico 9: Pregunta 8 
 
Elaborado por: Huaira Yajanua Paredes 
 
Análisis de la información de la pregunta No. 8: 
Al respecto, el 70% de la población encuestada respondió que ha observado que los Abogados 
en libre ejercicio de la profesión tienen un mediano conocimiento técnico y vasto respecto a la 
normativa medioambiental en el Ecuador. El 20% de la población respondió que los mismos 
Abogados no tienen un conocimiento técnico y vasto respecto a esta normativa; mientras que el 







OPCIONES FRECUENCIA PORCENTAJE 
SÍ 4 10 % 
NO 8  20  % 
MEDIANAMENTE 28   70   % 
TOTAL 40 100 % 
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i) PREGUNTA 9: “¿Cree Usted que debe haber mejor coordinación entre el sistema de 
justicia y el Ministerio del Ambiente del Ecuador, en defensa de los derechos de la 
Naturaleza?” 
 







Elaborado por: Huaira Yajanua Paredes 
 
Gráfico 10: Pregunta 9 
 
Elaborado por: Huaira Yajanua Paredes 
 
Análisis de la información de la pregunta No. 9: 
La respuesta a esta pregunta es absolutamente contundente. El 100% de la población encuestada 
respondió que debe haber mejor coordinación entre el sistema de justicia y el Ministerio del 
Ambiente del Ecuador, en defensa de los derechos de la Naturaleza, lo que significa que el 
Ministerio del Ambiente debe mantener información actualizada, técnica y científica, cruzada, a 
través de sus sistemas informáticos, con el sistema de Justicia en su conjunto, constituido por la 
Función Judicial, Fiscalía, y Defensoría Pública Nacional, para lograr los objetivos de las 




OPCIONES FRECUENCIA PORCENTAJE 
SÍ 40 100  % 
NO 0  0     % 
MEDIANAMENTE 0  0     % 
TOTAL 40 100 % 
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j) PREGUNTA 10: “¿Piensa Usted que las Autoridades tanto judiciales como 
administrativas del país deben emprender en sendas campañas de difusión, tendientes a 
socializar el respeto por los derechos de la naturaleza? 
 







Elaborado por: Huaira Yajanua Paredes 
 
Gráfico 11: Pregunta 10 
 
Elaborado por: Huaira Yajanua Paredes 
 
Análisis de la información de la pregunta No. 10: 
El 95% de la población encuestada respondió que las Autoridades tanto judiciales como 
administrativas del país deben emprender en sendas campañas de difusión, tendientes a 
socializar el respeto por los derechos de la naturaleza. Así mismo, es necesario que en el 
Sistema Educativo Vigente en el Ecuador, partiendo desde los primeros años de la enseñanza 
oficial, el bachillerato, y la formación universitaria deben constar en sus mallas curriculares, la 








OPCIONES FRECUENCIA PORCENTAJE 
SI 38 95   % 
NO 0  0     % 
MEDIANAMENTE 2  5     % 
TOTAL 40 100 % 
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4.3 Análisis General del Resultado 
 
Haciendo un juicio valorativo, en forma objetiva y lógica, podemos establecer y determinar como 
resultado lo siguiente: 
 
 
 Que la normativa constitucional y legal respecto a los derechos de la naturaleza en el 
Ecuador, es conocida en un buen porcentaje, pero el éxito sería que las mismas sean 
conocidas por todos los ciudadanos dentro del país.  
 
 
 Que la normativa legal-ambiental dentro de nuestro Estado, guarda una mediana armonía 
con la Constitución de la República Vigente. 
 
 
 Que las normativas legales que se encuentran vigentes, deben ser reformadas y 
mejoradas para que entre en mejor armonía con las normas constitucionales. 
 
 
 Que es necesaria la existencia y publicación de un Código Ambiental en donde se legisle 
en favor de los Derechos de la Pachamama.  
 
 
 Así mismo, urge la necesidad que en el nuevo Código Integral Penal se incluyan los 
nuevos tipos penales para castigar diversos delitos contra la Madre Tierra. 
 
 
 Que en el nuevo Código Integral Penal, las Contravenciones Ambientales deberían ser 
mejor definidas y singularizadas 
 
 
 Que los señores Jueces, Fiscales e Intendentes de Policía, medianamente conocen y 




 De la misma forma, que los Abogados en libre ejercicio de la profesión tienen un 
mediano conocimiento técnico sobre la normativa medioambiental. 
 
 
 Que es imprescindible una mejor y mayor coordinación entre el Sistema de Justicia y el 
Ministerio del ramo, para alcanzar el objetivo que representa la defensa de los Derechos 
de la naturaleza; y, 
 
 
 Que las Autoridades Judiciales y Administrativas deben emprender en sendas campañas 
de difusión masiva para socializar dentro del territorio nacional, el respeto a los 







Como consecuencia de la presente investigación, se ha llegado a las conclusiones siguientes:  
 
 La legislación en materia de defensa de la naturaleza ya se vino haciendo presente en la 
década de los años setenta, en forma limitada; pero en los años ochenta comienza a 
cobrar fuerza en América y en Europa. En la última década del pasado siglo la 
legislación ambiental se generaliza en muchos países. 
 
 Ecuador es el primer país en el mundo que incluye los derechos de la naturaleza como 
reconocimiento y mandato constitucional. Esta decisión constitucional, aprobada por la 
Asamblea Nacional Constituyente de Montecristi en el año 2008 y refrendada en 
referéndum nacional, eleva a la naturaleza a la  calidad de sujeto de derechos. 
 
 La normativa constitucional le confiere plenos derechos a la naturaleza, poniéndola al 
mismo nivel que el resto de derechos constitucionales. Esto se refleja, inclusive, en la 
estructura del texto constitucional al dedicar todo un Capítulo VII a esta materia. 
 
 Sin embargo de que la Legislación Ambiental ecuatoriana es muy amplia, (diez tomos en 
esta materia, que incluye el marco legal, La Biodiversidad y áreas protegidas, los 
Bosques Protectores, Convenios Internacionales en materia de control ambiental, la 
Legislación Ambiental…,), dentro de este mismo marco legal hay vacíos y 
contradicciones, tanto en materia de prevención como de sanción. Es notoria la falta de 
concordancia con la normativa constitucional, 
 
 En seis años de vigencia de la Constitución, es evidente que no se ha respetado 
completamente la normativa, respecto a los derechos de la naturaleza, por falta de leyes 












 Es menester elaborar, aprobar y publicar un Código Orgánico Ambiental que unifique 
toda la normativa en materia de legislación ambiental, que estas leyes se adecúen a las 
normativas constitucionales. 
 
 Se impone contar con juzgados especializados en derecho ambiental, para que avoquen 
conocimiento de las contravenciones, y delitos atentatorios a los derechos de la 
naturaleza.  
 
 Tomando en consideración el principio de que “los derechos serán plenamente 
justiciables”, se debe legislar para que en el nuevo Código Integral Penal, se incluyan: la 
tipificación de las infracciones contra los derechos de la naturaleza, así como las 
sanciones y las penas. 
 
 Tomando en cuenta que la naturaleza en general y el ambiente biodiverso, en particular, 
son elementos esenciales para la conservación de la vida en el planeta, constituye un 
imperativo categórico implementar instrumentos, medidas y recursos que permitan 
cautelar la integridad de la Pachamama. 
 
 Concomitante con la anterior recomendación, creo necesario crear una policía 
especializada en materia de protección ambiental, de cuidado y protección de la 
naturaleza y de combate a quienes cometen actos delictivos contra el medio ambiente. 
 
 Que se estructure un manual de procedimientos cautelares, expedito y eficaz, mediante el 
cual, los órganos de gobiernos autónomos cantonales, provinciales y regionales, puedan 
dictar medidas urgentes y coercitivas, en los casos de que se presuma una amenaza 
inminente y grave contra algún derecho de la naturaleza, y de esta forma prevenir y 











PROYECTO DE REFORMA A LA LEY DE GESTIÓN AMBIENTAL 
LA ASAMBLEA NACIONAL DEL ECUADOR 
CONSIDERANDO: 
 
Que, es indispensable aplicar medidas precautelatorias que permitan el real cumplimiento del 
mandato constitucional respecto de los derechos de la naturaleza;  
 
Que,  nuestras leyes vigentes solo contemplan sanciones penales mínimas, para quienes atentan 
contra los derechos de la naturaleza;  
 
Que,  para evitar la continuación de actos que atenten contra los derechos de la naturaleza, es 
menester aplicar, además de las sanciones civiles y administrativas contempladas en la actual 
legislación, sanciones penales que, prevengan y castiguen la comisión de este tipo de 
infracciones, contra los derechos de la  naturaleza; 
 
En uso de los derechos que la Constitución, en su Art. 120, numeral 6 confiere a los ciudadanos, 
propongo incluir en la Legislación Ambiental, los artículos innominados siguientes: 
 
Art. (...) Las personas naturales y/o jurídicas que en sus propiedades conserven especies 
naturales de flora, recibirán por parte del Estado incentivos económicos que serán fijados de 
acuerdo a una tabla de valores que será elaborada por el Ministerio del Ambiente.  
 
Art. (...) Las personas naturales y/o jurídicas que transporten producto forestal de cualquier 
especie o variedad, sin las correspondientes Guías de Circulación, extendidas previo los 





Art. (…) Si las personas señaladas en el artículo anterior, fueran reincidentes en este tipo de 
Infracción Ambiental, será sancionado con el máximo de la pena  que establezca el Código 
Orgánico Integral Penal, y el vehículo utilizado para este fin, será decomisado, embargado y 
rematado de conformidad  con el trámite señalado en el Procedimiento Civil del Ecuador. 
 
Art. (…) La tala, aserramiento, transporte y comercialización del producto forestal declarado en 
veda o protegido, también será reprimido y sancionado con el máximo de la pena establecida 
por el Código Orgánico Integral Penal, y los instrumentos utilizados, y vehículos, serán 
decomisados, embargados y rematados, de conformidad con la Ley 
 
Art. (...) Los ejecutores materiales de una acción que atente contra los derechos de la naturaleza, 
además de las acciones administrativas y civiles que sobre ellos se apliquen, responderán 
penalmente, de acuerdo a lo establecido en el Código Orgánico Integral Penal. 
 
Art. (…) La producción, prestación, uso y aprovechamiento de los servicios ambientales por 
parte de personas naturales o jurídicas, comunidades, pueblos y nacionalidades estarán sujetos a 
control y seguimiento de la autoridad competente, con el fin de evitar acciones que menoscaben 
los derechos de la naturaleza. 
 
 
Todo control que ejerza la autoridad, bajo ningún concepto podrá atentar contra los principios del 
buen vivir. 
 
 El artículo 20 de la Codificación de la Ley de Gestión Ambiental, que trata de los 
requisitos para realizar actividades de riesgo ambiental, y que dice: “Para el inicio de 
toda actividad que suponga riesgo ambiental se deberá contar con la licencia, otorgada 










Art. (…) Toda persona natural o jurídica, que por cualquier medio técnico, tecnológico o 
científico, extrajera material genético de flora o fauna, con fines protervos, de cualquier 
ecosistema de las regiones del Ecuador, será sancionado con penas de reclusión; y, su 
reincidencia no admitirá la aplicación de ninguna circunstancia atenuante a su favor. 
 
 
Art. (…) Los funcionarios del MAE, que por la naturaleza de sus labores profesionales, técnica, 
tecnológica o científica, tuvieren acceso a información clasificada, y de importancia vital para el 
Estado ecuatoriano, la divulgara a personas naturales, o jurídicas, dentro o fuera del país, para ser 
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Anexo1: Formulario de la encuesta 
 
UNIVERSIDAD CENTRAL DEL ECUADOR 
FACULTAD DE JURISPRUDENCIA, CIENCIAS POLÍTICAS Y SOCIALES 
CARRERA DE DERECHO 
 
ENCUESTA APLICADA A LOS SEÑORES, JUECES, FISCALES, INTENDENTES 
Y ABOGADOS DE LA PROVINCIA DE NAPO. 
 
TEMA: DERECHOS DE LA NATURALEZA EN EL ORDENAMIENTO 
CONSTITUCIONAL VIGENTE, EN EL ECUADOR. 
 
Encuestadora: Huaira Paredes Zambrano 
 
Sexo:   M (  )     F (  )     Otros (  )         
Edad:          ________        
Profesión:   ___________________ 
Ocupación: ___________________ 
 
A continuación se presentan varias preguntas relacionadas con el conocimiento que usted 
posee sobre los DERECHOS DE LA NATURALEZA EN EL ORDENAMIENTO 






1) Conoce Usted sobre la normativa constitucional y legal vigente en el Ecuador, que se 
relaciona con los derechos de la naturaleza? 
SI (  ) NO  (   )                          MEDIANAMENTE  (  )  
 
2) Considera Usted que la normativa legal vigente en el Ecuador, sobre los derechos de la 
naturaleza, guardan armonía con la Constitución de la República, vigente? 
SI (  ) NO  (   )                          MEDIANAMENTE  (  )  
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3) Cree Usted que la Normativa secundaria existente sobre los derechos de la naturaleza 
debe ser reformada y mejorada para que guarde armonía con la normativa 
constitucional? 
SI (  )                                NO  (   )                    MEDIANAMENTE  (  ) 
4) Está de acuerdo Usted con la elaboración y publicación de un nuevo Código Ambiental, 
en favor de los derechos de la naturaleza? 
SI (  )                        NO  (   )                   MEDIANAMENTE  (  ) 
 
5) Está de acuerdo Usted en que en el nuevo Código Integral Penal, el Asambleísta se 
refiera a los nuevos tipos penales para castigar los variados delitos de la naturaleza? 
SI (  )                          NO  (   )                   MEDIANAMENTE  (  ) 
 
6) Concuerda Usted que las Contravenciones Ambientales deberían ser mejor definidas y 
singularizadas en el nuevo Código Integral Penal? 
SI (  )                            NO  (   )                   MEDIANAMENTE  (  ) 
 
7) Conoce Usted si los Señores Jueces, Fiscales, e Intendentes, aplican la normativa 
medioambiental en forma correcta? 
SI (  )                            NO  (   )                   MEDIANAMENTE  (  ) 
 
8) Ha observado Usted si los Abogados en libre ejercicio de la profesión tienen un 
conocimiento técnico y vasto respecto a la normativa medioambiental en el Ecuador? 
SI (  )                          NO  (   )                               MEDIANAMENTE  (  ) 
 
9) Cree Usted que debe haber mejor coordinación entre el sistema de justicia y el Ministerio 
del Ambiente del Ecuador, en defensa de los derechos de la Naturaleza? 
SI (  )                          NO  (   )                               MEDIANAMENTE  (  ) 
 
10) Piensa Usted que las Autoridades tanto judiciales como administrativas del país deben 
emprender en sendas campañas de difusión, tendientes a socializar el respeto por los 
derechos de la naturaleza? 







Anexo 2: Comunicado oficial de la Fundación Pachamama, Septiembre 29, 2008 
 
¡La Constitución Ecuatoriana es la primera constitución en el mundo en reconocer los derechos 
de la naturaleza! 
 
Antes de nada, cabe felicitar el esfuerzo de todos quienes hicieron posible el reconocimiento de 
los derechos de la naturaleza en la Nueva Constitución Ecuatoriana, desde los ciudadanos que 
votaron por una nueva constitución, el Presidente de la República, el ex Presidente de la 
Asamblea Nacional Constituyente (ANC), Alberto Acosta, todos los asambleístas 
comprometidos y que siempre creyeron que era posible un verdadero cambio de modelo de 
desarrollo, sin olvidarse obviamente de todos los movimientos sociales, ambientalistas, 
indígenas e individuos independientes que con su esfuerzo apoyaron este gran reconocimiento. 
Esta gran victoria para el Ecuador es un paso trascendental que está dando el país para proteger 
sus ecosistemas únicos y diversos y hacia la defensa del planeta. Nada hubiese sido posible sin 
el apoyo de todos los ciudadanos ecuatorianos que el día domingo 28 de septiembre votaron a 
favor del sí logrando que se apruebe esta gran constitución con un 64%, una constitución que 
asume las propuestas de más de 70.000 ciudadanos que visitaron Montecristi llevando sus 
demandas las cuales fueron incorporadas en la Constitución que históricamente es la que más 
garantiza los derechos sociales de su población, y además de su naturaleza. 
En este momento histórico para el Ecuador vale la pena hacer un pequeño resumen de cómo se 
logró el reconocimiento de los derechos de la naturaleza en la Nueva Constitución Ecuatoriana. 
La propuesta de reconocer a la naturaleza como sujeto de derecho no es nueva, muchos 
académicos ambientalistas como GoodofredoStuntzi, estudiantes, entre otros habían planteado 
antes esta idea, sin embargo, el mundo no experimentaba tan de cerca los efectos del cambio 
climático, y por lo tanto sus propuestas no recibieron una acogida tan amplia como lo hizo ahora 
la ANC. Sin embargo, sin hacerlo formalmente, los pueblos indígenas, especialmente quienes 
habitan en el Ecuador con quienes tenemos una relación muy cercana, plantean como una forma 
cultural de vida, la protección del bosque, del agua, la defensa y respeto de la naturaleza como 
un alguien y no como un recurso, un algo a ser explotado y destruido como lo ha hecho la 
sociedad occidental con la naturaleza. Por lo tanto, considerando que esta nueva Constitución 
planteaba un cambio profundo para el país, un cambio de modelo de desarrollo ya no basado en 
la explotación indiscriminada de los recursos naturales sino en una relación harmónica con la 
naturaleza, un desarrollo basado en el buen vivir basado en mejoras cualitativas y no 
cuantitativas, la idea de reconocer derechos a la naturaleza cabía perfectamente entre las 
propuestas. Además, Ecuador es uno de los países más biodiversos del mundo, sus ecosistemas 
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únicos como sus páramos, selva amazónica, ecosistemas marinos, archipiélago de Galápagos, 
entre otros, hacen del Ecuador un país clave para empezar un proceso serio de protección del 
ambiente, tomando en cuenta además que somos como país muy vulnerables al cambio 
climático. La naturaleza ecuatoriana ha sufrido mucho por la degradación ambiental, 
consecuencia de la explotación de recursos naturales, especialmente del petróleo, es por eso que 
como país nos destacamos por liderar el juicio ambiental más importante contra una gran 
corporación, el caso Texaco. Es por todas esas razones y por la voluntad de democratizar esta 
Constitución incluyendo valores de la cosmovisión indígena que se pensó inicialmente en el 
reconocimiento de los derechos de la naturaleza. 
Alberto Acosta, ex presidente de la Asamblea Nacional Constituyente había planteado esta 
propuesta desde inicios del proceso constituyente en diciembre del 2007, con un artículo de su 
autoría presentando la necesidad de este reconocimiento. La Fundación Pachamama, a través de 
Bill Twist, presidente de Pachamama Alliance en EE.UU contactó a Thomas Linzey, miembro 
de “The Community Environmental Legal DefenseFund (CELDF)” quien había iniciado un 
proceso legal del reconocimiento de los derechos de la naturaleza en las ordenanzas locales de 
algunas comunidades en los Estados Unidos. La lucha de CELDF se basa en el trabajo del 
sudafricano CormacCullinan quien a través de su libro “Wild Law” logró que se reconozcan los 
derechos de los ecosistemas marinos en la Constitución Sudafricana. La Fundación Pachamama 
contactó a Thomas Linzey e invitó a Thomas y a Mari Margil, directora asociada de CELDF a 
venir a Ecuador para visitar la ANC en Montecristi y contar su historia. A finales de febrero del 
2008, estos dos abogados llegaron al país por cuatro días, y visitaron la Asamblea en 
Montecristi a través de la gestión y acompañamiento del equipo de la Fundación Pachamama 
junto a académicos de la UASB como Carlos Larrea. Se organizó, para el 26 de febrero, un 
desayuno para todos los asambleístas en donde la Thomas y Mari compartieron con los 
asambleístas su experiencia y se presentó a través del equipo de la Fundación Pachamama 
argumentos defendiendo la propuesta de los derechos de la naturaleza. En esta ocasión además, 
se visitaron algunas de las mesas involucradas en este tema como la mesa de derechos, la mesa 
de recursos naturales, de desarrollo y de soberanía, además de conversaciones formales con 
Alberto Acosta y Aminta Buenaño. Después de esta serie de reuniones se organizó una 
convocatoria a abogados ambientalistas en Quito para discutir el texto propuesto a la ANC para 
el reconocimiento de los derechos de la naturaleza. 
Primeramente, el reconocimiento de la naturaleza como sujeto de derechos no fue fácil. Existen 
muchos intereses corporativos e inclusive dogmas jurídicos que no aceptan esta gran evolución 
del derecho. Requirió de mucho cabildeo, negociación, investigaciones, convencimiento, 
presentación de datos y apoyo político de sectores movilizados de la sociedad civil, reflejados 
en los asambleístas más comprometidos con el tema para lograr introducirlo como tema clave 
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en el debate de la ANC. En un principio se realizaron borradores al texto de los derechos de la 
naturaleza en la mesa 5, después se llevó este texto a la mesa 1 de derechos, y en ambas mesas 
se levantó un controversial debate respecto a este tema. Finalmente llegó el tema al pleno de la 
Asamblea Constituyente y el día 10 de abril se aprobó con 91 de los 130 votos el artículo 10 que 
reconoce a la naturaleza como sujeto de derechos. Este tema surgió varias veces en el debate en 
el pleno. 
El día 7 de julio se debatieron todos los artículos que desarrollan el reconocimiento de los 
derechos de la naturaleza y sus sustentos. El artículo 71 se aprobó con 93 votos favorables, 18 
en contra, 0 blancos y 3 abstenciones en el que se dispone que la Naturaleza tiene derecho a que 
se respete integralmente su existencia y el mantenimiento y regeneración de sus ciclos vitales, 
estructura, funciones y procesos evolutivos. Además toda persona, comunidad, pueblo o 
nacionalidad podrá exigir a la autoridad pública el cumplimiento de los derechos de la 
naturaleza. Una segunda parte de este artículo que establece que el Estado incentivará a las 
personas naturales y jurídicas, y a los colectivos, para que protejan la naturaleza, y promoverá el 
respeto a todos los elementos que forman un ecosistema se aprobó con 96 votos favorables, 7 en 
contra, 0 blancos y 11 abstenciones. 
El artículo 72 fue aprobado con 91 votos favorables, 13 en contra, 1 blancos y 9 abstenciones y 
se refiere a que la Naturaleza, tiene derecho a la restauración y que esta restauración será 
independiente de la obligación que tienen el Estado y las personas naturales o jurídicas de 
indemnizar a los individuos y colectivos que dependan de los sistemas naturales afectados. En 
los casos de impacto ambiental grave o permanente, incluidos los ocasionados por la 
explotación de los recursos naturales no renovables, el Estado establecerá los mecanismos más 
eficaces para alcanzar la restauración, y adoptará las medidas adecuadas para eliminar o mitigar 
las consecuencias ambientales nocivas. 
El artículo 73 se aprobó con 90 votos favorables, 15 en contra, 2 blancos y 6 abstenciones y dice 
que dice el Estado aplicará medidas de precaución y restricción para las actividades que puedan 
conducir a la extinción de especies, la destrucción de ecosistemas o la alteración permanente de 
los ciclos naturales. Dice además que se prohíbe la introducción de organismos y material 
orgánico e inorgánico que puedan alterar de manera definitiva el patrimonio genético nacional. 
Finalmente el artículo 74 que determina que las personas, comunidades, pueblos y 
nacionalidades tendrán derecho a beneficiarse del ambiente y de las riquezas naturales que les 
permitan el buen vivir. Dice además que los servicios ambientales no serán susceptibles de 
apropiación; su producción, prestación, uso y aprovechamiento serán regulados por el Estado. 
Se aprobó ese mismo día con votos favorables, 19 en contra, 1 blanco y 4 abstenciones. 
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Por lo tanto queda claro el arduo trabajo que realizó la ANC liderada por Alberto Acosta y su 
equipo de apoyo junto con asambleístas como Norman Wray, Aminta Buenaño, Sofía Espín, 
María Soledad Vela, Pilar Núñez, César Grefa, Manuel Mendoza, Rafael Estévez, Fernando 
Vega entre otros asambleístas quienes defendieron con mucha fuerza este tema y se 
involucraron directamente con la elaboración de los textos y es gracias a ellos que el Ecuador ha 
dado este paso tan importante para la protección del ambiente. 
Durante el período de la ANC, la Fundación Pachamama acompañó el proceso, las discusiones 
y debates, documentó este proceso, socializó el tema en la prensa y elaboró materiales 
audiovisuales para la defensa de los derechos de la naturaleza. Realizó además una campaña de 
socialización de los derechos de la naturaleza en los medios tradicionales, televisión, radio y 
prensa escrita así como medios alternativos, teatro, títeres, cine para promocionar el tema de los 
derechos de la naturaleza e informar a la ciudadanía de este nuevo derecho reconocido. 
Cabe reconocer el valor del trabajo de las siguientes personas cuyo aporte fue esencial: María 
Belén Páez, Mario Melo, Natalia Greene, Siegmund Thies, Gloria Tobar, Bill y Lynne Twist y 
el resto del equipo de la Fundación Pachamama, Carlos Larrea, Esperanza Martínez, Ana Isabel 
Larrea, Manolo Morales, Freddy Ehlers, Marlon Santi, Bartolo Ushigua, Marta Echavarría y 
organizaciones ambientalistas e indígenas que apoyaron este reconocimiento. Agradecemos 
además a las Marujitas, el Deportivo Quito, Eduardo Galeano; a miembros de la realeza inglesa 
Zoe Tryon, Leo Mass, a la prensa inglesa, danesa, holandesa, miembros de la APE por 
ayudarnos a creer y difundir esta iniciativa. 
Gracias a estos artículos que ya forman parte de la Nueva Constitución del Ecuador, la 
ciudadanía puede exigir la garantía de estos derechos y representar a la naturaleza directamente 
para que sus derechos no sean violados. Es nuestro deber informar y distribuir esta información 
a la mayor cantidad de gente posible. Hemos creado una página web recopilando toda la 
información sobre los derechos de la naturaleza, los antecedentes, documentos, procesos, 
videos, audios, entrevistas, y noticias y publicaciones mundiales que reconocen el valor de este 
progresista reconocimiento del Ecuador al convertirse en el primer país en el mundo en 











Anexo3: Artículos de la Constitución de la República de 2008 
 
REFERENTES A LOS DERECHOS DE LA NATURALEZA 
 
Capítulo primero; Principios de aplicación de los derechos; Art. 10.- Las personas, 
comunidades, pueblos, nacionalidades y colectivos son titulares y gozarán de los derechos 
garantizados en la Constitución y en los instrumentos internacionales. 
 
La naturaleza será sujeto de aquellos derechos que le reconozca la Constitución. 
 
El inciso segundo de este artículo deja absolutamente claro que los derechos de la naturaleza 
están a la par con los derechos de las personas, comunidades, pueblos y nacionalidades; en 
consecuencia, nadie estará permitido de imponer sus derechos sobre los de la naturaleza.  
 
Capítulo segundo; Derechos del buen vivir: Sección segunda: Ambiente sano; Art. 14.- (…)Se 
declara de interés público la preservación del ambiente, la conservación de los ecosistemas, la 
biodiversidad y la integridad del patrimonio genético del país, la prevención del daño ambiental 
y la recuperación de los espacios naturales degradados. 
 
Este artículo constitucional hace hincapié en los conceptos de: “Preservación, “conservación”, 
“prevención”, y “recuperación” de la Pacha Mama, como de interés público y como obligación 
necesaria e insoslayable tanto para el sector público, como para sector privado. 
 
Art. 15.- El Estado promoverá, en el sector público y privado, el uso de tecnologías 
ambientalmente limpias y de energías alternativas no contaminantes y de bajo impacto. La 
soberanía energética no se alcanzará en detrimento de la soberanía alimentaria, ni afectará el 
derecho al agua. 
 
Se prohíbe el desarrollo, producción, tenencia, comercialización, importación, transporte, 
almacenamiento y uso de armas químicas, biológicas y nucleares, de contaminantes orgánicos 
persistentes altamente tóxicos, agroquímicos internacionalmente prohibidos, y las tecnologías y 
agentes biológicos experimentales nocivos y organismos genéticamente modificados 
perjudiciales para la salud humana o que atenten contra la soberanía alimentaria o los 





Artículo constitucional muy importante; mediante este mandato se declara al territorio nacional 
libre de armas químicas, biológicas y atómicas, desechos nucleares y tóxicos, así como de todo 
elemento contaminante y nocivo para la salud y el buen vivir. 
 
Capítulo séptimo; Derechos de la naturaleza; Art. 71.- La naturaleza o Pachamama, donde se 
reproduce y realiza la vida, tiene derecho a que se respete integralmente su existencia y el 
mantenimiento y regeneración de sus ciclos vitales, estructura, funciones y procesos evolutivos. 
 
Toda persona, comunidad, pueblo o nacionalidad podrá exigir a la autoridad pública el 
cumplimiento de los derechos de la naturaleza. Para aplicar e interpretar estos derechos se 
observaran los principios establecidos en la Constitución, en lo que proceda. 
 
El Estado incentivará a las personas naturales y jurídicas, y a los colectivos, para que protejan la 
naturaleza, y promoverá el respeto a todos los elementos que forman un ecosistema. 
 
Al mismo tiempo que se reconoce totalmente los derechos de la naturaleza, se establece que, las 
personas, las comunidades, pueblos o nacionalidades, deben ejercer como garantes y protectores 
de la naturaleza. 
 
Art. 72.- La naturaleza tiene derecho a la restauración. Esta restauración será independiente de 
la obligación que tienen el Estado y las personas naturales o jurídicas de Indemnizar a los 
individuos y colectivos que dependan de los sistemas naturales afectados. 
 
En los casos de impacto ambiental grave o permanente, incluidos los ocasionados por la 
explotación de los recursos naturales no renovables, el Estado establecerá los mecanismos más 
eficaces para alcanzar la restauración, y adoptará las medidas adecuadas para eliminar o mitigar 
las consecuencias ambientales nocivas. 
 
Además de la obligatoriedad de restaurar los daños que se hubieren producido en un entorno 
ambiental, se establece la obligación de reparar esos daños e indemnizar a los pobladores del 
lugar afectado. 
 
Art. 73.- EI Estado aplicará medidas de precaución y restricción para las actividades que puedan 
conducir a la extinción de especies, la destrucción de ecosistemas o la alteración permanente de 




Se prohíbe la introducción de organismos y material orgánico e inorgánico que puedan alterar 
de manera definitiva el patrimonio genético nacional. 
 
El mandato de este artículo obliga al Estado a tomar medidas  preventivas con el fin de evitar 
prosperen actividades nocivas para la naturaleza y el medio ambiente. Se prohíbe la 
introducción de materiales orgánicos e inorgánicos que puedan alterar el patrimonio genético 
nacional. Me parece que la permisión de la entrada de transgénicos en la agricultura ecuatoriana, 
contraviene el mandato de este artículo. 
 
Art. 74.- Las personas, comunidades, pueblos y nacionalidades tendrán derecho a beneficiarse 
del ambiente y de las riquezas naturales que les permitan el buen vivir. 
Los servicios ambientales no serán susceptibles de apropiación; su producción, prestación, uso y 
aprovechamiento serán regulados por el Estado. 
 
Sin embargo del “derecho a beneficiarse” que la Constitución concede a las personas, pueblos, 
comunidades y nacionalidades, esto un pude interpretarse como que, por ejercer el derecho al 
“buen vivir”, estén facultados a atentar contra los derechos de la naturaleza. 
 
Capítulo noveno; Responsabilidades; Art. 83.- Son deberes y responsabilidades de las 
ecuatorianas y los ecuatorianos, sin perjuicio de otros previstos en la Constitución y la ley: 
 
6. Respetar los derechos de la naturaleza, preservar un ambiente sano y utilizar los 
recursos naturales de modo racional, sustentable y sostenible. 
 
Capítulo cuarto; Régimen de competencias; Art. 261.- El Estado central tendrá competencias 
exclusivas sobre: 7. Las áreas naturales protegidas y los recursos naturales; 11. Los recursos 
energéticos; minerales, hidrocarburos, hídricos, biodiversidad y recursos forestales. 
 
Capítulo segundo; Biodiversidad y recursos naturales; Sección primera; Naturaleza y ambiente; 
Art. 395.- La Constitución reconoce los siguientes principios ambientales: 
 
1. El Estado garantizará un modelo sustentable de desarrollo, ambientalmente 
equilibrado y respetuoso de la diversidad cultural, que conserve la biodiversidad y 
la capacidad de regeneración natural de los ecosistemas, y asegure la satisfacción de 
las necesidades de las generaciones presentes y futuras. 
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2. Las políticas de gestión ambiental se aplicarán de manera transversal y serán de 
obligatorio cumplimiento por parte del Estado en todos sus niveles y por todas las 
personas naturales o jurídicas en el territorio nacional. 
3. El Estado garantizará la participación activa y permanente de las personas, 
comunidades, pueblos y nacionalidades afectadas, en la planificación, ejecución y 
control de toda actividad que genere impactos ambientales. 
4. En caso de duda sobre el alcance de las disposiciones legales en materia ambiental, 
éstas se aplicarán en el sentido más favorable a la protección de la naturaleza. 
 
Art. 396.- El Estado adoptará las políticas y medidas oportunas que eviten los impactos 
ambientales negativos, cuando exista certidumbre de daño. 
 
En caso de duda sobre el impacto ambiental de alguna acción u omisión, aunque no exista 
evidencia científica del daño, el Estado adoptará medidas protectoras eficaces y oportunas. 
 
La responsabilidad por daños ambientales es objetiva. Todo daño al ambiente, además de las 
sanciones correspondientes, implicará también la obligación de restaurar integralmente los 
ecosistemas e indemnizar a las personas y comunidades afectadas. 
 
Cada uno de los actores de los procesos de producción, distribución, comercialización y uso de 
bienes o servicios asumirá la responsabilidad directa de prevenir cualquier impacto ambiental, 
de mitigar y reparar los daños que ha causado, y de mantener un sistema de control ambiental 
permanente. 
 
Las acciones legales para perseguir y sancionar por daños ambientales serán imprescriptibles. 
 
Art. 397.- En caso de daños ambientales el Estado actuará de manera inmediata y subsidiaria 
para garantizar la salud y la restauración de los ecosistemas. Además de la sanción 
correspondiente, el Estado repetirá contra el operador de la actividad que produjera el daño las 
obligaciones que conlleve la reparación integral, en las condiciones y con los procedimientos 
que la ley establezca. La responsabilidad también recaerá sobre las servidoras o servidores 
responsables de realizar el control ambiental. Para garantizar el derecho individual y colectivo a 
vivir en un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, el Estado se compromete a: 
 
1. Permitir a cualquier persona natural o jurídica, colectividad o grupo humano, ejercer las 
acciones legales y acudir a los órganos judiciales y administrativos, sin perjuicio de su interés 
directo, para obtener de ellos la tutela efectiva en materia ambiental, incluyendo la posibilidad 
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de solicitar medidas cautelares que permitan cesar la amenaza o el daño ambiental materia de 
litigio. La carga de la prueba sobre la inexistencia de daño potencial o real recaerá sobre el 
gestor de la actividad o el demandado. 
2. Establecer mecanismos efectivos de prevención y control de la contaminación ambiental, de 
recuperación de espacios naturales degradados y de manejo sustentable de los recursos 
naturales. 
3. Regular la producción, importación, distribución, uso y disposición final de materiales 
tóxicos y peligrosos para las personas o el ambiente. 
4. Asegurar la intangibilidad de las áreas naturales protegidas, de tal forma que se garantice la 
conservación de la biodiversidad y el mantenimiento de las funciones ecológicas de los 
ecosistemas. El manejo y administración de las áreas naturales protegidas estará a cargo del 
Estado. 
5. Establecer un sistema nacional de prevención, gestión de riesgos y desastres naturales, basado 
en los principios de inmediatez, eficiencia, precaución, responsabilidad y solidaridad. 
 
Art. 398.- Toda decisión o autorización estatal que pueda afectar al ambiente deberá ser 
consultada a la comunidad, a la cual se informará amplia y oportunamente. El sujeto consultante 
será el Estado. La ley regulará la consulta previa, la participación ciudadana, los plazos, el 
sujeto consultado y los criterios de valoración y de objeción sobre la actividad sometida a 
consulta. 
 
El Estado valorará la opinión de la comunidad según los criterios establecidos en la ley y los 
instrumentos internacionales de derechos humanos. 
 
Si del referido proceso de consulta resulta una oposición mayoritaria de la comunidad 
respectiva, la decisión de ejecutar o no el proyecto será adoptada por resolución debidamente 
motivada de la instancia administrativa superior correspondiente de acuerdo con la ley. 
 
Art. 399.- El ejercicio integral de la tutela estatal sobre el ambiente y la corresponsabilidad de la 
ciudadanía en su preservación, se articulará a través de un sistema nacional descentralizado de 
gestión ambiental, que tendrá a su cargo la defensoría del ambiente y la naturaleza. 
 
Sección segunda; Biodiversidad; Excepcionalmente, y sólo en caso de interés nacional 
debidamente fundamentado por la Presidencia de la República y aprobado por la Asamblea 
Nacional, se podrán introducir semillas y cultivos genéticamente modificados. El Estado 
regulará bajo estrictas normas de bioseguridad, el uso y el desarrollo de la biotecnología 
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moderna y sus productos, así como su experimentación, uso y comercialización. Se prohíbe la 
aplicación de biotecnologías riesgosas o experimentales. 
 
Art. 402.- Se prohíbe el otorgamiento de derechos, incluidos los de propiedad intelectual, sobre 
productos derivados o sintetizados, obtenidos a partir del conocimiento colectivo asociado a la 
biodiversidad nacional. 
 
Art. 403.- El Estado no se comprometerá en convenios o acuerdos de cooperación que incluyan 
cláusulas que menoscaben la conservación y el manejo sustentable de la biodiversidad, la salud 
humana y los derechos colectivos y de la naturaleza. 
 
Sección tercera; Patrimonio natural y ecosistemas; Art. 404.- El patrimonio natural del Ecuador 
único e invaluable comprende, entre otras, las formaciones físicas, biológicas y geológicas cuyo 
valor desde el punto de vista ambiental, científico, cultural o paisajístico exige su protección, 
conservación, recuperación y promoción. 
 
Su gestión se sujetará a los principios y garantías consagrados en la Constitución y se llevará a 
cabo de acuerdo al ordenamiento territorial y una zonificación ecológica, de acuerdo con la ley. 
 
Art. 405.- EI sistema nacional de áreas protegidas garantizará la conservación de la 
biodiversidad y el mantenimiento de las funciones ecológicas. El sistema se integrará por los 
subsistemas estatal, autónomo descentralizado, comunitario y privado, y su rectoría y regulación 
será ejercida por el Estado. El Estado asignará los recursos económicos necesarios para la 
sostenibilidad financiera del sistema, y fomentará la participación de las comunidades, pueblos 
y nacionalidades que han habitado ancestralmente las áreas protegidas en su administración y 
gestión. 
 
Las personas naturales o jurídicas extranjeras no podrán adquirir a ningún título tierras o 
concesiones en las áreas de seguridad nacional ni en áreas protegidas, de acuerdo con la ley. 
 
Art. 406.- El Estado regulará la conservación, manejo y uso sustentable, recuperación, y 
limitaciones de dominio de los ecosistemas frágiles y amenazados; entre otros, los páramos, 
humedales, bosques nublados, bosques tropicales secos y húmedos y manglares, ecosistemas 
marinos y marinos-costeros. 
 
Art. 407.- Se prohíbe la actividad extractiva de recursos no renovables en las áreas protegidas y 
en zonas declaradas como intangibles, incluida la explotación forestal. Excepcionalmente 
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dichos recursos se podrán explotar a petición fundamentada de la Presidencia de la República y 
previa declaratoria de interés nacional por parte de la Asamblea Nacional, que, de estimarlo 
conveniente, podrá convocar a consulta popular. 
 
Sección cuarta; Recursos naturales; Art. 408.- Son de propiedad inalienable, imprescriptible e 
inembargable del Estado los recursos naturales no renovables y, en general, los productos del 
subsuelo, yacimientos minerales y de hidrocarburos, substancias cuya naturaleza sea distinta de 
la del suelo, incluso los que se encuentren en las áreas cubiertas por las aguas del mar territorial 
y las zonas marítimas; así como la biodiversidad y su patrimonio genético y el espectro 
radioeléctrico. 
 
Estos bienes sólo podrán ser explotados en estricto cumplimiento de los principios ambientales 
establecidos en la Constitución. 
 
El Estado participará en los beneficios del aprovechamiento de estos recursos, en un monto que 
no será inferior a los de la empresa que los explota. 
 
El Estado garantizará que los mecanismos de producción, consumo y uso de los recursos 
naturales y la energía preserven y recuperen los ciclos naturales y permitan condiciones de vida 
con dignidad. 
 
Sección quinta; Suelo; Art. 409.- Es de interés público y prioridad nacional la conservación del 
suelo, en especial su capa fértil. Se establecerá un marco normativo para su protección y uso 
sustentable que prevenga su degradación, en particular la provocada por la contaminación, la 
desertificación y la erosión. 
 
En áreas afectadas por procesos de degradación y desertificación, el Estado desarrollará y 
estimulará proyectos de forestación, reforestación y revegetación que eviten el monocultivo y 
utilicen, de manera preferente, especies nativas y adaptadas a la zona. 
 
Art. 410.- El Estado brindará a los agricultores y a las comunidades rurales apoyo para la 
conservación y restauración de los suelos, así como para el desarrollo de prácticas agrícolas que 
los protejan y promuevan la soberanía alimentaria. 
 
Sección sexta; Agua; Art. 411.- El Estado garantizará la conservación, recuperación y manejo 
integral de los recursos hídricos, cuencas hidrográficas y caudales ecológicos asociados al ciclo 
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hidrológico. Se regulará toda actividad que pueda afectar la calidad y cantidad de agua, y el 
equilibrio de los ecosistemas, en especial en las fuentes y zonas de recarga de agua. 
 
La sustentabilidad de los ecosistemas y el consumo humano serán prioritarios en el uso y 
aprovechamiento del agua. 
 
Art. 412.- La autoridad a cargo de la gestión del agua será responsable de su planificación, 
regulación y control. Esta autoridad cooperará y se coordinará con la que tenga a su cargo la 
gestión ambiental para garantizar el manejo del agua con un enfoque ecosistémico. 
 
Sección séptima; Biosfera, ecología urbana y energías alternativas; Art. 413.- El Estado 
promoverá la eficiencia energética, el desarrollo y uso de prácticas y tecnologías 
ambientalmente limpias y sanas, así como de energías renovables, diversificadas, de bajo 
impacto y que no pongan en riesgo la soberanía alimentaria, el equilibrio ecológico de los 
ecosistemas ni el derecho al agua. 
 
Art. 414.- El Estado adoptará medidas adecuadas y transversales para la mitigación del cambio 
climático, mediante la limitación de las emisiones de gases de efecto invernadero, de la 
deforestación y de la contaminación atmosférica; tomará medidas para la conservación de los 
bosques y la vegetación, y protegerá a la población en riesgo. 
 
Art. 415.- El Estado central y los gobiernos autónomos descentralizados adoptarán políticas 
integrales y participativas de ordenamiento territorial urbano y de uso del suelo, que permitan 
regular el crecimiento urbano, el manejo de la fauna urbana e incentiven el establecimiento de 
zonas verdes. 
 
Los gobiernos autónomos descentralizados desarrollarán programas de uso racional del agua, y 
de reducción reciclaje y tratamiento adecuado de desechos sólidos y líquidos. Se incentivará y 
facilitará el transporte terrestre no motorizado, en especial mediante el establecimiento de ciclo 
vías”. 
